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  Iniciativas 
 
HONORABLE CONGRES O DEL ESTADO DE SAN LUIS POTOSÍ  

P R E S E N T E. 
 
C. RICARDO GALLARDO JUÁREZ , Presidente Constitucional del Municipio de San Luis 

Potosí; LIC. JUAN EDUARDO MARTÍNEZ OVIEDO , Síndico Municipal del Ayuntamiento 
Constitucional de San Luis Potosí; y LIC. MARCO ANTONIO ARANDA MARTÍNEZ , 

Secretario General de l Ayuntamiento Constitucional de San Luis Potosí, de conformidad con 
lo establecido p or los artículos 115, fracción V, de la Constitución Política de los Estados 

Unidos  Mexicanos; 61 y 114, fracción V, de la Constitución Política del Estado  Libre y 
Soberan o de San Luis Potosí;  29  fracción I,  31 inciso b), fracción II,  70, 75, 78 fracciones 
VI, VII y  VIII, de la Ley Orgánica del Municipio Libre de San Luis Potosí; 109 fracciones XV 

y XX, 111 fracciones IV y  XXI , 119 fracciones III, XIX y XXIII  y demás relati vos del 
Reglamento Interno del Munici pio Libre de San Luis Potosí; 130 y 131 de la Ley Orgánica 

del Poder Legislativo del Estado; 61, 62 y 65  del Reglamento para el Gobierno Interior del 
Congreso del Estado de San Luis Potosí, presentamos iniciativa que re forma la 
fracción XXII del inciso c) del artículo 31 y la fracción XXXV del artículo 70, ambos 

de la Ley Orgánica del Municipio Libre del Estado de San Luis Potosí, publicada en el 
Periódico Oficial del Estado, el once de junio del dos mil.  Propuesta que planteamos al tenor 

de la siguiente:  
 

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS  

 
El desarrollo urbano constituye una de las actividades más importantes de los 

ayuntamientos, puesto que de esta materia se deriva el ejercicio de las demás asignaturas 
o servicios públicos consignados en el artículo 115 de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos, como son alumbrado público, seguridad pública, agua potable, entre 

otros.  Esta actividad, tiene estrecha relación con las actividades cotidianas de la ciud adanía, 
que tienen que ver de forma trascendental con su calidad de vida, derecho humano 

consignado en el artículo 4° de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 
que se¶ala por un lado: ñToda persona tiene derecho a un medio ambiente adecuado para 
su desarrollo y bienestarò, y por el otro: ñToda familia tiene derecho a disfrutar de vivienda 

digna y decorosa. La Ley establecerá los instrumentos y apoyos necesarios a fin de alcanzar 
tal objetivo.ò 

 
Es así que los municipios en el ámbito de su s atribuciones, deben asumir en forma seria y 
responsable, la obligación de contribuir para lograr los objetivos fijados en la Constitución 

de la República y en la del Estado, asumiendo con responsabilidad los instrumentos 
jurídicos puestos a disposición p or las diferentes leyes que se encuentran vinculadas, tanto 

a las disposiciones insertas en el artículo 4° de la Constitución de la República, como las 
vertidas en el 27 y la fracción V del 115 del ordenamiento en cita.  
 

Al respecto, la Ley de Mejora Regul atoria del Estado y Municipios de San Luis Potosí, ha 
propuesto como objeto de la misma, promover acciones capaces de transformar 



radicalmente los esquemas tradicionales de gestión, con la finalidad de generar cambios 

profundos que nos permitan incrementar  la capacidad de respuesta, para atender con 
prontitud y eficacia las necesidades de la sociedad, constituyendo, una tarea relevante, 

consolidar e impulsar el marco institucional, a fin de que se simplifique la carga 
administrativa que soportan los particu lares en su relación con la autoridad.  

 
Es por ello que atendiendo a esos principios, la autoridad deberá reducir los ámbitos de la 
discrecionalidad, abatir la sobrerregulación de los servicios públicos, propiciar la eliminación 

de los espacios de corrupci ón y procurar la agilización de los trámites. Entendiendo por 
desregulación la eliminación parcial o total de la regulación dispersa, duplicada o 

anacrónica.  
 
Todo ello si tomamos en cuenta que una regulación excesiva, puede ocasionar que se 

generen menos empleos y menores posibilidades para la instalación de empresas o la 
promoción de inversión para la vivienda; y si la regulación es muy relajada, puede provocar 

un efecto contrario y por ende, se incremente el riesgo para la población en materia de 
salud, deterioro ambiental, fraudes en la compraventa de bienes muebles e inmuebles, 
etcétera.  

 
Siendo objetivo primordial para los órdenes de gobierno y desde luego en lo particular para 

los municipios de la entidad, promover la mejora regulatoria y la simplific ación 
administrativa, como una necesidad impostergable para abatir los índices de corrupción, 
incentivar la transparencia de la gestión pública gubernamental, generar una disciplina de 

buen gobierno comprometida con la sociedad, mejorar la productividad de  todas las 
instituciones de los gobiernos estatal o municipal, y servir mejor a la ciudadanía.  

 
Sobre la base de los objetivos señalados en los párrafos que anteceden, y atendiendo al 
crecimiento económico del estado, que se ha visto reflejado en sus zonas  metropolitanas, 

San Luis Potosí ï Soledad de Graciano Sánchez y Ri overde ï Ciudad Fernández, así como a 
los municipios de mayor cantidad de habitantes, y que ha propiciado el crecimiento de los 

centros de población, en algunos casos, de manera acelerada, como se constata con el 
municipio de Villa de Reyes, S. L. P., es de suma importancia desahogar el reto que ello 
implica, a fin de dar una respuesta pronta y expedita a la ciudadanía.  

 
El reto se traduce en incrementar la captación de inversiones generador as de empleo, 

propiciar la aplicación de políticas públicas que permitan garantizar la calidad de vida de sus 
habitantes, con un desarrollo regional, urbano, ambiental y social equitativo y equilibrado.  

 
Se requiere, de la regulación y planeación eficiente  y sostenible del ordenamiento territorial 
de los asentamientos humanos y del desarrollo urbano de los centros de población del 

Estado, a fin de que con oportunidad y suficiencia se proyecte y construya la vivienda, 
infraestructura y equipamiento urbano, a sí como que se presten adecuadamente los 

servicios públicos que demandan la población y las actividades productivas.  
 
Para alcanzar ese objetivo, es necesaria la adecuación y actualización del marco normativo 

en materia de desarrollo urbano, para evitar la  dispersión normativa y promover su 
aplicación eficaz, contando con instituciones y autoridades, ante todo municipales, con 

capacidad para ello.  
 



Sin embargo a la fecha se cuenta con la vigente Ley de Desarrollo Urbano del Estado de 

San Luis Potosí, que ha  sido sometida al escrutinio de diferentes administraciones estatales 
y municipales, dada la temporalidad de su vigencia, que data del año 2000, y que a la fecha 

no existe certeza de una pronta actualización, aunado a lo anterior el hecho de que la Ley 
Org ánica del Municipio Libre señala disposiciones que enlazan de manera directa, 

actividades de corte meramente ejecutivo y operativo, con las actividades edilicias que se 
desprenden de las facultades insertas en el artículo 115 de la Constitución de la Repúb lica, 
y el 114 de la Constitución del Estado, plasmadas en el artículo 31 de la Ley Orgánica 

citada.  
 

Esta situación ha generado confusión respecto de las actividades naturales de los cuerpos 
edilicios y las ejecutivas de las administraciones municipales, que desde luego encabezan 
los Alcaldes, de tal manera que, al carecer los regidores en muchas de las ocasiones, de la 

especialidad que se requiere, para generar determinaciones operativas en materia de uso 
de suelo, en lo particular en las autorizaciones d e los fraccionamientos, relotificaciones, 

subdivisiones mayores a 5000 cinco mil metros cuadrados y eventualmente hasta en 
alineamientos, tienen que ser auxiliados por las áreas técnicas municipales relacionadas con 
la materia, que dependen directamente de  los Presidentes Municipales.  

 
Este procedimiento ha provocado mecanismos tortuosos para la resolución de tales 

asuntos, generando duplicidad en los mismos, que en primer término se da el 
procedimiento de mesa colegiada y posteriormente el procedimiento de  dictaminación de la 
Comisión o Comisiones del cuerpo edilicio y posteriormente la aprobación o no del pleno del 

cabildo.  
 

El procedimiento antedicho, de acuerdo a la experiencia generada, sobre todo en el H. 
Ayuntamiento de la capital, en ocasiones sobrep asa el año, volviendo económicamente 
inviable los proyectos o encareciéndolos, haciendo de los mismos un producto inaccesible a 

los estratos sociales más pobres de la entidad, es decir a la clase trabajadora.  
 

Ante una expectativa incierta de aprobación de  alguna actualización de la Ley de Desarrollo 
Urbano, de la que se sabe, que existe un proyecto que ha sido elaborado analizado y 
discutido desde 2008, se proponen adecuaciones a la Ley Orgánica del Municipio Libre del 

Estado de San Luis Potosí, para el ef ecto desregular y así reducir tiempos en la tramitación 
de las autorizaciones de los fraccionamientos, las relotificaciones, cambios de intensidad en 

el uso habitacional, la autorización de los condominios, las subdivisiones mayores a 5000 
cinco mil metros  cuadrados, para que sean autorizados por el Presidente Municipal con el 

apoyo de las áreas técnicas especializadas.  
 
Esta propuesta, se encuentra armonizada con las políticas planteadas en principio, con la 

Ley de Mejora Regulatoria del Estado y Municipio s de San Luis Potosí y por el otro, con las 
necesidades de la población más desprotegida de nuestra sociedad, puesto que reduciendo 

tiempos, se reducen costos, que se tendrán que ver reflejados en la adquisición de 
vivienda, que satisfaga los extremos cont emplados en el artículo 4° de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos.  

 
Esta iniciativa, atiende los siguientes criterios y lineamientos:  

 



- Adecuar las atribuciones y funciones de las autoridades municipales competentes en 

la aplicación de la legislación urbana.  
 

- Propiciar con ello, la posibilidad de mejorar la calidad de vida y las condiciones de 
habitabilidad de la ciudadanía en general.  

 
- Disponer que la autorización municipal de los fraccionamientos y condominios debe 

otorgarse por la Dir ección Municipal de Desarrollo Urbano o su equivalente.  

 
De esta forma, se propone reformar diversos artículos de la Ley Orgánica del Municipio 

Libre del Estado, a fin de cumplir los objetivos antes señalados, en materia de expedición 
de licencias de uso d e suelo, delegando otras facultades exclusivas actualmente del Cabildo, 
a la Dirección municipal competente en términos de lo que en esta materia se ha 

contemplado con antelación.  
 

En razón de lo antes expuesto, se envía a esta Honorable Cámara Legislativa  para su 
consideración y aprobación, en su caso, el siguiente:  

 

PROYECTO DE DECRETO  
 

ñINICIATIVA QUE REFORMA LA FRACCIÓN XXII DEL INCISO C) DEL ARTÍCULO 31 
Y LA FRACCIÓN XXXV DEL ARTÍCULO 70 DE LA LEY ORGÁNICA DEL MUNICIPIO 

LIBRE  DEL ESTADO DE SAN LUIS POTOSÍ ò 

 
ÚNICO . Se reforman la fracción XXII del inciso c) del Artículo 31 y la fracción XXXV del 

artículo 70 de la Ley Orgánica del Municipio Libre del Estado de san Luis Potosí, para quedar 
como sigue:  
 

ARTĉCULO 31é 
 

a) al b)é 
 
c)é 

I a la XXIé 
 

XXII. Controlar y vigilar en el ámbito de su competencia en sus jurisdicciones territoriales la 
utilización del suelo y autorizar a través de la Dirección  Municipal competente, en los 

términos de lo dispuesto en la Ley de Desarrollo Urban o del Estado y demás disposiciones 
jurídicas aplicables, el uso del mismo;  
 

XXIII a la XXVé 
 

ARTĉCULO 70é 
 
I a la XXXIVé 

 
XXXV. Expedir, en los términos dispuestos en la Ley de Desarrollo Urbano del Estado, las 

licencias de uso de suelo, así como las auto rizaciones para dividir o subdividir inmuebles y 
para fraccionar inmuebles;  



XXXVI a la XLé 

TRANSITORIOS  
 

Primero.  El presente Decreto entrará en vigor el día siguiente de su publicación en el 
Periódico Oficial del Estado.  

 
Segundo.  Se derogan todas las disposiciones que se opongan al presente Decreto.  
 

 
 

RICARDO GALLARDO JUÁREZ  
Presidente Municipal de San Luis Potosí  

 

 
 

LIC. JUAN EDUARDO MARTÍNEZ OVIEDO  
Síndico Municipal  

 

 
LIC. MARCO ANTONIO ARANDA MARTÍNEZ  

Secretario General del Ayuntamiento de San Luis Potosí  
 



 

C.C. DIPUTADOS SECRETARIOS DE LA LXI 
LEGISLATURA DE CONGRESO DEL ESTADO 
P R E S E N T E S.- 
 
Con fundamento en lo establecido por los artículos 61 de la Constitución 
Política del Estado de San Luis Potosí; 131, fracción IV, de la Ley Orgánica 
del Poder Legislativo del Estado; 71 del Reglamento para el Gobierno 
Interior del Congreso del Estado, JOSÉ LUIS ROMERO CALZADA, 
diputado local de la LXI Legislatura e integrante del Grupo Parlamentario 
del Partido Revolucionario Institucional, me permito someter a la 
consideración de esta honorable Asamblea, INICIATIVA DE ACUERDO 
ECONÓMICO  que propone que la Auditoria Superior del Estado, como 
órgano auxiliar de este Congreso del Estado,  informe de manera pública, 

completa y actualizada a los gobernados, sobre las evaluaciones finales  del 
desempeño de los entes públicos auditados, sus resoluciones y resultados de 
los procesos de revisión, las determinaciones de responsabilidad y de 
indemnizaciones, en su caso, y las recuperaciones obtenidas de dichos 
procesos de fiscalización, lo que sustento en la siguiente: 
 

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 

 
La rendición de cuentas es en la actualidad un presupuesto fundamental de la 
democracia y una obligación legal del gobierno frente al gobernado. 
 
La Auditoria Superior del Estado es el órgano del Congreso del Estado que 
tiene a su cargo la función de fiscalización superior de las finanzas públicas de 
los entes auditables a través de las acciones y obligaciones que se establecen 
en la Ley de Auditoría Superior del Estado de San Luis Potosí. 

El resultado de las auditorías que lleva a cabo la Auditoría Superior del Estado 
adquiere diversas formas: la constatación del cumplimiento eficaz, eficiente y 
económico de los mandatos de los entes auditados, la definición de áreas de 
oportunidad para mejorar la gestión pública, la detección de errores en el 
registro de las operaciones que se llevan a cabo, o la existencia de 
desviaciones o irregularidades. Esta última vertiente acarrea consecuencias 
para el ente auditado. 

Cuando se generan observaciones como resultado de la fiscalización superior, 
las entidades fiscalizadas pueden solventarlas durante el desarrollo de las 
auditorías o al término de éstas, reintegrando los recursos empleados 
incorrectamente al erario federal, al patrimonio de la institución, o al fondo 
federal correspondiente, dependiendo el caso.  



 

De la página virtual de la Auditoria Superior del Estado se desprende que dicho 
ente de vigilancia únicamente publica bajo la indebida denominación de 
ñcuentas p¼blicasò y ñdict§menesò, la mera informaci·n financiera que los entes 
auditados le presentan y desglosan a dicha Auditoría Superior del Estado para 
su revisión, lo que se traduce en el desconocimiento de los gobernados,  de los 
resultados de dichas revisiones o auditorias de las cuentas públicas 
correspondientes. 

Cabe aclarar que se dice que resulta ñindebidaò la denominaci·n de ñdictamenò 
a la documentación que bajo tal rubro publica la Auditoria Superior del Estado, 
en virtud de que no son otra cosa que los estados financieros que presentan los 
entes auditados, lo cual dista mucho de ser un dictamen, si tomamos en 
consideraci·n, que por tal, debemos entender ñel resultado de un examen de 
estados financierosò, es decir, la opini·n y observaciones que derivan del 
examen y no los estados financieros en sí. 

Por tanto, si conforme lo establece el artículo 54 de la Constitución del Estado 

de San Luis Potosí ñla Auditor²a Superior del Estado desarrollar§ sus funciones 

de fiscalización conforme a los principios de posterioridad, anualidad, legalidad, 

prosecución del interés público, imparcialidad, confiabilidad y eficaciaò, resulta 

indispensable que dicho ente de vigilancia haga del conocimiento de los 

gobernados las resoluciones que recaen a los procesos de revisión de las 

cuentas públicas, la determinación de responsabilidades y de indemnizaciones, 

en su caso, así como las recuperaciones obtenidas de dicha fiscalización de las 

cuentas Públicas, tal y como acontece con Auditorias Superiores de otros 

Estados de la República, como lo es el Estado de Oaxaca que publica en su 

página virtual los resultados de las auditorias efectuadas, y como lo hace la 

propia Auditoria Superior de la Federación, quien publica no tan solo los 

resultados de las auditorías practicadas sino las recuperaciones obtenidas con 

motivo de las sanciones impuestas a los entes auditados. 

Lo anterior  no constituye un simple afán de incluir exigencias o mayores 
menesteres al actuar de dicho ente, sino una obligación expresa que en tal 
sentido señala la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del 
Estado de San Luis Potosí, en sus artículos 19 y 111, a cargo de la Auditoria 
Superior del Estado, consistente en poner a disposición del público, de oficio, 
ñen forma completa y actualizadaò la informaci·n contenida en los expedientes 
de todo tipo de auditorías concluidas para evaluar los ejercicios presupuestales 
y la gestión de cada dependencia, unidad administrativa y municipios, así como 
publicar también mensualmente las sanciones impuestas a los servidores 
públicos responsablesò. 



 

La necesidad de la publicidad que se propone, se fortalece y encuentra 
absoluto sentido, si tomamos en consideración el destino de las sanciones 
pecuniarias e indemnizaciones recuperadas, que según lo previsto por el 
artículo 78 de la Ley de Auditoria Superior del Estado, se destinarán a resarcir 
los daños a la hacienda pública o patrimonio del ente afectado, y el monto de 
las multas efectivamente cobradas, se dividirá en dos fondos; el primero , al que 
corresponde el sesenta por ciento, se destinará a la capacitación y 
fortalecimiento de las funciones de fiscalización, así como de la infraestructura 
de la propia Auditoria; y el segundo, al que corresponde el cuarenta por ciento, 
se destinará a estímulos al personal del área encargada de efectuar dicho 
procedimiento. 

Bajo tal contexto, resulta imperativo que la Auditoria Superior del Estado 

publique en su página virtual dicha información financiera de manera gráfica, a 

fin de lograr la eficiencia y eficacia constitucional, y la transparencia, a que la 

legislación se refiere. 

Ahora bien, del artículo 131, fracción IV de la Ley Orgánica del Poder 
Legislativo del Estado y 71 del Reglamento para el Gobierno Interior del 
Congreso se desprende que las iniciativas de ñacuerdo econ·micoò son 
determinaciones o resoluciones del Congreso del Estado que tienen efectos 
internos en la administración de sus órganos, dependencias y comisiones. 
 
Tomando en consideración que la Auditoria Superior del Estado es un órgano 
del Congreso del Estado, según lo previsto en el artículo 2°, fracción I de la Ley 
de Auditoria Superior del Estado, y que la presente propuesta incidirá de 
manera directa en la ñadministraci·nò del mismo, si por tal t®rmino entendemos 
ñtodo el proceso de planeación, organización, dirección y control para alcanzar 
los objetivos de dicho enteò, utilizando para ello los recursos humanos, 
materiales y técnicos necesarios para tales fines, se concluye que la presente 
iniciativa encuadra en la hipótesis normativa prevista en el artículo 131, fracción 
IV de la Ley Orgánica del Poder Legislativo del Estado. 
 

ACUERDO ECONÓMICO 

En virtud de que la Auditoria Superior del Estado, es el ente de vigilancia y 
fiscalización creado para revisar las cuentas públicas y de esta manera dar la 
certeza a los gobernados del buen uso y disposición final de los recursos 
públicos, dicho órgano informará de manera pública, completa y actualizada a 
los gobernados, sobre las evaluaciones finales  del desempeño de los entes 
públicos auditados, sus resoluciones y resultados de los procesos de revisión, 
las determinaciones de responsabilidad y de indemnizaciones, en su caso, y las 



 

recuperaciones obtenidas de dichos procesos de fiscalización, a través de su 
página virtual, en apego a las obligaciones que en tal sentido prevé la Ley de 
Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis 
Potosí. 

 
 
 

A T E N T A M E N T E 
  

 
DIPUTADO JOSÉ LUIS ROMERO CALZADA 



 

C.C. DIPUTADOS SECRETARIOS DE LA LXI 
LEGISLATURA DE CONGRESO DEL ESTADO 
P R E S E N T E S.- 
 
Con fundamento en lo establecido por los artículos 61 de la Constitución 
Política del Estado de San Luis Potosí; 131, fracción IV, de la Ley Orgánica 
del Poder Legislativo del Estado; 71 del Reglamento para el Gobierno 
Interior del Congreso del Estado, JOSÉ LUIS ROMERO CALZADA, 
diputado local de la LXI Legislatura e integrante del Grupo Parlamentario 
del Partido Revolucionario Institucional, me permito someter a la 
consideración de esta honorable Asamblea, INICIATIVA DE ACUERDO 
ECONÓMICO para que las comisiones legislativas de este Congreso 
lleven a cabo el procedimiento a que se refieren los artículos 92 de la Ley 
Orgánica del Poder Legislativo del Estado y 11, fracción XIV, del 
Reglamento para el Gobierno Interior del Congreso del Estado, respecto de las 
iniciativas y puntos de acuerdo en los que haya operado la caducidad, lo que 
sustento en la siguiente: 
 

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 

 

La Ley Orgánica del Poder Legislativo del Estado de San Luis Potosí, es clara y 
precisa, al referirse en su artículo 92, a los plazos para la emisión de 
dictámenes por parte de comisiones legislativas. 
 
Dicho dispositivo legal fue adicionado el 21 de junio del 2014, a efecto de incluir 
la figura de la ñcaducidad legislativaò, que constituye un tema derivado de la 
constante evolución a que debe adaptarse las capacidades de un Poder 
Legislativo, cuyo valor fundamental al que debe aspirar es ñla eficienciaò, 
contemplado como maquinaria procesadora de legislación. 
 
Bajo esta óptica, y a fin de combatir el rezago, agilizar el trabajo y dotar de 
eficacia y eficiencia el quehacer legislativo, es que resulta imperativo hacer uso 
de dicha herramienta o trámite contemplado en el artículo 92 de la Ley 
Orgánica del Poder Legislativo del Estado, a fin de declarar la extinción de los 
trabajos que ya no deben ser materia de estudio, en estricto derecho, por las 
comisiones. 
 
Lo anterior en virtud de que existe un trámite previsto en Ley para tales efectos, 
y no porque este órgano legislativo pretende evadir responsabilidades, puesto 
que pasar por inadvertido tal procedimiento parlamentario, sería tanto, como 
considerarlo inexistente. 
 



 

En ese orden de ideas, se propone al Pleno de este Congreso, en términos 
de lo dispuesto por el artículo 71 del Reglamento para el Gobierno interior 
del Congreso del Estado, que se inicien los siguientes trabajos en cada 
Comisión: 
 
1. Las Comisiones revisarán la totalidad de sus expedientes de iniciativas 
y computarán, en cada uno de ellos, el plazo de seis meses, contados a 
partir de la fecha en que se turnaron a Comisión, las mismas, para: 
 
a) Formular a la Directiva, las solicitudes de la primera prórroga para 
dictaminar, en aquellos casos que consideren que se requiera por su 
complejidad, (en estos casos, solo puede solicitarse dicha prórroga en 
aquellas iniciativas en las que no ha vencido el plazo de seis meses 
obviamente), 
 
b) Tratándose de iniciativas promovidas por diputados, el Gobernador del 
Estado, el Supremo Tribunal de Justicia y los ayuntamientos, turnarlas al 
Presidente de la Directiva, para que emita la declaración de caducidad en 
términos de los artículos, 11 fracción XIV, y 157 fracción III, del Reglamento 
para el Gobierno Interior del Congreso del Estado. 
 
(Dichas iniciativas podrán volver a ser promovidas en el siguiente periodo 
ordinario). 
 
c) Tratándose de iniciativas propuestas por ciudadanos que no hayan sido 
dictaminadas dentro del plazo de los seis meses turnarlas en un listado al Pleno 
para que éste determine que la Directiva las turne, a su vez,  a una comisión 
creada ex profeso, la que deberá resolver en un término máximo de tres 
meses.  
 
2. Respecto los asuntos de trámite no opera la caducidad y deben ser 
desahogados obligatoriamente en el plazo máximo de tres meses (la comisión 
podrá acordar que estos asuntos puedan ser desahogados por el Presidente y 
Secretario de cada comisión), por lo tanto se exhorta a las Comisiones a 
que lleven a cabo los trabajos respectivos para desahogarlos.  
 
3. Las Comisiones revisarán la totalidad de sus expedientes de puntos de 
acuerdo planteados por diputado que les haya turnado la Directiva y 
computarán, en cada uno de ellos, el plazo de treinta días naturales, 
contados a partir de la fecha en que se turnaron a Comisión; y todos 
aquellos que no hayan sido presentados para su resolución al Pleno dentro 
de tal plazo que es improrrogable, deberán turnarse también al Presidente 



 

de la Directiva para que declare su caducidad, en términos del artículo 11 
fracción XIV, del Reglamento para el Gobierno Interior del Congreso del 
Estado.  
 

Es importante señalar que el artículo 143 del Reglamento para el Gobierno 
Interior del Congreso del Estado, señala que las comisiones deberán dictaminar 
ñpreferentementeò de manera conjunta, correspondiendo la elaboraci·n del 
dictamen a aquella a la que en primer término se le turnó el asunto; sin 
embargo en el caso en que no lo hagan de manera conjunta, ello no implicará 
que el plazo de la caducidad se compute de manera individual y distinta en 
cada comisión, puesto que el turno se hace en el mismo momento en que se 
presentan las iniciativas o puntos de acuerdo, en su caso, a ambas comisiones, 
o en algunos casos a más de dos comisiones.  
 

ACUERDO ECONÓMICO 

 
Con fundamento en lo dispuesto por los artículos 92 de la Ley Orgánica 
del Poder Legislativo del Estado y 71, 11, fracción XIV, del Reglamento para 

el Gobierno Interior del Congreso del Estado, y con el fin de combatir el rezago, 
agilizar el trabajo y dotar de eficacia y eficiencia el quehacer legislativo, se 
propone a esta Asamblea acordar: 
 
1. Que las Comisiones turnen a la Presidenta de la Directiva las iniciativas y 
puntos de acuerdo que no hayan sido dictaminadas en los plazos de Ley, para 
que se declare su caducidad. 
 
2. Que el Pleno determine que la Directiva turne a una comisión creada ex 
profeso, las iniciativas propuestas por ciudadanos que no hayan sido 
dictaminadas dentro del plazo de Ley, para que se resuelvan en un término 
máximo de tres meses. 
 

3. Que las comisiones soliciten, en su caso, las prórrogas que consideren 
necesarias para dictaminar las iniciativas que así lo requieran, por su 
complejidad, a fin de evitar que opere la caducidad de las mismas. 
 
4. Exhortar a las comisiones a que desahoguen los asuntos de trámite en 
virtud de que respecto a los mismos no opera la figura de la caducidad. 

 
A T E N T A M E N T E 

  
DIPUTADO JOSÉ LUIS ROMERO CALZADA 

 



 

San Luis Potosí, S.L.P., a 9 de marzo de 2016 
 
CC. DIPUTADOS SECRETARIOS DE LA LXI 
LEGISLATURA DEL CONGRESO DEL ESTADO, 
P R E S E N T E S. 
 
El que suscribe, Manuel Barrera Guillen, Diputado integrante de la fracción parlamentaria del 
Partido Verde Ecologista de México de la LXI Legislatura del Congreso de la Entidad, con 
sustento en lo previsto por los artículos 61 de la Constitución Política Local; 130 y 131 de la 
Ley Orgánica del Poder Legislativo; y 61, 62 y 66 del Reglamento para el Gobierno Interior 
del Congreso del Estado, vengo a presentar Iniciativa de Decreto que expide Ley para la 
Prevención Social de la Violencia y la Delincuencia del Estado y Municipios de San Luis 
Potosí, y que deroga los artículos 142, 143, 144 y 145 de la Ley del Sistema de Seguridad 
Pública del Estado de San Luis Potosí. 
 

EXPOSICION DE MOTIVOS 
 

El artículo tercero transitorio de la Ley General para la Prevención Social de la Violencia y la 
Delincuencia, publicada en el Diario Oficial de la Federación en su edición del veinticuatro de 
enero de dos mil doce, se¶ala que ñLa Cámara de Diputados del H. Congreso de la Unión, las 

legislaturas de los Estados y la Asamblea Legislativa del Distrito Federal expedirán las normas legales y 
tomarán las medidas presupuestales correspondientes para garantizar el cumplimiento de la Ley General para 
la Prevención Social de la Violencia y la Delincuencia, en el ejercicio fiscal siguiente a la entrada en vigor de 
este decreto.ò 

 
En ese sentido, el veintiocho de marzo de dos mil doce se público en el Periódico Oficial del 
Estado de San Luis Potosí, la Ley del Sistema de Seguridad Pública del Estado de San Luis 
Potosí, donde se establece el título decimo segundo con un capítulo único denominados 
ambos de la prevención del delito y la participación ciudadana, señalando en esta parte el 
símil de algunos de los organismos que prevé la Ley General para la Prevención Social de la 
Violencia y la Delincuencia, como son el Centro Estatal de la Prevención Social de la 
Violencia y la Delincuencia, y el Comité de Prevención del Delito y Participación Ciudadana; 
no obstante, en la señalada normativa no se indica las características administrativas de 
dichas instancias, tampoco se establece de que área de gobierno dependen y se adolece de 
plazo en los artículos transitorios de la Ley Estatal referida para que las mismas entren en 
operación. 
 
Los objetivos específicos de esta iniciativa no son otros que los previstos en el Programa 
Nacional, los cuales son: incrementar la corresponsabilidad de la ciudadanía y actores 
sociales en la prevención social mediante su participación y desarrollo de competencias; 
reducir la vulnerabilidad ante la violencia y la delincuencia de las poblaciones de atención 
prioritaria; generar entornos que favorezcan la convivencia y seguridad ciudadana; fortalecer 
las capacidades institucionales para la seguridad ciudadana en el gobierno estatal y 
municipales; y, asegurar la coordinación entre las dependencias y entidades de la 
Administración Pública Estatal para la implementación de programas de prevención socia 
 
En ese tenor, en esta iniciativa se establecen como organismos de coordinación de la 
prevención social de la violencia y la delincuencia en la Entidad Federativa al Consejo Estatal 
de Seguridad Pública, al Secretariado Ejecutivo, al Centro Estatal, y a la Comisión 



 

Intersecretarial, señalándoles sus atribuciones, aéreas a las que dependen, su integración e 
inicios de operación, con el fin de darles certeza y seguridad jurídica en su organización y 
funcionamiento. 
 
Ahora bien, ante la escasa regulación de la prevención social de la violencia y la delincuencia 
en la Entidad Federativa, con solamente cuatro artículos en la Ley del Sistema de Seguridad 
Pública del Estado de San Luis Potosí, mismos que carecen de una sustantiva aplicación y 
observancia, ya que no se fijaron los mecanismos normativos para su real y efectiva 
operación. 
 
Por otro lado, en el Convenio de Coordinación que en el marco del Sistema Nacional de 
Seguridad Pública, celebró el Secretariado del Sistema Nacional de Seguridad Pública y el 
Estado de San Luis Potosí, publicado en el Diario Oficial de la Federación el dos de abril de 
dos mil trece, se establecer en la CLAUSULA DECIMA TERCERA diversos compromisos del 
Gobierno del Estado en materia de prevención del delito y participación ciudadana, mismos 
que a continuación cito textualmente: 
 
ñI. EL GOBIERNO DEL ESTADO se compromete a crear o fortalecer el Centro de Prevención Social de la 
Violencia y la Delincuencia con Participación Ciudadana; para la planeación, programación, implementación y 
evaluación de las políticas públicas, programas y acciones, para reducir factores de riesgo que favorezcan la 
generación de violencia y delincuencia, así como a combatir las distintas causas y factores que la generan, 
conforme a los Lineamientos que emita el Centro Nacional de Prevención del Delito y Participación Ciudadana. 
 
II. EL GOBIERNO DEL ESTADO se compromete a implementar políticas públicas y programas de prevención 
social del delito y acciones de participación de la sociedad en la seguridad pública, conforme a lo previsto en la 
Ley General del Sistema Nacional de Seguridad Pública y la Ley General para la Prevención Social de la 
Violencia y la Delincuencia, en correlación con la Ley de Coordinación Fiscal, los acuerdos de EL CONSEJO, 
así como en las opiniones y recomendaciones que emita el Centro Nacional de Prevención del Delito y 
Participación Ciudadana. 
 
IV. EL GOBIERNO DEL ESTADO se obliga a cumplir con los acuerdos que en materia de prevención social del 
delito emita el CONSEJO o el Centro Nacional de Prevención del Delito y Participación Ciudadana de EL 
SECRETARIADO, e incluir contenidos relativos a la prevención social del delito y la violencia en los programas 
educativos, de desarrollo social y, en general, en cualquier programa de sus dependencias y entidades, en 
coordinación con el Centro Nacional de mérito. 
 
VI. EL GOBIERNO DEL ESTADO se obliga a establecer estrategias que promuevan la cultura de la paz, 
legalidad, respeto a los derechos humanos, la participación ciudadana y una vida libre de violencia, que estarán 
sujetas al seguimiento del referido centro.ò 
 
Es evidente, que el Gobierno del Estado a través del Convenio referido se comprometió a 
crear o fortalecer el Centro Estatal de Prevención Social, a promover políticas públicas y 
programas de prevención social del delito e incitar participación ciudadana en las tareas de 
seguridad pública; no obstante, no existe a la fecha el órgano referido aunque en la Ley 
Estatal de la materia se prevea, no es visible un programa especifico en el rubro o una 
política pública transversal, interinstitucional e integral y tampoco se tiene una instancia de 
participación ciudadana concreta en el tema. 
 
Para la elaboración de esta propuesta legislativa, se tomo en cuenta la Ley General para la 
Prevención Social de la Violencia y la Delincuencia, su Reglamento, las leyes existen en la 
materia en diez entidades federativas, el Programa Nacional contra la Violencia y la 
Delincuencia, los Lineamientos de la Política de la Prevención Social de la Violencia y la 



 

Delincuencia emitidos por el Consejo Nacional de Seguridad Pública, entre otros 
instrumentos que dieron la pauta y orientación. 
 
Es relevante señalar que esta iniciativa, busca atender el problema de la violencia y la 
delincuencia en el Estado, desde la perspectiva multidimensional, interinstitucional, 
focalizada y transversal, donde se involucren los sectores gubernamental, social, productivo 
y educativo, con fin de ir a las raíces que las generan, fijando estrategias acordes con la 
realidad que impera en cada región, sector y grupo poblacional. 
 
En ese sentido, esta pieza legislativa establece una normativa para abordar la situación de la 
prevención de violencia y la delincuencia, desde diferentes aristas, como el social, 
situacional, comunitario y psicosocial; con la intención de fijar una política pública que prevea 
íntegramente los fenómenos delincuenciales y delictivos en la Entidad, donde la intervención 
de la sociedad organizada o no tenga un papel fundamental. 
 
Se determinan los principios rectores sobre los que se sujetará la planeación, programación, 
implementación y evaluación de las políticas públicas de prevención social de la violencia y la 
delincuencia en la Entidad Federativa. 
 
Dichos principios son los que se indican en el Programa Nacional para la Prevención Social 
de la Violencia y la Delincuencia 2013-2018, mismos que son: de integralidad, 
intersectorialidad, transversalidad, territorialidad o focalización, participación, trabajo 
conjunto, continuidad de las políticas públicas, interdisciplinariedad, diversidad, proximidad, 
transparencia y rendición de cuentas e incorpora las perspectivas transversales de equidad 
de género; derechos humanos y cohesión social. 
 
En el referido Programa Nacional se menciona que la seguridad debe entenderse como un 
derecho humano que debe ser garantizado por el Estado pero que debe ser coproducido por 
todos los actores sociales. 
 
Mediante esta propuesta se busca identificar los factores de riego, territorios y población de 
atención prioritaria como son los niños, niñas, adolescentes, jóvenes y mujeres. 
 
Se indica que en la prevención social de la violencia y la delincuencia es fundamental en el 
fortalecimiento de la familia y su unidad, y que en los programas educativos se establezcan 
mecanismos que apoyen las políticas públicas en este rubro. 
 
Un aspecto relevante en la planeación, implementación y evaluación de las políticas públicas 
en la prevención social de la violencia y la delincuencia es sin lugar a dudas el diagnóstico 
que deberá elaborar el Centro Estatal dentro de los seis meses a partir del inicio del ejercicio 
de la Administración Pública Estatal, y revisarse y actualizarse cada año, en los dos primeros 
meses del ejercicio fiscal correspondiente. 
 
Uno de los elementos torales de esta iniciativa, es establecer que los espacios públicos en su 
construcción, mejoramiento y mantenimiento sean seguros e iluminados, eliminando 
cualquier factor que incida en la proliferación de la violencia y la delincuencia. 
 
Los Lineamientos de la Política de la Prevención Social de la Violencia y la Delincuencia, 
emitidos por el Consejo Nacional de Seguridad Pública el veintidós de enero de dos mil once, 



 

refieren que existe un consenso internacional para enfrentar el fenómeno de la violencia y la 
delincuencia, mismo que se resume en seguridad ciudadana. 
 
Dicho documento señala lo siguiente en materia de seguridad ciudadana ñLa seguridad 
ciudadana tiene como objetivo primordial que el Estado garantice el pleno goce de los derechos fundamentales 
de los ciudadanos, en particular, de aquellos que permiten desarrollar y salvaguardar su integridad personal, 
sus derechos cívicos y el goce de sus bienes. El catálogo de derechos sujetos de protección de la seguridad 
ciudadana incluyen los derechos a la vida, a la integridad personal, a la libertad y seguridad personales, a las 
garantías procesales y a la protección judicial, a la privacidad y a la protección de la honra y de la dignidad, a la 
libertad de expresión, de reunión y asociación, y de participar en los asuntos de interés público. 

La política de seguridad conlleva la incorporación de los derechos humanos como guía y límite para la 
intervención del Estado, y en particular, aquellos principios que garantizan la participación ciudadana, la 
rendición de cuentas y la no discriminación. Esta política debe contemplar acciones sustentables en el tiempo, 
integrales, intersectoriales, participativas, universales e intergubernamentales. 
 
La política de seguridad ciudadana se ocupa de las diferentes aristas que presenta el problema de la violencia y 
la delincuencia, tanto por el lado de la profesionalización de los cuerpos de seguridad y de los sistemas de 
justicia penal -procuración e impartición de justicia-, como por la promoción de políticas de desarrollo humano 
que incentiven la creación de mejores barrios y condiciones de desarrollo para los habitantes. En ese catálogo 
de acciones la prevenci·n social ocupa un lugar primordial.ò 

 
Los lineamientos referidos señalan también lo que implica la prevención social, citando su 
texto a continuación: ñLa prevención social implica diseñar y aplicar todas las medidas necesarias de 

carácter jurídico, político y administrativo y cultural que promuevan el respeto y conservación de los derechos 
humanos y que aseguren, que ante una eventual violación, ésta sea considerada y tratada como un hecho ilícito 
susceptible de acarrear sanciones para quien las cometa. 
 
La prevención social busca impulsar la participación coordinada de las instituciones públicas y privadas, así 
como de los actores sociales para anticiparse y modificar las dinámicas sociales, urbanas, económicas y 
culturales que generan contextos de violencia y procesos de desintegración social, y con ello aminorar el riesgo 
de que ocurran.ò 

 
El documento referido de la misma manera alude que ñEl objetivo central de la prevención social es 

disminuir la incidencia de la violencia en espacios territoriales definidos, por medio de intervenciones públicas 
(gubernamentales, privadas y comunitarias) de carácter preventivo e integral que, en el corto y mediano plazo, 
permitan recuperar la seguridad, elevar el bienestar común, promover la cultura de la paz, impulsar la 
participaci·n ciudadana y con todo ello, fortalecer la cohesi·n social.ò 

 
El primer eje del gobierno del Presidente de México, Lic. Enrique Peña Nieto, es lograr un 
México en paz, trabajando en una estrategia nacional para reducir la violencia, en ese 
sentido, una de las acciones fundamentales es el Programa Nacional de Prevención del 
delito. 
 
En las Bases del Programa Nacional para la Prevención Social de la Violencia y la 
Delincuencia e Instalación de la Comisión Intersecretarial, se indica que ñel Presidente Enrique 
Peña Nieto planteó como primera decisión presidencial la creación del Programa Nacional de Prevención del 
Delito, priorizando y mostrando un cambio de paradigma sin precedentes en la promoción de la paz y la 
disminución de la violencia en nuestro país, instruyó que se pusiera en marcha un programa transversal y 
participativo que involucre a todas las dependencias federales en acciones para fortalecer la cohesión social, 
combatir las adicciones, rescatar los espacios p¼blicos y promover proyectos productivos, entre otros.ò 

 
Las bases referidas mencionan que los principales factores que influyen en el fenómeno de 
la violencia y la delincuencia son: el crecimiento desordenado, expansivo y disperso de las 
ciudades, lo cual provoca tensiones y conflictos en los diferentes sectores de la población; la 



 

concentración de población en condiciones de desigualdad ( en ingreso y riqueza) en los 
denominados cinturones de la miseria; la violencia familiar y de género; la vulnerabilidad, 
exclusión y criminalización de los jóvenes; la pérdida de valor e interés por la educación 
formal como medio de ascenso social; la formación de modelos de comportamiento ligados a 
la cultura de la ilegalidad, y el impacto focalizado por el efecto migratorio y las deportaciones 
de inmigrantes que ponen presión social en las ciudades fronterizas. 
 

INICIATIVA 
DE 

DECRETO 
 

PRIMERO. Que expide la Ley para la Prevención Social de la Violencia y la Delincuencia del 
Estado y Municipios de San Luis Potosí. 
 

CAPITULO I 
De las Disposiciones Generales 

 
Artículo 1º. Esta Ley es de orden público e interés social; de observancia y aplicación 
general en el territorio del Estado de San Luis Potosí; y tiene como propósito fijar las bases 
de coordinación entre el Gobierno Estatal y los municipios, y de éstos con la Federación en 
materia de prevención social, en el marco de la Ley General, y los Sistemas Nacional y 
Estatal de Seguridad Pública. 
 
Artículo 2º. La prevención social es el conjunto de políticas públicas, programas, estrategias 
y acciones, orientadas a reducir factores de riesgo que favorezcan la generación de violencia 
y delincuencia, así como a combatir las distintas causas y factores que la generan, 
contribuyendo al objeto y fines de la seguridad pública. 
 
Las zonas y grupos de atención prioritaria son aquellos en donde existan separada o 
conjuntamente altos índices de marginación social, de violencia o delitos, grupos sociales y 
comunidades en situación de riesgo, altas condiciones de vulnerabilidad y afectación, así 
como de población infantil o juvenil de acuerdo con los censos de población respectivos. 

Quedan incluidas las diversas manifestaciones que tiene la violencia como la de género, la 
juvenil, la delictiva, la institucional y la social, entre otras. 
 
Artículo 3º. Corresponde a la Entidad Federativa y sus municipios, la formulación, ejecución, 
monitoreo y modificación de las políticas públicas integrales de prevención social. 
 
Artículo 4º. La planeación, programación, implementación y evaluación de las políticas 
públicas, programas y acciones se realizará en los diversos ámbitos de competencia, por 
conducto de las instituciones de seguridad pública y demás autoridades que en razón de sus 
atribuciones deban contribuir directa o indirectamente al cumplimiento de esta Ley, debiendo 
observar como mínimo los siguientes principios: 
 
I. Afirmatividad: Se refiere a las decisiones destinadas a lograr la igualdad material respecto 
de determinados grupos o personas mediante la atención prioritaria de aquellas personas 
presentan un mayor grado de vulnerabilidad; 
 



 

II. Respeto irrestricto a los derechos humanos. Consiste el respeto de los derechos 
humanos previstos en la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y en los 
tratados internacionales firmados por México en la materia;  
 
III. Integralidad. La Entidad Federativa y sus municipios, desarrollará políticas públicas 
integrales eficaces para la prevención social, con la participación ciudadana y comunitaria; 
 
IV. Participación social y comunitaria. A la movilización de los actores y fuerzas 
comunitarias, para prevenir la violencia y la delincuencia en forma solidaria; 
 
V. Intersectorialidad y transversalidad. Consiste en la articulación, homologación y 
complementariedad de las políticas públicas, programas y acciones de los distintos órdenes 
de gobierno, incluidas las de justicia, seguridad pública, desarrollo social, economía, cultura y 
derechos humanos, con atención particular a las comunidades, las familias, las niñas y niños, 
las mujeres, así como las y los jóvenes en situación de riesgo; 
 
VI. Focalización y multidimensional: Se refiere a identificar los factores de riesgo 
presentes en los diversos territorios, comunidades y ciudades; y a darle un tratamiento 
multisectorial que posibilite la atención coordinada de las causas presentes en los factores de 
riesgo; 

 
VII. Trabajo conjunto. Comprende el desarrollo de acciones conjuntas entre las autoridades 
de los distintos órdenes de gobierno, así como de los diferentes sectores y grupos de la 
sociedad civil, organizada y no organizada, así como de la comunidad académica de manera 
solidaria, para que contribuyan a la prevención social y al mejoramiento de la calidad de vida 
de la sociedad; 

 
VIII. Continuidad de las políticas públicas. Con el fin de garantizar los cambios 
socioculturales en el mediano y largo plazos, a través del fortalecimiento de los mecanismos 
de participación ciudadana y comunitaria, asignación de presupuesto, el monitoreo y la 
evaluación; 

 
IX. Interdisciplinariedad. Diseño de las políticas públicas tomando en cuenta conocimientos 
y herramientas de distintas disciplinas y experiencias exitosas nacionales e internacionales; 

 
X. Diversidad. Considera las necesidades y circunstancias específicas determinadas por el 
contexto local territorial, el género, la procedencia étnica, sociocultural, religiosa, así como 
las necesidades de grupos vulnerables o en riesgo, mediante la atención integral 
diferenciada y acciones afirmativas; 

 
XI. Proximidad. Comprende la resolución pacífica de conflictos, con estrategias claras, 
coherentes y estables, de respeto a los derechos humanos, la promoción de la cultura de la 
paz y sobre la base del trabajo social comunitario, así como del contacto permanente con los 
actores sociales y comunitarios; 

 
XII. Transparencia y rendición de cuentas. En los términos de las leyes aplicables, y 
 



 

XIII. Cultura de la paz. Genera posibilidades de solución de conflictos con estrategias claras, 
coherentes, estables y con respeto a los derechos humanos, tomando como base la 
promoción de la cohesión social comunitaria; 
 
Artículo 5º. Para los efectos de esta Ley, se entiende por: 
 
I. Centro Estatal: Centro Estatal de Prevención Social de la Violencia y la Delincuencia; 
 
II. Cohesión Social: Se entiende como el resultado de un proceso por el cual las sociedades 
construyen oportunidades, relaciones, identidades, incentivos y lazos para que las personas 
alcancen su máximo potencial; 
 
III. Comisión: Comisión Intersecretarial de Prevención Social de la Violencia y la 
Delincuencia; 
 
IV. Consejo Estatal: Consejo Estatal de Seguridad Pública; 
 
V. Delincuencia: Es el fenómeno social que se genera a través de una conducta o 
acumulación de ésta, realizada por un individuo o una colectividad a través de ciertos actores 
que transgreden el derecho; 
 
VI. Diagnóstico Participativo: Análisis que permita identificar los problemas que afectan a la 
sociedad en materia de violencia y delincuencia, cuya identificación deriva de un estudio de 
éstas; tomando en consideración sus causas, factores de riesgo, consecuencias que afectan 
a la población, incluyendo a las autoridades, ciudadanos y comunidades organizadas, así 
como aquellas medidas y acciones que permitan mitigar las mismas; 
 
VII. Entidad Federativa: Al Estado de San Luis Potosí; 
 
VIII. Gobierno Estatal: A las dependencias y entidades de la Administración Pública Estatal; 
 
IX. Ley General: Ley General para la Prevención Social de la Violencia y la Delincuencia;  
 
X. Ley: Ley para la Prevención Social de la Violencia y la Delincuencia del Estado y 
Municipios de San Luis Potosí; 
 
XI. Prevención Social: A la prevención social de la violencia y la delincuencia;  
 
XII. Programa: Al Programa Estatal para la Prevención Social de la Violencia y la 
Delincuencia; 
 
XIII. Reglamento: Reglamento de la Ley para la Prevención Social de la Violencia y la 
Delincuencia del Estado y Municipios de San Luis Potosí; 
 
XIV. Secretaría: Secretaria de Seguridad Pública; 
 
XV. Secretariado Ejecutivo: Secretariado Ejecutivo del Sistema Estatal de Seguridad 
Pública; 
 



 

XVI. Secretario Ejecutivo: El titular del Secretariado Ejecutivo; 
 
XVII. Sistema Estatal: Sistema Estatal de Seguridad Pública, y 
 
XVIII. Violencia: El uso deliberado del poder o de la fuerza física, ya sea en grado de 
amenaza o efectivo, contra uno mismo, otra persona o un grupo o comunidad, que cause o 
tenga muchas probabilidades de causar lesiones, muerte, daños psicológicos, trastornos del 
desarrollo o privaciones. Quedan incluidas las diversas manifestaciones que tiene la violencia 
como la de género, la juvenil, la delictiva, la institucional y la social, entre otras; 
 
Artículo 6º. Se aplicará de forma supletoria a esta Ley, la Ley del Sistema de Seguridad 
Pública del Estado de San Luis Potosí; los principios generales de derecho y demás 
disposiciones aplicables. 
 

CAPITULO II 
De la Prevención Social de la Violencia y la Delincuencia 

 
 Sección Primera 

De las Medidas de la Prevención Social de la Violencia y la Delincuencia 
 

Artículo 7º. Las dependencias y entidades de la Administración Estatal que incidan en la 
prevención social, así como los municipios de la Entidad Federativa, de conformidad con esta 
Ley y demás disposiciones aplicables, con base en su disponibilidad presupuestal, diseñaran 
y ejecutarán acciones dirigidas a abatir los problemas de la violencia y la delincuencia; para 
tal efecto, deberán tomar en cuenta el diagnóstico participativo, y la participación ciudadana y 
comunitario. 
 
Artículo 8º. El Secretariado Ejecutivo a través del Centro Estatal coordinará las acciones 
indispensables con las dependencias y entidades de la Administración Pública Estatal, cuyas 
funciones incidan en la prevención social, para el diseño de estrategias en materia salud, 
educación, cultura, deporte, empleo, vivienda, fomento cívico, protección social, seguridad 
pública y desarrollo social, económico y urbano, con el propósito de prevenir el fenómeno 
delictivo. 
 
Artículo 9º. La prevención social incluye los siguientes ámbitos: 
 
I. Social; 
 
II. Comunitario; 
 
III. Situacional, y 
 
IV. Psicosocial. 
 

Sección Segunda 
Del Ámbito Social   

 



 

Artículo 10. La prevención social propone modificar las condiciones sociales de la 
comunidad, y generar oportunidades y proyectos de vida. Busca generar políticas de corte 
redistributivo y compensatorias para abatir las desigualdades e inequidades sociales. 
 
Artículo 11. La prevención en el ámbito social de efectuará mediante: 
 
I. Programas integrales de desarrollo social, cultural y económico que no produzcan 
estigmatización, incluidos los de salud, educación, vivienda, empleo, deporte y desarrollo 
urbano; 
 
II. La promoción de estrategias y actividades que eliminen la marginación y la exclusión; 
 
III. Fomento a la cultura de la paz; 
 
IV. Estrategias de educación y sensibilización a la población para promover una cultura de la 
legalidad y tolerancia, con respeto a las diversas identidades culturales. Realizar las acciones 
necesarias para integrar programas generales y aquellos enfocados a zonas y grupos de 
atención prioritaria; 
 
V. Programas que modifiquen las condiciones sociales de la comunidad y generen 
oportunidades de desarrollo especialmente para las zonas y grupos de atención prioritaria; 
 
VI. El rescate e inducción de valores sociales como instrumentos de formación, mejoramiento 
y fortalecimiento de códigos de conducta, y 
 
VII. Cualquier acción de gobierno que tenga por finalidad la convivencia e integración de las 
personas, con respeto a su dignidad, desarrollo y bienestar social. 
 
Artículo 12. La familia y la educación serán estratégicas para prevención social de la 
violencia y la delincuencia. Las políticas públicas que se implementen esta materia deben de 
resaltar la importancia de proteger a la familia y su unidad. 
 
Artículo 12. Las dependencias y entidades de la Administración Pública Estatal, cuyas 
funciones incidan en la prevención social y dentro su ámbito competencial, deberán 
establecer y ofrecer instrumentos de información y capacitación a padres de familia, 
docentes y alumnos que aborden los factores de riesgo asociados a los distintos tipos de 
violencia y acoso en el entorno escolar, así como aquellos que generen delincuencia, con la 
finalidad de detectarlos, prevenirlos, atenderlos y reducirlos. 
 

Asimismo, deberán promover acciones para eliminar la discriminación e impulsar el principio 
de proximidad para la resolución pacífica de conflictos, a través del desarrollo e 
implementación de estrategias de educación y sensibilización de la población para promover 
la cultura de la legalidad y tolerancia. 
 

Sección Tercera 
Del Ámbito Comunitario  

 
Artículo 13. En lo concerniente al ámbito comunitario se refiere a la participación de la 
comunidad en acciones tendientes a establecer las prioridades de la prevención social 



 

mediante diagnósticos participativos, el mejoramiento de las condiciones de seguridad de su 
entorno y el desarrollo de prácticas que fomenten una cultura de la prevención. 
 
La autoprotección entendida como un proceso donde la comunidad identifica, conoce y 
expone situaciones propias de su entorno que, por ser un factor de riesgo a su integridad 
física, patrimonial, familiar o social, se deben evitar o en su caso, procurar la denuncia 
ciudadana. 
 
Artículo 14. El Centro Estatal llevará a cabo campañas de difusión de la cultura de la 
prevención social, así como de denuncia ciudadana. 
 
Artículo 15. La prevención social en el aspecto comunitario busca atender los factores que 
generan violencia y delincuencia, mediante la participación ciudadana y comunitaria, y 
comprende: 
 
I. La intervención ciudadana y comunitaria en las prioridades de la prevención social, por 
medio de diagnósticos participativos, el mejoramiento de las condiciones de seguridad de su 
entorno y el desarrollo de prácticas que fomenten una cultura de la prevención, 
autoprotección, denuncia ciudadana y de utilización de mecanismos alternativos de solución 
de controversias; 
 
II. El mejoramiento del acceso de la comunidad a los servicios básicos;  
 
III. Fomentar el desarrollo comunitario, la convivencia y la cohesión social entre las 
comunidades frente a problemas locales; 
 
IV. La participación ciudadana y comunitaria, a través de mecanismos que garanticen su 
efectiva intervención en el diseño e implementación de programas, su evaluación y 
sostenibilidad, y 
 
V. El fomento de las actividades de las organizaciones de la sociedad civil. 
 

Sección Cuarta 
Del Ámbito Situacional 

 
Artículo 16. La prevención social en el ámbito situacional consiste en modificar el entorno 
para propiciar la convivencia y la cohesión social, así como disminuir los factores de riesgo 
que facilitan fenómenos de violencia y de incidencia delictiva, mediante: 
 
I. El mejoramiento y regulación del desarrollo urbano, rural, ambiental y el diseño industrial, 
incluidos los sistemas de transporte público y de vigilancia; 
 
II. El uso de nuevas tecnologías; 
 
III. La vigilancia respetando los derechos a la intimidad y privacidad, y 
 
IV. La aplicación de estrategias para garantizar la no repetición de casos de victimización. 
 
 



 

Sección Quinta 
Del Ámbito Psicosocial  

 
Artículo 17. La prevención social en el ámbito psicosocial tiene como finalidad incidir en las 
motivaciones individuales hacia a la violencia o las condiciones criminógenas con referencia 
a los individuos, la familia, la escuela y la comunidad, que incluye como mínimo lo siguiente: 
 
I. El diseño y aplicación de programas formativos en habilidades para la vida, dirigidos 
principalmente a la población en situación de riesgo y vulnerabilidad; 
 
II. La inclusión de la prevención social, con énfasis en las adicciones y en las políticas de 
educación y salud, y 
 
III. El fortalecimiento de las capacidades institucionales que asegure la sostenibilidad de los 
programas preventivos. 
 

CAPITULO III 
De las Instancias de Coordinación 

 
Sección Primera 

Del Consejo Estatal de Seguridad Pública 
 

Artículo 18. El Consejo Estatal será la máxima instancia para la coordinación y definición de 
la política de prevención social. 
 
El Consejo Estatal contará con el Secretariado Ejecutivo, mismo que coordinará e 
implementará la política de prevención social, y éste de apoyará para ello en el Centro 
Estatal, de conformidad con esta Ley y demás disposiciones aplicables.  
 
Para dar seguimiento al cumplimiento de las disposiciones aplicables, el Secretariado 
Ejecutivo se coordinará con la Comisión.  
 
Artículo 19. Las atribuciones del Consejo Estatal en materia de prevención social, son las 
siguientes: 
 
I. Definir las estrategias de colaboración interinstitucional que faciliten la cooperación, 
contactos e intercambios de información y experiencias entre la Federación, la Entidad 
Federativa y sus municipios; así como con organizaciones de la sociedad civil, centros 
educativos o de investigación o cualquier otro grupo de expertos o redes especializadas; 
 
II. Establecer los lineamientos para recabar, analizar y compartir la información existente en 
la materia, estudiar las mejores prácticas, su evaluación, así como la evolución en el ámbito 
estatal y municipal, con el propósito de contribuir a la toma de decisiones; 
 
III. Convocar a las autoridades estatales y municipales, dentro del Sistema Estatal, 
responsables o vinculadas, cuya función incida en la prevención social a efecto de coordinar 
acciones; 
 



 

IV. Informar a la sociedad anualmente sobre sus actividades a través de los órganos 
competentes, e indicar los ámbitos de acción prioritarios de su programa de trabajo para el 
año siguiente; 
 
V. Promover la generación de indicadores y métricas estandarizados para los integrantes del 
Sistema Estatal en el rubro, los que al menos serán desagregados por edad, sexo, ubicación 
geográfica, grado de marginación y pertenencia étnica; 
 
VI. Discutir y aprobar el Programa Estatal; 
 
VII. Analizar y en su caso aprobar las políticas públicas, estrategias y acciones que en 
materia de prevención social proponga el Centro Estatal; 
 
VIII. Difundir prácticas éxitos en la materia; 
 
IX. Identificar y desarrollar los más importantes ámbitos de investigación en materia de 
prevención social para realizarlas por sí o por terceros, y 
 
X. Las demás que establezcan otras disposiciones y las que sean necesarias para el 
funcionamiento del Sistema Estatal. 
 

Sección Segunda 
Del Secretariado Ejecutivo 

 
Artículo 20. El Secretariado Ejecutivo en materia de prevención social, tendrá las 
atribuciones siguientes: 
 
I. Elaborar en coordinación con las demás instancias del Sistema Estatal, las propuestas del 
contenido del Programa Estatal, y todos aquellos vinculados con esta materia; 
 
II. Proponer al Consejo Estatal, políticas públicas, programas y acciones en materia de 
prevención social; 
 
III. Ejecutar y dar seguimiento a los acuerdos y resoluciones del Consejo Estatal y de su 
presidente; 
 
IV. Difundir la información estadística en materia de incidencia delictiva y de prevención 
social, y 
 
V. Las demás, conferidas en esta materia en la Ley del Sistema Estatal de Seguridad Pública 
del Estado de San Luis Potosí.  
 

Sección Tercera 
Del Centro Estatal de Prevención Social de la Violencia y la Delincuencia 

 
Artículo 21. El Centro Estatal será un órgano dependiente del Secretariado Ejecutivo, y 
contará con los recursos humanos y financieros que le asigne éste. Su Director será 
designado y en su caso removido por el Secretario Ejecutivo. 
 



 

Artículo 22. Son atribuciones del Centro Estatal: 
 
I. Participar en la elaboración del Programa Estatal; 
 
II. Elaborar el Programa Anual de Trabajo y someterlo a la aprobación del Secretariado 
Ejecutivo; 
 
III. Realizar el diagnóstico participativo en materia de prevención social; 
 
IV. Planear la ejecución del Programa Estatal y la forma de evaluarlo, previa autorización del 
Secretariado Ejecutivo; 
 
V. Elaborar mapas de riesgo sobre la violencia y la delincuencia en colaboración con otras 
autoridades; 
 
VI. Proponer al Consejo Estatal lineamientos de prevención social del delito, a través del 
diseño transversal de políticas de prevención, cuyas acciones tendrán el carácter de 
permanentes y estratégicas; 
 
VII. Promover la cultura de la paz, la legalidad, el respeto de los derechos humanos, la 
participación ciudadana y una vida libre de violencia; 
 
VIII. Identificar temas prioritarios o emergentes que pongan en riesgo o que afecten 
directamente la seguridad pública desde la perspectiva ciudadana; 
 
IX. Realizar por sí o por terceros, estudios sobre las causas estructuras del delito, su 
distribución geodelictiva, estadísticas de conductas ilícitas no denunciadas, tendencias 
históricas y patrones de comportamiento que permitan actualizar y perfeccionar la política 
criminal y de seguridad pública en la Entidad Federativa; 
 
X. Realizar por sí o por terceros, encuestas de victimización del delito, de fenómenos 
delictivos, pobreza extrema y otros aspectos que coadyuven a la prevención del delito; 
 
XI. Promover la inclusión de contenidos relativos a la prevención del delito en los programas 
educativos, de salud, de desarrollo social y en general en los diversos programas de las 
dependencias y entidades estatales, así como en los municipios; 
 
XII. Organizar seminarios, conferencias y ponencias sobre prevención social; 
 
XIII. Coordinarse con otras instancias competentes en la materia para el ejercicio de sus 
funciones; 
 
XIV. Apoyar a los municipios en la elaboración, implementación y evaluación de su Programa 
de Prevención Social de la Violencia y la Delincuencia;  
 
XV. Promover la participación ciudadana para el fortalecimiento del Sistema Estatal en los 
términos de esta ley, y 
 
XVI. Las demás que establezcan otras disposiciones, el Consejo Estatal y su presidente. 



 

Artículo 23. Corresponde al titular del Centro Estatal, las siguientes atribuciones: 
 
I. Planear, formular, ejecutar, controlar y evaluar, en el ámbito de su competencia, los 
programas necesarios para el cumplimiento de sus funciones; 
 
II. Someter a la aprobación del Secretariado Ejecutivo las normas, lineamientos, 
procedimientos, protocolos y criterios que emitan; 
 
III. Ejercer los presupuestos autorizados al Centro Estatal, de acuerdo con las disposiciones 
normativas aplicables; 
 
IV. Informar periódicamente al Secretario Ejecutivo del desarrollo de los programas bajo su 
responsabilidad; 
 
V. Asesorar técnicamente, en los asuntos de su competencia, a los servidores públicos del 
Sistema Estatal y del Secretariado Ejecutivo; 
 
VI. Coordinar sus actividades con las demás unidades administrativas del Secretariado 
Ejecutivo, cuando así se requiera para su mejor funcionamiento; 
 
VII. Proporcionar la información, los datos o cooperación técnica que les sea requerida por 
las unidades administrativas del Secretariado Ejecutivo; 
 
VIII. Dirigir y supervisar los recursos humanos de su adscripción, de acuerdo a la normativa 
vigente; 
 
IX. Coadyuvar con el Secretariado Ejecutivo en la ejecución, seguimiento y evaluación de los 
acuerdos y convenios generales y específicos suscritos en la materia; 
 
X. Auxiliar al Secretariado Ejecutivo en la elaboración de propuestas de contenido del 
Programa Estatal; 
 
XI. Apoyar al Secretario Ejecutivo en la elaboración, seguimiento y evaluación de los 
convenios que, por acuerdo del Consejo Estatal, se suscriban con otras entidades 
federativas y municipios; 
 
XII. Suscribir los documentos y convenios que sean inherentes al ejercicio de sus 
atribuciones, así como los que le corresponda por delegación o suplencia; 
 
XIII. Coordinarse con las instancias del Sistema Estatal para el adecuado desarrollo de sus 
funciones, y 
 
XIV. Todas aquellas que le atribuyan otras disposiciones aplicables y el Secretariado 
Ejecutivo. 
 

Sección Cuarta 
De la Comisión Intersecretarial para la Prevención Social 

De la Violencia y la Delincuencia 
 



 

Artículo 24. La Comisión tendrá como finalidad facilitar la coordinación entre las distintas 
instancias de los tres órdenes de gobierno en materia de prevención social, en el marco de 
los sistemas nacional y estatal de seguridad pública. 
 
La Comisión será constituida en el primer mes del inicio de la Administración Estatal 
respectiva.  
 
Artículo 25. La Comisión estará integrada por: 
 
I. Por un Presidente, que será el titular de la Secretaría de Seguridad Pública; 
 
II. Un Secretario Técnico, que recaerá en el titular del Centro Estatal, y 
 
III. Por los vocales siguientes: 
 
a) El Secretario General de Gobierno. 
 
b) El Secretario de Finanzas. 
 
c) El Secretario de Desarrollo Social y Regional. 
 
d) El Secretario de Desarrollo Urbano, Vivienda y Obras Públicas. 
 
e) El Secretario de Comunicaciones y Transportes. 
 
f) El Secretario de Educación. 
 
g) El Secretario del Trabajo y Previsión Social. 
 
h) El Secretario de Desarrollo Económico. 
 
i) El Secretario de Salud. 
 
j) El Secretario de Cultura. 
 
k) El Secretario de Turismo. 
 
l) El Secretario de Ecología y Medio Ambiente. 
 
m) El Secretario de Desarrollo Agropecuario y Recursos Hidráulicos. 
 
n) El Procurador General de Justicia. 
 
ñ) El titular de la Comisión Estatal de Derechos del Estado de San Luis Potosí. 
 
o) La titular del Sistema Estatal para el Desarrollo Integral de la Familia. 
 
p) El Secretario Ejecutivo del Sistema Estatal de Seguridad Pública. 
 



 

Los titulares de las dependencias e instancias de gobierno que conforman la Comisión, 
podrán designar un suplente.  
 

La Comisión podrá invitar a sus sesiones, con voz pero sin voto, a autoridades de los tres 
órdenes de gobierno y organismos constitucionales autónomos, así como a representantes 
de organizaciones de la sociedad civil o personas de reconocido prestigio en la materia de 
que se trate.  
 
Artículo 26. La Comisión tendrá las siguientes atribuciones: 
 
I. Determinar su funcionamiento y plan de trabajo; 
 
II. Impulsar y coadyuvar en la elaboración del Programa Estatal; 
 
II. Proponer como resultado de la evaluación de los programas, mecanismos para mejorar 
sus resultados; 
 
III. Apoyar al Centro Estatal en la promoción de la participación ciudadana y comunitaria en la 
prevención social, y 
 
IV. Proponer al Consejo Estatal los estándares y las metodologías de evaluación para medir 
el impacto de los programas en la materia de esta Ley. 
 
Artículo 27. La Comisión deberá reunirse por lo menos una vez cada seis meses; para tal 
efecto, el quórum legal requerido será la presencia del cincuenta por ciento más uno de sus 
integrantes para poder sesionar. 
 
Cuando las circunstancias lo determinen, el presidente de la Comisión, podrá convocar a la 
misma en cualquier fecha del año. 
 
Los integrantes de la Comisión, deberán ser citados por lo menos con dos semanas de 
anticipación a las sesiones. 

 
Sección Quinta 

De la Coordinación de Programas y Acciones 
  

Artículo 28. Los programas estatal y municipales en prevención social, deberán diseñarse 
considerando la participación interinstitucional con enfoque multidisciplinario, enfatizando la 
colaboración con universidades y entidades orientadas a la investigación. 
 
Los programas deberán orientarse a contrarrestar, neutralizar o disminuir los factores de 
riesgo y las consecuencias, daño e impacto social y comunitario de la violencia y la 
delincuencia. 
 
Artículo 29. Los programas deberán fomentar la participación de las autoridades estatales y 
municipales, de organismos de derechos humanos, organizaciones civiles, académicas y 
comunitarias, en el diagnóstico, elaboración, implementación y evaluación de las políticas 
públicas en materia de prevención social. 
 



 

Artículo 30. En el cumplimiento del objetivo de esta Ley, las autoridades estatales y 
municipales, en el ámbito de sus atribuciones, deberán: 
 
I. Proporcionar información a las comunidades para enfrentar los problemas derivados de la 
violencia y la delincuencia, siempre que no violenten los principios de confidencialidad y 
reserva; 
 
II. Apoyar el intercambio de experiencias, investigaciones académicas y aplicación práctica 
de conocimientos basados en evidencias; 
 
III. Apoyar la organización y la sistematización de experiencias exitosas en el combate a los 
delitos; 
 
IV. Compartir conocimientos, según corresponda, con investigadores, entes normativos, 
educadores, especialistas de otros sectores pertinentes y de la sociedad en general; 
 
V. Repetir intervenciones exitosas, concebir nuevas iniciativas y pronosticar nuevos 
problemas de delincuencia y posibilidades de prevención; 
 
VI. Realizar estudios periódicos sobre la victimización y la delincuencia; 
 
VII. Promover la participación ciudadana y comunitaria en la prevención social de la violencia 
y la delincuencia, y 
 
VIII. Generar bases de datos en materia de prevención social, que mejoren la focalización de 
las políticas en esta materia. 
 
Artículo 31. Las políticas, programas y acciones en prevención social que efectúen las 
dependencias y entidades de la Administración Pública Estatal cuyas funciones incidan en la 
prevención social deberán ser acordes con los programas estatal y nacional en la materia y 
tener los enfoques de seguridad ciudadana, perspectiva de género y derechos humanos. 
 

CAPITULO IV 
Del Programa Estatal de Prevención Social 

De la Violencia y la Delincuencia 
 

Sección Primera 
Del Programa Estatal 

 
Artículo 32. El Programa Estatal deberá de estar alineado al Programa Nacional en la 
materia y será el instrumento rector de la política de prevención social en la Entidad 
Federativa. 
 
Dicho Programa Estatal incluirá indicadores que permitan medir y analizar el impacto de los 
resultados en la prevención social y en la seguridad pública. 
 
Articulo 33. El Programa Estatal deberá contribuir a generar protección a las personas en 
las áreas de libertad, seguridad y justicia, con base en objetivos precisos, claros y medibles, 
a través de: 



 

 
I. La incorporación de la prevención como elemento central de las prioridades en la calidad 
de vida de las personas; 
 
II. El diagnóstico de seguridad a través del análisis sistemático de los problemas de la 
delincuencia, sus causas, los factores de riesgo y las consecuencias; 
 
III. El diagnóstico participativo;  
 
IV. Los ámbitos y grupos prioritarios que deben ser atendidos; 
 
V. El fomento de la capacitación de los servidores públicos cuyas atribuciones se encuentren 
relacionadas con el objetivo de esta Ley; 
 
VI. La movilización y construcción de acciones interinstitucionales que aborden las causas e 
incluyan a la sociedad civil; 
 
VII. Desarrollo de estrategias de prevención social, y 
 
VIII. El monitoreo y evaluación continúo. 
 

Sección Segunda 
De la Evaluación 

 
Articulo 34. El Centro Estatal evaluará las acciones realizadas para ejecutar el Programa 
Anual y los resultados del año anterior. El resultado de la evaluación lo remitirá al Consejo 
Estatal quien lo hará público en los términos que establezcan las disposiciones aplicables. 
 
Para la evaluación de los programas se convocará a la Comisión Estatal de Derechos 
Humanos, instituciones académicas y organizaciones de la sociedad civil. 
 
 

Sección Tercera 
De la Participación Ciudadana y Comunitaria  

 
Artículo 35. La participación ciudadana y comunitaria, organizada o no en materia de 
prevención social, es un derecho de las personas. 
 
Artículo 36. La participación ciudadana y comunitaria, organizada o no, se hace efectiva en 
la actuación de las personas en las comunidades, en las redes vecinales, en las 
organizaciones de prevención social, en los consejos de participación ciudadana, en el 
Centro Estatal o a través de cualquier otro mecanismo local o legal, creado en virtud de las 
necesidades. 
 
Artículo 37. Para el diagnóstico, planeación, ejecución, monitoreo y evaluación de la 
prevención social, se tomará en cuenta la participación ciudadana y comunitaria, por medio 
de las siguientes acciones: 
 
I. Encuestas; 



 

 
II. Convocatorias; 
 
III. Seminarios, foros y capacitaciones; 
 
IV. Estudios, investigaciones, publicaciones especializadas e intercambio de experiencias, y 
 
V. Cualquier otro mecanismo que determine el Centro Estatal. 
 

CAPITULO V 
Del Diseño, Implementación y Análisis del Diagnóstico Participativo  

 
Artículo 38. El Centro Estatal realizará el diagnóstico participativo, que permita conocer los 
problemas que afectan a la sociedad en materia de la violencia y la delincuencia. 
 
El diagnóstico participativo deberá elaborarse dentro de los seis meses a partir del inicio del 
ejercicio de la Administración Pública Estatal, y revisarse y actualizarse cada año, en los dos 
primeros meses del ejercicio fiscal correspondiente. 
 
El diagnóstico participativo deberá publicarse en la página web del Centro Estatal. 
 
Artículo 39. Para la elaboración del Diagnóstico Participativo, el Centro Estatal, solicitará la 
participación de los municipios, de las comunidades y ciudadanía en general. 
 
Artículo 40. Para la realización del Diagnóstico Participativo, podrá utilizarse lo siguiente: 
 
I. Instrumentos de investigación, encuestas, entrevistas, consultas Comunitarias, auto 
reportes, análisis de actores, análisis de datos y estadísticas oficiales, estudios comparativos 
de modelos o prácticas exitosas, referencias hemerográficas, muestreos de grupos focales, 
mapas conceptuales, recorridos exploratorios y evaluaciones de impacto, entre otros; 
 
II. Mapas de denuncias, victimización, percepción de inseguridad, incidencia delictiva, 
delincuencia georreferencial, medición longitudinal y transversal, entre otros; 
 
III. Tasas, indicadores e índices que muestren tendencias delictivas, frecuencia de 
denuncias, datos sobre seguridad, eficiencia, eficacia y calidad del servicio policial. 
Asimismo, podrán incluir, índice de confianza por instituciones de seguridad, índices de 
calidad de vida, índices de desarrollo y de seguridad pública, entre otros, y 

 
IV. Informes e investigaciones de observatorios y centros de investigaciones estatales. 
 

CAPITULO VI 
Del Financiamiento 

 
Artículo 41. Los programas federales, estatales y municipales en materia de prevención 
social, se deberán cubrir con cargo a sus respectivos presupuestos y sujetarse a las bases 
que establecen esta Ley, la Ley General de Prevención Social de la Violencia y la 
Delincuencia, Ley General del Sistema Nacional de Seguridad Pública, Ley del Sistema de 
Seguridad Pública del Estado de San Luis Potosí y demás disposiciones aplicables. 



 

Artículo 42. La Entidad Federativa y sus municipios preverán en sus respectivos 
presupuestos recursos para el diagnóstico, diseño, ejecución y evaluación de los programas 
de prevención social que refiere esta Ley. 
 

CAPITULO VII 
De la Creación, Conservación y Mejoramiento de los Espacios Públicos 

 
Artículo 43. Toda política que impulse la creación, conservación y mejoramiento de los 
espacios públicos, buscará lo siguiente: 
 
I. Promover el respeto y la convivencia ciudadana; 
 
II. Fortalecer el sentido de identidad dentro de una comunidad; 
 
III. Promover la participación de la comunidad en la conservación de espacios públicos y del 
medio ambiente; 
 
IV. Fomentar el arte, el deporte y la cultura; 
 
V. Establecer espacios públicos seguros e iluminados, eliminando cualquier factor que incida 
en la proliferación de la violencia y la delincuencia, y 
 
VI. Contribuir a la reestructuración del tejido social. 
 
Artículo 44. Las autoridades estatales y municipales deberán atender de manera prioritaria 
las zonas públicas que están en los supuestos siguientes: 
 
I. Alta marginación social; 
 
II. Alta incidencia delictiva; 
 
III. Las que cuenten con un considerable número de población infantil y juvenil, y 
 
IV. Las que tengan espacios públicos en total deterioro y abandono. 
 

CAPITULO VIII 
De las Sanciones 

 
Artículo 45. El incumplimiento de las obligaciones que deriven de esta Ley, serán 
sancionadas de acuerdo con lo dispuesto por la Ley de Responsabilidades de los Servidores 
Públicos del Estado y Municipios de San Luis Potosí, Ley de Transparencia y Acceso a la 
Información Pública del Estado de San Luis Potosí y demás disposiciones aplicables. 

 
SEGUNDO. Se propone derogar los artículos 142, 143, 144 y 145 de la Ley del Sistema de 
Seguridad Pública del Estado de San Luis Potosí, para quedar como sigue: 

 
ARTICULO 142. Derogado. 
 
ARTICULO 143. Derogado. 



 

 
ARTICULO 144. Derogado. 
 
ARTICULO 145. Derogado. 
 

TRANSITORIOS 
 

PRIMERO. Este Decreto entrara en vigencia al día siguiente de su publicación en el 
Periódico Oficial del Estado. 
 
SEGUNDO. Se derogan todas las disposiciones que se opongan a este Decreto. 
 
TERCERO. El Ejecutivo del Estado dentro de los noventa días hábiles a partir de la entrada 
en vigencia de esta Ley, deberá de expedir el Reglamento de esta Ley. 
 
CUARTO. Dentro de los treinta días naturales de entrada en vigencia de esta Ley, el 
Secretariado Ejecutivo constituirá el Centro Estatal, dotándolo de los recursos humanos y 
financieros indispensables para operar. 
 
QUINTO. El Centro Estatal expedirá dentro de los sesenta días hábiles a partir de la entrada 
en vigencia de esta Ley, los lineamientos para la participación ciudadana y comunitaria que 
refiere el artículo 7º de este Ordenamiento. 
 
SEXTO. Por única ocasión la Comisión prevista en la Sección Cuarta del Capítulo III de esta 
Ley, será constituida dentro de los treinta días hábiles siguientes a la entrada en vigencia de 
este Ordenamiento. 
 
SEPTIMO. Por única ocasión, dentro de los seis meses siguientes a la entrada en vigor de 
esta Ley, el Centro Estatal deberá elaborar el diagnóstico participativo a que se refiere su 
Capítulo V. 
 
 

 
A T E N T A M E N T E 

 
 

DIP. MANUEL BARRERA GUILLEN 
 



 

C.C. DIPUTADOS SECRETARIOS DE LA LXI 
LEGISLATURA DE CONGRESO DEL ESTADO 
P R E S E N T E S.- 
 
 JOSÉ LUIS ROMERO CALZADA, ROBERTO ALEJANDRO SEGOVIA HERNÁNDEZ, JORGE LUIS 
DÍAZ SALINAS, HÉCTOR MENDIZÁBAL PÉREZ, MARIANO NIÑO MARTÍNEZ, XITLÁLIC SÁNCHEZ 
SERVÍN, SERGIO ENRIQUE DESFASSIUX CABELLO, J. GUADALUPE TORRES SÁNCHEZ, MANUEL 
BARRERA GUILLEN, RUBÉN MAGDALENO CONTRERASY ENRIQUE ALEJANDRO FLORES FLORES, 
Diputados integrantes de la Sexagésima Primera Legislatura del Honorable Congreso del Estado Libre 
y Soberano de San Luis Potosí, integrante del Grupo Parlamentario del Partido de la Revolución 
Institucional, en ejercicio de las facultades que me conceden los artículos 61 de la Constitución 
Política del Estado Libre y Soberano de San Luis Potosí, 130 y 131 de la Ley Orgánica del Poder 
Legislativo del Estado de San Luis Potosí, 61, 62 y 65 del Reglamento para el Gobierno Interior del 
Congreso del Estado de San Luis Potosí, someto a consideración de esta Soberanía, iniciativa que 
propone ADICIONAR la fracción XXII al artículo 98, y el artículo 118 bis a la Ley Orgánica del Poder 
Legislativo del Estado, con base en la siguiente: 
 

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 

 
La trata de personas constituye una barrera al desarrollo económico y social de cualquier Estado, y 
una prioridad en materia de seguridad y salud pública. 
 
México ocupa el tercer lugar en Trata de Personas en América Latina y el Caribe, y dicho delito 
constituye el segundo más importante en nuestro país y, en la Capital, en términos de ganancias, 
después del tráfico de drogas, según lo señaló el presidente de la Comisión de Derechos Humanos del 
Distrito Federal (CDHDF), Luis González Placencia. 
  
De acuerdo con resultados de su Sistema Alerta Roja, la Coalición Regional Contra el Tráfico de 
Mujeres y Niñas en América Latina señaló que los Estados en donde existe mayor vinculación de 
desaparición de mujeres y niñas con la Trata de Personas y, luego, el posterior feminicidio, son Baja 
California Norte, Puebla, Chihuahua, Oaxaca, Coahuila, Quintana Roo, Chiapas, San Luis Potosí, 
Durango, Tamaulipas, Estado de México, Tabasco, Guerrero, Tlaxcala, Hidalgo, Veracruz, Jalisco, 
Zacatecas y Nuevo León. 
  
9ƭ нт ŘŜ ŜƴŜǊƻ ŘŜƭ нлммΣ ǎŜ ǇǳōƭƛŎŀ Ŝƴ Ŝƭ tŜǊƛƽŘƛŎƻ hŦƛŎƛŀƭ ŘŜƭ 9ǎǘŀŘƻ ƭŀ ά[Ŝȅ ǇŀǊŀ ǇǊŜǾŜƴƛǊΣ ŀǘŜƴŘŜǊ ȅ 
erradicar la Trata de Personas en el Estado de San Luis Potosí. 
 
No obstante lo anterior, en San Luis Potosí no existe el delito de Trata de Personas, luego de que en 
septiembre de 2014 se reformara el Código Penal, eliminando el artículo 195 que tipificaba el delito e 
imponía una pena de hasta 15 años de prisión. 
 
El pasado 26 de marzo del 2015, la Cámara de Senadores del Congreso de la Unión aprobó dictamen 
de la Comisión Contra la Trata de Personas, que contiene punto de Acuerdo, en cuyo resolutivo se 
señala: 
 



 

άÚnico.- El Senado de la República exhorta respetuosamente a los congresos de las entidades 
federativas y a la Asamblea Legislativa del Distrito Federal, para que en apego a su Ley Orgánica y 
trámites legislativos correspondientes, creen sus respectivas comisiones ordinarias contra la trata de 
ǇŜǊǎƻƴŀǎέΦ 
 
En el debate de dicho dictamen, el Presidente de la Comisión que lo presentó para su aprobación, 
puntualizó medularmente lo siguiente: 
 
άaŞȄƛŎƻΣ ǇƻǊ ǎǳ ǳōƛŎŀŎƛƽƴ ƎŜƻƎǊłŦƛŎŀΣ Ŝǎ ǳƴ ǘŜǊǊƛǘƻǊƛƻ ǉǳŜ Ŝǎ ƻǊƛƎŜƴΣ ǘǊłƴǎƛǘƻ ȅ ŘŜǎǘƛƴƻ ŘŜ ƭŀ ǘǊŀǘŀ ŘŜ 
personas. 
 
Cada año, sin tener una secuencia de metodología específica para captar y difundir cifras de datos 
relativos a la trata de personas, nos alarmamos con los números sobre ese delito, que por lucrativo y 
redituable está dentro de los 3 primeros ilícitos a nivel nacional, abajo del tráfico de estupefacientes y 
el robo de combustible. 
 
Aunque tiene particularidades en cada una de las entidades de la República, lo lamentable, en las 
distintas modalidades de la trata de personas, es que violenta derechos humanos básicos, como la 
vida, la libertad y la dignidad, así como el libre desarrollo de la personalidad. 
 
También, cada año, por la importante tarea de activistas, se le recuerda al pueblo de México que 
tenemos que exigir justicia; prevenir, combatir, sancionar, inhibir y erradicar la trata de personas; y, 
de hecho, en el mes de julio se conmemora el Día Contra la Trata de Personas. 
 
Sin embargo, no es suficiente la manifestación social contra este delito. Quienes tenemos la 
responsabilidad de legislar tenemos que actuar, acelerar los tiempos para elaborar leyes que 
sancionen a ƭƻǎ ŎǊƛƳƛƴŀƭŜǎέΦ 
 
Bajo ese contexto, y con el afán de redoblar y coordinar esfuerzos para combatir de manera 
responsable la comisión de Trata de Personas, y  tener la sensibilidad del Congreso de la Unión, que 
con el inicio de la Legislatura aprobó la correspondiente comisión ordinaria, es que se considera 
trascendental atender el exhorto del Senado de la República e incluir en nuestra Ley Orgánica a la 
/ƻƳƛǎƛƽƴ tŜǊƳŀƴŜƴǘŜ ά/ƻƴǘǊŀ ƭŀ ¢Ǌŀǘŀ ŘŜ tŜǊǎƻƴŀǎέΦ 
 
Es menester señalar que, a un año de la aprobación del dictamen de mérito, solo el Congreso de 
Coahuila de Zaragoza, tuvo a bien dictaminar en fecha 3 de septiembre del 2015 como procedente la 
iniciativa presentada el 14 de abril del 2015 por los Diputados Verónica Martínez García y José María 
Fraustro Siller, incluyendo en ese sentido en la Ley Orgánica del Congreso de dicho Estado, como 
ŎƻƳƛǎƛƽƴ ǇŜǊƳŀƴŜƴǘŜ ŀ ƭŀ ά/ƻƳƛǎƛƽƴ ŎƻƴǘǊŀ ƭŀ ¢Ǌŀǘŀ ŘŜ tŜǊǎƻƴŀǎέΣ ǉǳŜŘŀƴŘƻ ǇǳōƭƛŎŀŘƻ ŘƛŎƘƻ ŘŜŎǊŜǘƻ 
número 152 en el Periódico Oficial de dicho Estado el 15 de septiembre del 2015. 
 
Para mejor proveer se presenta el siguiente cuadro comparativo del texto vigente de la Ley y la 
propuesta: 
 

TEXTO VIGENTE PROPUESTA 

ARTICULO 98. Las comisiones permanentes de ARTICULO 98. Las comisiones permanentes de 



 

dictamen legislativo son las siguientes: 
 
L ŀ ƭŀ ··LΧ 

dictamen legislativo son las siguientes: 
 
L ŀ ƭŀ ··LΧ 
 
XXII. Contra la Trata de Personas 
 
ARTÍCULO 118 BIS. Compete a la Comisión 
Contra la Trata de Personas, el ejercicio de las 
siguientes facultades: 
 
I.- La implementación de acciones para la 
prevención, protección, atención y asistencia 
a las víctimas y ofendidos por la Trata de 
Personas en el Estado.  
 
II.- El establecimiento de mecanismos 
efectivos para el ejercicio pleno de los 
derechos sexuales de las personas en el 
Estado, así como el libre desarrollo de niñas, 
niños y adolescentes, cuando sean 
amenazados o lesionados por la Trata de 
Personas. 
 
III.- Realizar propuestas al Congreso de la 
Unión respecto de reformas, adiciones y 
derogación de legislación en materia federal, 
toda vez que ello constituye materia exclusiva 
de dicho Congreso, conforme a lo dispuesto 
por el artículo 73, fracción XXI, inciso a) de la 
Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos. 
 
IV.- Ejecutar acciones de difusión y 
posicionamiento del tema, en alianza con las 
diferentes dependencias de Gobierno 
involucradas. 
 
V.-Dar seguimiento al Programa Estatal para 
la Prevención, Atención y Erradicación de la 
Trata de Personas en el Estado. 
 
VI.-Los análogos a los anteriores que, a juicio 
del Presidente de la Directiva en los periodos 
ordinarios, o del Presidente de la Diputación 
Permanente en los recesos del Congreso, sean 
materia del análisis de esta Comisión.  



 

 
Por lo expuesto, presento ante esta Asamblea el siguiente: 

 

PROYECTO DE DECRETO 

 
ARTÍCULO ÚNICO.- Se adiciona la fracción XXII al Artículo 98 y el Artículo 118 bis, a la 
Ley Orgánica del Congreso del Estado de San Luis Potosí, para quedar como sigue: 
 
ARTICULO 98. Las comisiones permanentes de dictamen legislativo son las siguientes: 
 
L ŀ ƭŀ ··LΧ 
 
XXII. Contra la Trata de Personas 
 
ARTÍCULO 118 BIS. Compete a la Comisión Contra la Trata de Personas, el ejercicio de 
las siguientes facultades: 
 
I.- La implementación de acciones para la prevención, protección, atención y 
asistencia a las víctimas y ofendidos por la Trata de Personas en el Estado.  
 
II.- El establecimiento de mecanismos efectivos para el ejercicio pleno de los 
derechos sexuales de las personas en el Estado, así como el libre desarrollo de niñas, 
niños y adolescentes, cuando sean amenazados o lesionados por la Trata de 
Personas. 
 
III.- La actualización de la Ley para prevenir, atender y erradicar la Trata de Personas 
en Estado. 
 
IV.-Los que se refieran a la expedición, reformas, adiciones y derogación de la 
legislación estatal de la materia;  
 
V.- Ejecutar acciones de difusión y posicionamiento del tema, en alianza con las 
diferentes dependencias de Gobierno involucradas. 
 
VI.-Dar seguimiento al Programa Estatal para la Prevención, Atención y Erradicación 
de la Trata de Personas en el Estado. 
 



 

VII.-Los análogos a los anteriores que, a juicio del Presidente de la Directiva en los 
periodos ordinarios, o del Presidente de la Diputación Permanente en los recesos del 
Congreso, sean materia del análisis de esta Comisión. 
 

T R A N S I T O R I O S 
 
PRIMERO.- El presente decreto entra en vigor al día siguiente de su publicación en el 
Periódico Oficial del Estado. 
 
SEGUNDO.-Se derogan todas las disposiciones que se opongan a este Decreto. 
 

A T E N T A M E N T E 
 

 
 

DIP. JOSÉ LUIS ROMERO CALZADA                                 DIP.ROBERTO ALEJANDRO SEGOVIA                              
 HERNÁNDEZ 
 
 

 
DIP. JORGE LUIS DÍAZ SALINAS      DIP. HÉCTOR MENDIZÁBAL PÉREZ 

 
 

 
DIP. MARIANO NIÑO MARTÍNEZ DIP. XITLÁLIC SÁNCHEZ SERVÍN 

 
 

 
DIP.SERGIO ENRIQUE DESFASSIUX  DIP. J. GUALUPE TORRES SÁNCHEZ 
                  CABELLO 

 
 

 
DIP. MANUEL BARRERA GUILLÉN DIP. RUBÉN MAGDALENO CONTRERAS 
 

 
 

DIP. ENRIQUE ALEJANDRO FLORES FLORES 
 



 

DIPUTADOS SECRETARIOS DE LA LXI  
LEGISLATURA DEL CONGRESO DEL ESTADO 
P R E S E N T E S.  
 
GERARDO SERRANO GAVIÑO, Diputado integrante de la fracción Parlamentaria, del 
Partido Verde Ecologista de México, en el ejercicio de las facultades que me confieren los 
artículos 61 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí, 130 y 131 de la Ley 
Orgánica del Poder Legislativo del Estado de San Luis Potosí, 61, 62 y 65 del Reglamento 
para el Gobierno Interior del Congreso del Estado de San Luis Potosí, someto a 
consideración de ésta Soberanía, la presente INICIATIVA, que propone REFORMAR, el 
artículo 44 de la LEY DE TRANSPORTE PÚBLICO DEL ESTADO DE SAN LUIS POTOSI, 
sustentado en la siguiente: 
 

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 
 
Como todos sabemos los adultos mayores, por su condición, sus requerimientos, sus 
necesidades, deben recibir un trato lleno de cuidados, quienes nos encontramos en una edad 
donde aún las cosas no se nos dificultan, debemos aportar para que las condiciones de vida 
de nuestros adultos mayores sean mejores. 
 
Los gobiernos y la sociedad en general, debemos trabajar coordinados por hacer y crear 
espacios que permitan hacer más cómoda y más fácil la calidad de vida de ellos. 
 
Las legislaciones se han encargado poco a poco de hacer mejor esa calidad de vida que 
tanto requieren nuestros adultos mayores. 
 
Hoy en día, beneficios e incentivos económicos que el gobierno ha subsidiado para lograr un 
apoyo a los adultos mayores, ha sido sin duda de gran aportación, pero sin embargo, el 
trabajo por realizar aún no ha terminado. 
 
Es por ello que, debe ser obligatorio en ésta Ley y en las que tienen relación con la misma, el 
establecer espacios dedicados especialmente para nuestros adultos mayores, tratándose en 
este caso específico del transporte público, pues ello sin duda logrará una mejor calidad de 
vida, pero no solo ello, sino también el respeto a los valores y la conciencia ciudadana de 
fraternidad, solidaridad y apoyo a quienes nos necesitan. 
 
Así como se ha expuesto reformar la Ley de los Adultos Mayores del Estado, de igual 
manera es necesario hacer lo mismo en la del Transporte Público, por lo que deben ambas 
normativas ser coincidentes en sus disposiciones. 
 
Sin duda alguna, otro sector al que debe atenderse de igual forma, es a las personas con 
capacidades especiales, por tanto la Legislación especial para este caso, requiere que se 
lleve a cabo acciones en distintas Secretarías para de igual forma, buscar una mejor calidad 
de vida en ellas, siendo entonces necesario que dentro del transporte público, se busque un 
trato adecuado y acorde a éstas necesidades. 
 
Así también el trato del que se habla, es necesario que se de a las mujeres embarazadas y 
con hijos de corta edad y que por la misma, se llevan en brazos, por tal motivo tanto las 



 

autoridades como los usuarios, deben ser conscientes en ese respeto y consideración de 
apoyo para en esta medida, lograr una mejor estadía al hacer uso del transporte público.  
 
Así pues, por las razones expuestas, someto a consideración de ésta Soberanía la reforma a  
la LEY DE TRANSPORTE PÚBLICO DEL ESTADO DE SAN LUIS POTOSI, para que 
queden como sigue: 
 

TEXTO VIGENTE INICIATIVA 

 
ARTICULO 44. Para el acceso de las 
personas con discapacidad al 
transporte público colectivo, se 
adoptarán las medidas necesarias de 
adecuación consistentes en rampas, 
elevadores y mecanismos especiales, 
las que deberán cumplir con las 
disposiciones reglamentarias que para 
tal efecto emita el titular del Ejecutivo.    
El Ejecutivo del Estado al otorgar, 
refrendar o modificar las concesiones 
para la prestación del servicio público 
de transporte colectivo, observará que 
en cada ruta las unidades 
correspondientes a la misma, reúnan 
las especificaciones señaladas en el 
párrafo anterior.     

 
ARTICULO 44. Para el acceso de las 
personas con discapacidad al transporte 
público colectivo, se adoptarán las 
medidas necesarias de adecuación 
consistentes en rampas, elevadores y 
mecanismos especiales, las que deberán 
cumplir con las disposiciones 
reglamentarias que para tal efecto emita 
el titular del Ejecutivo.    
 
De igual manera para las personas con 
discapacidad, se reservarán los 
primeros cuatro asientos de las 
unidades del transporte público, las 
que deberán ser perfectamente 
señaladas de conformidad con la Ley 
de Tránsito del Estado, con la 
simbología aplicable, pudiendo los 
pasajeros identificar que son lugares 
reservados única y exclusivamente 
para personas con discapacidad. 
 
Los lugares reservados a que se refiere 
el párrafo anterior, serán también para 
el uso exclusivo de los adultos 
mayores, mujeres embarazadas y 
mujeres con niños en brazos. 
 
El Ejecutivo del Estado al otorgar, 
refrendar o modificar las concesiones 
para la prestación del servicio público de 
transporte colectivo, observará que en 
cada ruta las unidades correspondientes a 
la misma, reúnan las especificaciones 
señaladas en los párrafos anteriores. 

 
PROYECTO DE DECRETO 

 
ARTÍCULO ÚNICO. Se AGREGA párrafo segundo y párrafo tercero al artículo 44, y el actual 
segundo pasa a ser párrafo cuarto con modificaciones, todos de la LEY DEL TRANSPORTE 
PÚBLICO DEL ESTADO DE SAN LUIS POTOSI, para quedar de la siguiente manera:   
 
ARTICULO 44. é 



 

  
De igual manera para las personas con discapacidad, se reservarán los primeros 
cuatro asientos de las unidades del transporte público, las que deberán ser 
perfectamente señaladas de conformidad con la Ley de Tránsito del Estado, con la 
simbología aplicable, pudiendo los pasajeros identificar que son lugares reservados 
única y exclusivamente para personas con discapacidad. 
 
Los lugares reservados a que se refiere el párrafo anterior, serán también para el uso 
exclusivo de los adultos mayores, mujeres embarazadas y mujeres con niños en 
brazos. 
 
El Ejecutivo del Estado al otorgar, refrendar o modificar las concesiones para la prestación 
del servicio público de transporte colectivo, observará que en cada ruta las unidades 
correspondientes a la misma, reúnan las especificaciones señaladas en los párrafos 
anteriores. 

 
TRANSITORIOS 

 
PRIMERO. El Decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Periódico 
Oficial del Estado.   
   
SEGUNDO. Se derogan todas las disposiciones legales que se opongan al presente.   
 
 

 
San Luis Potosí, S.L.P., a 11 de marzo de 2016 

 
 
 

 
ATENTAMENTE 

 
 
 

DIP. GERARDO SERRANO GAVIÑO. 



 

DIPUTADOS SECRETARIOS DE LA LXI  
LEGISLATURA DEL CONGRESO DEL ESTADO 
P R E S E N T E S. 
 
GERARDO SERRANO GAVIÑO, Diputado integrante de la fracción Parlamentaria, del Partido Verde 
Ecologista de México, en el ejercicio de las facultades que me confieren los artículos 61 de la 
Constitución Política del Estado de San Luis Potosí, 130 y 131 de la Ley Orgánica del Poder Legislativo 
del Estado de San Luis Potosí, 61, 62 y 65 del Reglamento para el Gobierno Interior del Congreso del 
Estado de San Luis Potosí, someto a consideración de ésta Soberanía, la presente Iniciativa, que 
propone REFORMAR Y ADICIONAR, la LEY DE TRÁNSITO DEL ESTADO DE SAN LUIS POTOSÍ, 
sustentado en la siguiente: 
 

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 
 

En nuestra legislación es importante que se incluya un trato considerado en relación con los adultos 
mayores, las personas con discapacidad, las mujeres embarazadas y las mujeres con niños en brazos, 
cuando se trate de la utilización del servicio de transporte público, es por ello que se hace necesario 
reformar los ordenamientos legales que tienen inmersos éstos derechos. 
 
La consciencia de los usuarios del servicio, por cuanto a pasajeros se refiere, debe ser solidaria, 
participativa y considerada con éste sector de la población, por ello, se considera necesario realizar una 
reforma a ésta Ley, donde se prevea que se deben respetar los espacios reservados para éste sector 
de la población, que quien no lo lleve a cabo ese respeto, sin duda será amonestado o sancionado por 
tal hecho. 
 
Así pues, por las razones expuestas, someto a consideración de ésta Soberanía la reforma a  la LEY 
DE TRÁNSITO DEL ESTADO DE SAN LUIS POTOSÍ, para que quedar como sigue: 
 

 
TEXTO VIGENTE 

 

 
INICIATIVA 

 
ARTICULO 50. Los conductores y peatones 
deberán conocer y obedecer las señales y 
los dispositivos para el control del tránsito, 
los cuales pueden ser: humanos, gráficos y 
electrónicos.   
 
 

 
ARTICULO 50. Los conductores, pasajeros y 
peatones deberán conocer y obedecer las 
señales y los dispositivos para el control del 
tránsito, los cuales pueden ser: humanos, 
gráficos y electrónicos. 
 
Las señales deberán ser establecidas en 
los reglamentos de tránsito que para tal 
efecto emiten los Ayuntamientos, entre la 
cuales también se incluirán las de: 
espacios reservados para adulto mayor, 
personas con discapacidad, mujeres 
embarazadas y mujeres con niños en 
brazos. 

 ARTÍCULO 71 BIS. Los pasajeros del 
transporte público, deberán en todo 
momento, respetar los lugares que se 
encuentren reservados para los adultos 



 

mayores, las personas con discapacidad, 
las mujeres embarazadas y las mujeres 
con niños en brazos. 
 
En los reglamentos de tránsito 
municipales que expidan los 
Ayuntamientos, deberá establecerse la 
sanción correspondiente a quienes no 
respete la disposición contenida en el 
párrafo que antecede. 

 
PROYECTO DE DECRETO 

 
 

ARTÍCULO ÚNICO. Se REFORMA el artículo 50, y se ADICIONA el artículo 71 BIS, de la LEY DE 
TRÁNSITO DEL ESTADO DE SAN LUIS POTOSÍ, para quedar de la siguiente manera:   
 
ARTICULO 50. Los conductores, pasajeros y peatones deberán conocer y obedecer las señales y los 
dispositivos para el control del tránsito, los cuales pueden ser: humanos, gráficos y electrónicos.  
 
Las señales deberán ser establecidas en los reglamentos de tránsito que para tal efecto emiten 
los Ayuntamientos, entre la cuales también se incluirán las de: espacios reservados para adulto 
mayor, personas con discapacidad, mujeres embarazadas y mujeres con niños en brazos. 
 
ARTÍCULO 71 BIS. Los pasajeros del transporte público, deberán en todo momento, respetar los 
lugares que se encuentren reservados para los adultos mayores, las personas con 
discapacidad, las mujeres embarazadas y las mujeres con niños en brazos. 
 
En los reglamentos de tránsito municipales que expidan los Ayuntamientos, deberá 
establecerse la sanción correspondiente a quienes no respete la disposición contenida en el 
párrafo que antecede. 

 
TRANSITORIOS 

   
PRIMERO. El Decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Periódico Oficial del 
Estado.   
   
SEGUNDO. Se derogan todas las disposiciones legales que se opongan al presente.   
 

 
San Luis Potosí, S.L.P., a 11 de marzo de 2016 

 
 

ATENTAMENTE 
 
 
 

DIP. GERARDO SERRANO GAVIÑO. 



 

DIPUTADOS SECRETARIOS DE LA LXI  
LEGISLATURA DEL CONGRESO DEL ESTADO 
P R E S E N T E S . 
 
GERARDO SERRANO GAVIÑO, Diputado integrante de la fracción Parlamentaria, del 
Partido Verde Ecologista de México, en el ejercicio de las facultades que me confieren los 
artículos 61 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí, 130 y 131 de la Ley 
Orgánica del Poder Legislativo del Estado de San Luis Potosí, 61, 62 y 65 del Reglamento 
para el Gobierno Interior del Congreso del Estado de San Luis Potosí, someto a 
consideración de ésta Soberanía, la presente Iniciativa, que propone REFORMAR el artículo 
34 de la LEY DE LAS PERSONAS ADULTAS MAYORES PARA EL ESTADO DE SAN 
LUIS POTOSI, sustentado en la siguiente: 
 

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 
 

Los adultos mayores, por su condición, sus requerimientos, sus necesidades, deben recibir 
un trato lleno de cuidados, quienes nos encontramos en una edad donde aún las cosas no se 
nos dificultan, debemos aportar para que las condiciones de vida de nuestros adultos 
mayores sean mejores. 
 
Los gobiernos y la sociedad en general, debemos trabajar coordinados por hacer y crear 
espacios que permitan hacer más cómoda y más fácil la calidad de vida de ellos. 
 
Las legislaciones se han encargado poco a poco de hacer mejor esa calidad de vida que 
tanto requieren nuestros adultos mayores. 
 
Hoy en día, beneficios e incentivos económicos que el gobierno ha subsidiado para lograr un 
apoyo a los adultos mayores, ha sido sin duda de gran aportación, pero sin embargo, el 
trabajo por realizar aún no ha terminado. 
 
Es por ello que, debe ser obligatorio en ésta Ley y en las que tienen relación con la misma, el 
establecer espacios dedicados especialmente para nuestros adultos mayores, tratándose en 
este caso específico del transporte público, pues ello sin duda logrará una mejor calidad de 
vida, pero no solo ello, sino también el respeto a los valores y la conciencia ciudadana de 
fraternidad, solidaridad y apoyo a quienes nos necesitan. 
 
Así pues, por las razones expuestas, someto a consideración de ésta Soberanía la reforma a  
la LEY DE LAS PERSONAS ADULTAS MAYORES PARA EL ESTADO DE SAN LUIS 
POTOSI, para quedar como sigue: 
 

 
TEXTO VIGENTE 

 
INICIATIVA 

 
ARTICULO 34. Con el objeto de 
facilitar el desplazamiento de los 
adultos mayores, la Secretaría de 
Comunicaciones y Transportes, al 
otorgar las concesiones para la 
prestación del servicio público de 

 
ARTICULO 34. Con el objeto de facilitar 
el desplazamiento de los adultos 
mayores, la Secretaría de 
Comunicaciones y Transportes, al 
otorgar las concesiones para la 
prestación del servicio público de 



 

transporte, establecerá que en cada 
ruta se destinen las medidas 
necesarias para la accesibilidad a 
éstas, debiendo realizarse de acuerdo 
a los Lineamientos Generales de 
Accesibilidad.    

transporte, establecerá que en cada ruta 
se destinen las medidas necesarias para 
la accesibilidad a éstas, así como que 
los cuatro primeros lugares de cada 
unidad vehicular dedicada al servicio 
de transporte, las reserve con 
exclusividad para los adultos 
mayores,  debiendo realizarse de 
acuerdo a los Lineamientos Generales 
de Accesibilidad.    

 
PROYECTO DE DECRETO 

  
ARTÍCULO ÚNICO. Se REFORMA, el artículo 34, de la LEY DE LAS PERSONAS 
ADULTAS MAYORES PARA EL ESTADO DE SAN LUIS POTOSÍ, para quedar de la 
siguiente manera:   
 
ARTÍCULO 34. Con el objeto de facilitar el desplazamiento de los adultos mayores, la 
Secretaría de Comunicaciones y Transportes, al otorgar las concesiones para la prestación 
del servicio público de transporte, establecerá que en cada ruta se destinen las medidas 
necesarias para la accesibilidad a éstas, así como que los cuatro primeros lugares de 
cada unidad vehicular dedicada al servicio de transporte, las reserve con exclusividad 
para los adultos mayores,  debiendo realizarse de acuerdo a los Lineamientos Generales 
de Accesibilidad. 
 

TRANSITORIOS 
 

PRIMERO. El Decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Periódico 
Oficial del Estado.   
   
SEGUNDO. Se derogan todas las disposiciones legales que se opongan al presente.   
 
 

 
San Luis Potosí, S.L.P., a 11 de marzo de 2016 

 
A T E N T A M E N T E 

DIP. GERARDO SERRANO GAVIÑO 



 

DIPUTADOS SECRETARIOS DE LA DIRECTIVA  

HONORABLE CONGRESO DEL ESTADO DE  
SAN LUIS POTOSÍ  
P R E S E N T E.  
 
     MANUEL BARRERA GUILLÉN , OSCAR BAUTISTA 
VILLEGAS, JOSÉ BELMÁREZ HERRERA, JESÚS CARDONA 
MIRELES, FERNANDO CHÁVEZ MÉNDEZ, SERGIO ENRIQUE 
DESFASSIUX CABELLO , JORGE LUIS DÍAZ SALINAS , ENRIQUE 
ALEJANDRO FLORES FLORES , MARÍA GRACIELA GAITÁN DÍAZ, 
GERARDO LIMÓN MONTELONGO, RUBÉN MAGDALENO 
CONTRERAS , ESTHER ANGÉL ICA MARTÍNEZ CÁRDENAS, 

HÉCTOR MENDIZÁBAL PÉREZ,  HÉCTOR MERÁZ RIVERA, 
GUILLERMINA MORQUECHO PAZZI, LUCILA NAVA PIÑA, 
MARIANO NIÑO MARTÍNEZ, MARTHA ORTA RODRÍGUEZ, JOSÉ 
LUIS ROMERO CALZADA, JOSEFINA SALAZAR BÁEZ, 
DULCELINA SÁNCHEZ DE LIRA, XITLÁLIC SÁNCHEZ S ERVÍN , 
ROBERTO ALEJANDRO SEGOVIA HERNÁNDEZ, GERARDO 
SERRANO GAVIÑO, MARÍA REBECA TERÁN GUEVARA, J. 
GUADALUPE TORRES SÁNCHEZ , OSCAR CARLOS VERA 
FÁBREGAT,  Diputados integrantes de la Sexagésima Primera  
Legislatura del Honorable Congreso del Estado Libre y S oberano de 

San Luis Potosí, en ejercicio de la atribución que me confieren los 
artículos 61 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí y 
130 de la Ley Orgánica del Poder Legislativo, de la Entidad, elevo a la 
consideración de esta representa ción de la soberanía del pueblo 
potosino, la presente iniciativa que insta reformar los artículos 60 
de la Ley Orgánica del Poder Legislativo del Estado de San Luis 
Potosí y, 161 del Reglamento Para el Gobierno Interior del 
Congreso del Estado de San Luis Potosí,  plasmando al efecto la 
siguiente:  
 

EXPOSICIÓN  DE MOTIVOS  
 
   El Poder Legislativo es la institución e instrumento 
político representativo, vinculado al principio de la soberanía popular, 
es decir,  es el órgano autónomo y soberano, que representa a  los 
ciudadanos potosinos y en nuestro Estado recae en el Congreso del 
Estado de San Luis Potosí, encontrándose integrado por veintisiete 



 

diputados electos bajo los principios de Mayoría Relativa y 

Representación Proporcional formando parte del equilibrio 
constitucional de poderes, siendo la función principal del Poder 
Legislativo el de formular y aprobar nuestro sistema jurídico.  
 
   Ahora bien, dentro de este Poder Legislativo se 
encuentra instituida la Junta de Coordinación política que es el órgano 
cole giado encargado de dirigir la administración operativa del 
Congreso, así como de promover entendimientos y convergencias 
políticas, con las instancias y órganos que resulten necesarios, a fin 
de alcanzar acuerdos para que el Pleno del Congreso esté en 
cond iciones de ejercer las atribuciones que constitucional y 

legalmente le corresponden, y se encuentra integrada por los 
coordinadores de cada grupo parlamentario y las representaciones 
parlamentarias.  
 
   En términos de los numerales 161 y 162 del 
Reglamento  Para el Gobierno Interior del Congreso del Estado de San 
Luis Potosí, se establece que serán los partidos políticos quienes 
mediante una certificación designen a los coordinadores de los grupos 
parlamentarios, y las representaciones parlamentarias.  
 

   Si bien es cierto que los grupos parlamentarios 
representan la ideología de los partidos políticos de que son parte, es 
importante destacar que los mismos, son una institución distinta y 
ajena al Congreso del Estado, y son ellos quienes deciden la 
integració n de una institución que es propia e inherente del poder 
legislativo, lo que sin duda transgrede esa autonomía institucional y 
de gobierno, máxime que se trata de un órgano de administración 
interno que no debe estar supeditado  a las decisiones de persona s 
que no formen parte del mismo.   
 

     Es por estas razones que se propone a través de esta 
reforma que la designación de los coordinadores  de los grupos 
parlamentarios, se realicen por parte de los diputados integrantes de 
la legislatura que formen parte de la fracción parlamentaria de que se 
trate, teniendo los partidos políticos solo la obligación de hacer saber 
a la soberanía del Poder Le gislativo los integrantes de su grupo 
parlamentario . 



 

    Por último, con la finalidad de garantizar el dinamismo 

y renovación de la Junta de coordinación política, se propone que la 
duración del cargo de coordinador de grupo parlamentario sea de un 
año, pu diendo ser reelecto únicamente por un periodo de tiempo 
igual.  

 
   En razón de lo anteriormente expuesto se presenta en 
el siguiente cuadro comparativo:  

 
Texto actual  Propuesta  

LEY ORGÁNICA DEL PODER LEGISLATIVO DEL 
ESTADO DE SAN LUIS POTOSÍ  

 
ARTICULO 60.  Los grupos parlamentarios se 
tendrán por legalmente constituidos cuando 
presenten a la Directiva, los documentos que 
establezca el Reglamento, lo que deberán hacer en 
la primera sesión ordinaria de la Legislatura.  
 
 
 
 

REGLAMENTO PARA EL GOBIERNO INTERIOR 
DEL CONGRESO DEL ESTADO DE SAN LUIS 

POTOSI  
 
ARTICULO 161 . De conformidad con el artículo 60 
de la Ley Orgánica, un grupo parlamentario se 
tendrá por legalmente constituido cuando entregue 

a la Directiva, el oficio expedido de acuerdo con la 
normatividad de l partido político al que pertenezca, 
que certifique el nombramiento del coordinador del 
grupo parlamentario y sus integrantes.  
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
Presentada la circunstancia de que un diputado se 
declarara independiente, éste quedará impedido 
para integrar la Junta de Coordinación Política, de 
conformidad con lo establecido por la Ley Orgánica.  

LEY ORGÁNICA DEL PODER LEGISLATIVO DEL 
ESTADO DE SAN LUIS POTOSÍ  

 
ARTICULO 60.  Los grupos parlamentarios se 
tendrán por legalmente constituidos cuando 
presen ten a la Directiva, los documentos que 
establezca el Reglamento, lo que deberán hacer en 
la primera sesión ordinaria de la Legislatura . Es 
facultad de los diputados que integran el grupo 
parlamentario, elegir de entre ellos al 
coordinador.  
 

REGLAMENTO PARA  EL GOBIERNO INTERIOR 
DEL CONGRESO DEL ESTADO DE SAN LUIS 

POTOSI  
 

ARTICULO 161 . De conformidad con el artículo 60 
de la Ley Orgánica, un grupo parlamentario se 
tendrá por legalmente constituido cuando el 

partido político al que pertenezca, entregue a 
la Directiva, oficio en el que haga constar el 
nombre de sus integrantes; siendo que además 
éstos, deberán informar de la misma manera a 
la Directiva el nombre de quien hayan elegido 
como su coordinador.  
 
Para el caso de que los miembros del grupo 
parlamentar io no llegaren a un acuerdo o que 
hubiere un empate dentro de la elección de 
coordinador de entre sus miembros, se tomará 
en cuenta para ser coordinador los siguientes 
criterios de preferencia, en el siguiente orden:  
 
1)Aquel que hubiere sido nombrado dipu tado 
bajo el principio de mayoría relativa.  
 
2)Aquel que hubiere obtenido mayor número 
de votos en la elección en que fue electo.  
 
3)Aquel que tuviere mayor antigüedad en el 
partido político de que se trate.  
 
Los coordinadores parlamentarios sólo podrán 
du rar en su cargo un año de ejercicio legal, 
pudiendo ser reelectos únicamente por un 
segundo periodo.  
 
Presentada la circunstancia de que un diputado se 
declarara independiente, éste quedará impedido 
para integrar la Junta de Coordinación Política, de 
confo rmidad con lo establecido por la Ley Orgánica.  



 

   La iniciativa que en materia de organización del poder 

legislativo hoy se propone, persigue, los principios de autonomía 
gubernamental e institucional entre otros.  
                      
     En mérito  de lo expuesto  y fundado,  someto  a la 
consideración  de la Honorable  Asamblea,  la presente:   

 
INICIATIVA DE DECRETO POR EL QUE SE REFORMAN LOS 
ARTÍCULOS 60 DE LA LEY ORGÁNICA DEL PODER LEGISLATIVO 
DEL ESTADO DE SAN LUIS POTOSÍ y, 161 DEL REGLAMENT O 
PARA EL GOBIERNO INTERIOR DEL CONGRESO DEL ESTADO DE 
SAN LUIS POTOSÍ.  

 
   PRIMERO. -  Se reforma el artículo 60 de la Ley 
Orgánica del Poder Legislativo del Estado de San Luis Potosí para 
quedar como sigue:  
 
ARTICULO 60.  Los grupos parlamentarios se tendrán por legalmente 
constituidos cuando presenten a la Directiva, los documentos que 
establezca el Reglamento, lo que deberán hacer en la primera sesión 
ordinaria de la Legislatura. Es facultad de los diputados que integran  
el grupo parlamentario, elegir de entre ellos al coordinador.  

 
   SEGUNDO. -  Se reforma el artículo 161 del 
Reglamento Para el Gobierno Interior del Congreso del Estado de San 
Luis Potosí , para quedar como sigue:   
 
ARTICULO 161 .  De conformidad con el artículo 60 de la Ley 
Orgánica, un grupo parlamentario se tendrá por legalmente 
constituido cuando el partido político al que pertenezca, entregue a la 
Directiva, oficio en el que haga constar el nombre de sus integrantes; 
siendo que además éstos, deberán informar de la misma manera a la 

Directiva el nombre de quien hayan elegido como su coordinador.  
 
Para el caso de que los miembros del grupo parlamentario no llegaren 
a un acuerdo o que hubiere un empate dentro de la elección de 
coordinador de entre sus mi embros, se tomará en cuenta para ser 
coordinador los siguientes criterios de preferencia, en el siguiente 
orden:  



 

1) Aquel que hubiere sido nombrado diputado bajo el principio de 

mayoría relativa.  
 
2) Aquel que hubiere obtenido mayor número de votos en la ele cción 
en que fue electo.  
 
3) Aquel que tuviere mayor antigüedad en el partido político de que se 
trate.  
 
Los coordinadores parlamentarios sólo podrán durar en su cargo un 
año de ejercicio legal, pudiendo ser reelectos únicamente por un 
segundo periodo.  

 
Presentada la circunstancia de que un diputado se declarara 
independiente, éste quedará impedido para integrar la Junta de 
Coordinación Política, de conformidad con lo establecido por la Ley 
Orgánica.  
 

DISPOSICIONES TRANSITORIAS.  
 

   PRIMERA. -  El presente decreto entrara en vigor al 
día siguiente de su publicación.  

 
     SEGUNDA. -  Se derogan todas aquellas disposiciones 
que se opongan al contenido del presente decreto.  
 

    TERCERA. -  una vez en vigor la presente iniciativa, 
quien ocupare el cargo de coordinador parlamentario, podrá ser 
ratificado o depuesto en los términos dispuestos por ésta.  
 

A T E N T A M E N T E 
 

 
 

SAN LUIS  POTOSI,  S.L.P.,  MARZO 07,  2016  
 
 
 

MANUEL  BARRERA  GUILLÉN  



 

 

 
OSCAR  BAUTISTA  VILLEGAS  

 
 

JOSÉ  BELMÁREZ  HERRERA  
 
 

JESÚS  CARDONA  MIRELES  
 
 

FERNANDO  CHÁVEZ  MÉNDEZ  

 
 

SERGIO  ENRIQUE  DESFASSIUX  CABELLO  
 
 

JORGE  LUIS  DÍAZ  SALINAS  
 
 

ENRIQUE  ALEJANDRO  FLORES  FLORES  
 

 
MARÍA  GRACIELA  GAITÁN  DÍAZ  

 
 

GERARDO  LIMÓN  MONTELONGO  
 
 

RUBÉN  MAGDALENO  CONTRERAS  
 
 

ESTHER  ANGÉLICA  MARTÍNEZ  CÁRDENAS  
 
 

HÉCTOR  MENDIZÁBAL  PÉREZ  
 
 

HÉCTOR  MERÁZ  RIVERA  



 

 

 
GUILLERMINA  MORQUECHO  PAZZI  

 
 

LUCILA  NAVA  PIÑA  
 
 

MARIANO  NIÑO  MARTÍNEZ  
 
 

MARTHA  ORTA  RODRÍGUEZ  

 
 

JOSÉ  LUIS  ROMERO  CALZADA  
 
 

JOS EFINA  SALAZAR  BÁEZ  
 
 

DULCELINA  SÁNCHEZ  DE LIRA  
 

 
XITLÁLIC  SÁNCHEZ  SERVÍN  

 
 

ROBER TO  ALEJANDRO  SEGOVIA  HERNÁNDEZ  
 
 

GERARDO  SERRANO  GAVIÑO  
 
 

MARÍA  REBECA  TERÁN  GUEVARA  
 
 

J.  GUADALUPE  TORRES  SÁNCHEZ  

 

 

 

OSCAR  CARLOS  VERA  FÁBREGAT  



 

CC. Diputados Secretarios de la LXI Legislatura  

Del Honorable Congreso  

Del Estado de San Luis Potosí,  

Presentes. 

 

Dip. Fernando Chávez Méndez , integrante de la LXI Legislatura y miembro del Grupo 

Parlamentario del Partido Revolucionario Institucional, con fundamento en lo que 

disponen los artículos, 61 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí; los 

artículos 130 y 131 de la Ley Orgánica del Poder Legislativo del Estado; y los artículos 

61, 62, 65 y 66 del Reglamento para el Gobierno Interior del Congreso del Estado, 

someto a la consideración de esta Soberanía, Iniciativa con Proyecto que REFORMA 

párrafo primero del artículo 87 y ADICIONA fracciones I, II, III, IV y V; y un párrafo 

ultimo al mismo dispositivo de la Ley de Educación del  Estado de San Luis Potosí , 

misma que fundamento en la siguiente:  

 

EXPOSICIÓN  

DE  

MOTIVOS 

 

En materia educativa, la atención del Estado se ha concen trado en atender a las 

personas en edad típica de estudio en el nivel básico (primaria y secundaria) 

aplicando los recursos aportados por la sociedad a este nivel, descuidado el rezago 

educativo en los niveles medio superior y superior.  

 

Por fortuna, para la primaria y secundaria los indicadores educativos se han 

mejorado: la cobertura, la reprobación, el abandono, la eficiencia terminal, la 

absorción, etc. La educación preescolar queda aún con deficiencia.  

 

La educación media superior conocida como bachill erato ha mejorado en su 

modalidad escolarizada (absorción, terminación, etc.) pero ha sido sumamente 

desatendido el abatimiento al rezago en este nivel, esto se hace grave ante la 

decisión del legislativo de hacer obligatoria la educación media superior y exigible a 

partir del presente año.  

 

El rezago educativo en el nivel superior no ha sido debidamente atendido, existe un 

grave problema con la absorci·n que da origen a los denominados òrechazadosó, 

no se han construido alternativa para los que no logran terminar sus estudios en el 

nivel supe rior, se desatiende el problema de los no titulados denominados 

òpasantesó. En general no se ha atendido debidamente por parte del Estado al 

rezago educativo del nivel superior.  

 

El rezago educativo en los niveles medio superior y superior crece anualment e. 

 

No obstante que la Secretaria de Educación Pública debería de atender el rezago 

educativo en los niveles medio superior y superior lo hace deficientemente, la 

Dirección General de Acreditación Incorporación y Revalidación (DGAIR) a través 



 

del Acuerdo S ecretarial 286 ha monopolizado la certificación de nivel medio superior 

en alianza con CENEVAL del que es socio, la población atendida no es suficiente 

para abatir el crecimiento del rezago en este nivel. La Universidad Popular 

Autónoma de Veracruz atiende  una cantidad importante de certificación pero 

resulta que también insuficiente.  

 

En materia de educación media superior y superior, México no cumple con lo 

suscrito en tratados internacionales, auspicia monopolio en la prestación del servicio 

de certifica ción en, los términos del artículo 64 y viola el derecho constitucional al 

que tiene derecho un particular de dedicarse a una actividad lícita.  

 

La presente iniciativa tiene como finalidad que el Estado a través de l a Secretaría de 

Educación de Gobierno del Estado, por acuerdo de su titular, este obligado a 

expedir  certificados, constancias, diplomas o títulos a quienes acrediten 

conocimientos parciales o terminales que correspondan a cierto nivel educativo o 

grado es colar, adquiridos en forma autodidacta, de la experiencia laboral o a través 

de otros procesos educativos; así como el procedimiento que deberá seguir la 

autoridad para el otorgamiento de la certificación a otras instituciones educativas.  

 

Lo anterior fund ado en las siguientes:  

 

CONSIDERACIONES 

 

Todo individuo tiene derecho a la Educación.  

 

De conformidad a la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos (1917):  
 

òArt²culo 3o. Todo individuo tiene derecho a recibir educación. El Estado ð

Federación,  Estados y Municipios ð, impartirá educación preescolar, primaria, 

secundaria y media superior. La educación preescolar, primaria y secundaria 

conforman la educaci·n b§sica; ®sta y la media superior ser§n obligatorias.ó 

 

Y de la Declaración Universal de los  Derechos Humanos (1948):  

 

El artículo 26 señala que:  
 

1. òToda persona tiene derecho a la educación. La educación debe ser gratuita, al 

menos en lo concerniente a la instrucción elemental y fundamental. La instrucción 

elemental será obligatoria. La instrucc ión técnica y profesional habrá de ser 

generalizada; el acceso a los estudios superiores será igual para todos, en función 

de los m®ritos respectivoséó 

 

Así pues, se considera que la educación es un Derecho Fundamental, ya que en 

términos generales, es el proceso permanente que desarrolla capacidades físicas, 

intelectuales y éticas del ser humano, que le permiten integrarse positivamente a un 

medio social determinado; siendo esta una condición inherente a la naturaleza 



 

humana, de perfeccionamiento, personal idad y adaptación social; de ahí que se 

haga necesario garantizarla en el orden jurídico mexicano vigente.  

 

REZAGO EDUCATIVO 

 

En San Luis Potosí alrededor de 596 mil personas constituyen el rezago educativo del 

nivel medio superior de las cuales se estima que 300 mil son certificables. En el nivel 

superior, existen aproximadamente 331 mil personas con rezago educativo en el 

estado de San Luis Potosí de las cuales 150 m il podrían ser certificables.  

 

El rezago educativo en los adultos para los niveles medio superior y superior no es 

atendido debidamente por la Secretaría de Educación del Gobierno del Estado de 

San Luis Potosí (SEGE), la Secretaría se ha desatendido absol utamente del problema 

no obstante que los rezagados en general son trabajadores que pagan impuestos, 

generan riqueza y tienen derecho a certificarse.  

 

EDUCACIÓN MEDIA SUPERIOR ES OBLIGATORIA 

 

Recientemente se reformó el artículo tercero 1 de la Constitución Política de los 

Estados Unidos Mexicanos, dando a la educación media superior (que incluye el 

bachillerato) el carácter de obligatoria. Anteriormente, únicamente la educación 

básica (preescolar, primaria y secundaria) se tomaba como tal . 

 

LA CERTIFICACIÓN NO ES UNA ATRIBUCIÓN EXCLUSIVA DE LA AUTORIDAD EDUCATIVA 

FEDERAL. 

 

Según la Ley General de Educación publicada en el Diario Oficial de la Federación 

el 13 de julio de 1993 señala en su artículo 12:  

 
òCorresponden de manera exclusiva a la autoridad educativa federal las atribuciones 

siguientes:  

 

I.- Determinar para toda la República los planes y programas de estudio para la 

educación primaria, la secundaria, la normal y demás para la formación de maestros de 

educación básica, a cuyo efect o se considerará la opinión de las autoridades educativas 

locales y de los diversos sectores sociales involucrados en la educación en los términos del 

Artículo 48;  

II.- Establecer el calendario escolar aplicable en toda la República para cada ciclo 

lectivo  de la educación primaria, la secundaria, la normal y demás para la formación de 

maestros de educación básica;  

III.- Elaborar y mantener actualizados los libros de texto gratuitos, mediante 

procedimientos que permitan la participación de los diversos secto res sociales 

involucrados en la educación;  

IV.- Autorizar el uso de libros de texto para la educación primaria y la Secundaria;  

V.- Fijar lineamientos generales para el uso de material educativo para la educación 

primaria y la secundaria;  

                                                           
1 Publicado en el Diario Oficial de la Federación con fecha 26 de febrero de 2013 



 

VI.- Regular un sistema nacional de formación, actualización, capacitación y superación 

profesional para maestros de educación básica;  

VII.- Fijar los requisitos pedagógicos de los planes y programas de educación inicial y 

preescolar que, en su caso, formulen los particul ares; 

VIII.- Regular un sistema nacional de créditos, de revalidación y de equivalencias, que 

faciliten el tránsito de educandos de un tipo o modalidad educativo a otro;  

IX.- Llevar un registro nacional de instituciones pertenecientes al sistema educativo 

nacional;  

X.- Fijar los lineamientos generales de carácter nacional a los que deban ajustarse la 

constitución y el funcionamiento de los consejos de participación social a que se refiere el 

capítulo VII de esta Ley;  

XI.- Realizar la planeación y la program ación globales del sistema educativo nacional, 

evaluar a éste y fijar los lineamientos generales de la evaluación que las autoridades 

educativas locales deban realizar;  

XII.- Fomentar, en coordinación con las demás autoridades competentes del Ejecutivo 

Federal, las relaciones de orden cultural con otros países, e intervenir en la formulación de 

programas de cooperación internacional en materia educativa, científica, tecnológica, 

artística, cultural, de educación física y deporte, y  

XIII.- Las necesarias par a garantizar el carácter nacional de la educación básica, la 

normal y demás para la formación de maestros de educación básica, así como las 

dem§s que con tal car§cter establezcan esta Ley y otras disposiciones aplicables.ó 

 

EL ESTADO DE SAN LUIS POTOSÍ ESTÁ FACULTADO PARA LEGISLAR EN MATERIA DE 

CERTIFICACIÓN DE CONOCIMIENTOS 

 

Según Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, publicada en el Diario 

Oficial de la Federación el 17 de febrero de 1917:  
 

òARTICULO 124. Las facultades que no est§n expresamente concedidas por esta 

constitución a los funcionarios federales, se entienden reservadas a los estados o a la 

ciudad de M®xico, en los §mbitos de sus respectivas competencias.ó 

 

DERECHO COMPARADO EN MATERIA DE CERTIFICACIÓN DE CONOCIMIENTOS: 

 

Los Estados que cuentan con la figura de certificación de conocimientos en su 

Ley de la materia son:  

 

¶ Chiapas òARTICULO 107.- De acuerdo a los procedimientos que 

establece la Secretaria de Educación Pública, la secretaria de 

educación, podrá expedir constan cias, certificados y diplomas a quienes 

acrediten conocimientos terminales que correspondan a determinado 

nivel educativo o grado académico, adquiridos en forma autodidacta o 

a través de la experiencia laboral, siempre y cuando cumplan con los 

requisitos que establezca la propia secretaria de educaci·n.ó 

 

¶ Hidalgo òARTÍCULO 122.- La autoridad educativa local publicará en el 

Periódico Oficial del Estado, antes del inicio de cada ciclo escolar, la 

relación de las instituciones a las que se haya concedido autorización o 

reconocimiento  de validez oficial de estudios.  

 



 

De la misma manera, se publicarán los nombres de las instituciones a las 

que se revoque o retire las autorizaciones o reconocimientos respectivos.  

 

Los particulares que ofrezcan estudios con autorización o reconocimiento 

oficial, deberán especificar en la documentación que expidan y en la 

publicidad que realicen, una leyenda que indique su calidad de 

incorporados, el número y fecha del acuerdo respectivo, así como la 

autoridad que lo otorgue.ó 

 

¶ Oaxaca  òARTICULO 73.- Instituto Estatal de Educación Pública de 

Oaxaca, podrá expedir certificados , constancias, diplomas o títulos a 

quienes acrediten conocimientos técnicos y artísticos adquiridos en 

forma autodidacta o de la experiencia laboral, confo rme a la 

normatividad que para tal efecto se expida.  

 

Asimismo, los particulares que impartan estudios sin reconocimiento de 

validez oficial, deberán especificar en la documentación 

correspondiente y en la publicidad que efectúen, una leyenda que in 

dique su calidad de no incorporados.ó 

 

¶ Yucat§n òArtículo 92. - Las instituciones del sistema educativo estatal 

expedirán certificados  y otorgarán constancias, diplomas, títulos o grados 

académicos a las personas que hayan concluido estudios, de 

conformidad con lo s requisitos establecidos en los planes y programas 

correspondientes. Dichos documentos de escolaridad, y los estudios que 

amparan, tendrán validez en toda la República, y las instituciones no 

podrán retenerlos, ni aún aduciendo motivos disciplinarios, 

inc umplimiento en el pago de cuotas o cualesquier otras causas 

análogas imputables a los propios estudiantes, a sus familiares o a las 

personas de quienes dependan.ó 

 

Para finalizar es importante establecer que la Secretaria de Educación del Gobierno 

del Estado no ha cumplido lo mandatado en el párrafo segundo del artículo 87 de la 

Ley de la materia que a la letra mandata: òEl acuerdo secretarial respectivo 

señalará los requisitos específicos que deban cumplirse para la acreditación de los 

conocimientos ad quiridos, de conformidad con lo establecido por la Secretaría de 

Educaci·n P¼blica de la Administraci·n P¼blica Federal.ó 

 

Asimismo, se establece la comparativa de la propuesta para mayor comprensión:  

 
LEY DE EDUCACIÓN DEL ESTADO DE SAN 

LUIS POTOSÍ (TEXTO VIGENTE) 

PROPUESTA 

ARTÍCULO 87. La Secretaría de Educación 

de Gobierno del Estado, por acuerdo de 

su titular, podrá expedir certificados, 

constancias, diplomas o títulos a quienes 

acrediten conocimientos parciales o 

ARTÍCULO 87. La Secretaría de Educación 

de Gobierno del Estado, por acuerdo de 

su titular, expedirá  certificados, 

constancias, diplomas o títulos a quienes 

acrediten conocimientos parciales o 



 

terminales que correspondan a cierto nivel 

educativo o grad o escolar, adquiridos en 

forma autodidacta, de la experiencia 

laboral o a través de otros procesos 

educativos.  

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

terminales que correspondan a cierto nivel 

educativo o grado escolar, adquir idos en 

forma autodidacta, de la experiencia 

laboral o a través de otros procesos 

educativos.  

 

El proceso de certificación tendrá las 

siguientes etapas:  

 

I. Registro de interesados ante la 

instancia certificadora, cuya función es la 

de certificar conocimientos, en no más de 

30 días hábiles contados a partir de la 

fecha en la que el aspirante sea evaluado 

y acreditado por la instancia evaluadora, 

la Secretaría de Educación del Gobierno 

del Estado podrá reservarse esta función o 

delegarla a una perso na pública o 

privada.  

 

II. Preparación para el examen por 

parte de los interesados de forma 

autodidacta o en Centros de 

Acompañamiento, instancia que sea 

autorizada en no más de 10 días hábiles a 

partir de la presentación de la solicitud 

respectiva por la auto ridad educativa 

local, cuya función es preparar a los 

aspirantes para los exámenes si estos así 

lo requieren, sus tutores de los Centros de 

Acompañamiento deberán estar 

certificados por la instancia evaluadora y 

deberán ajustarse a los materiales y guías 

de estudio que proporcione dicha 

instancia.  

 

III. Evaluación de conocimientos por 

la instancia evaluadora, que deberá ser 

una institución de educación superior que 

cuente con reconocimiento de validez 

oficial de estudios del Gobierno del Estado 

o de la Secretar ía de Educación del 

Gobierno del Estado de San Luis Potosí, 

con una antigüedad mayor a 20 años de 

servicio educativo continuo en el Estado, 

con experiencia comprobable en el área 

de certificación y haber titulado en sus 

diferentes programas de educación 

superior a más de 2 000 egresados, y cuya 

función será elaborar, aplicar, calificar, 

calibrar el instrumento de evaluación, 

elaborar un simulador de exámenes y 

reportar los resultados a la instancia 

certificadora en no más de 5 días hábiles 

a partir de la fe cha de la presentación del 



 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

El acuerdo secretarial respectivo señalará 

los requisitos específicos que deban 

cumplirse para la acreditación de los 

conocimientos adquiridos, de 

conformidad con lo establecido por la 

Secretaría de Educación Pública de la 

Administración Pública Federal.  

examen por el interesado. Además 

deberá certificar a los tutores de los 

Centros de Acompañamiento, así como 

elaborar los contenidos necesarios para 

que el aspirante pueda prepararse de 

forma gratuita, independiente y 

autodidacta o bien ocurra a un Centro de 

Acompañamiento.  

 

IV. Certificación del evaluado por 

parte de la instancia certificadora, que 

deberá realizarlo en un tiempo máximo de 

30 días hábiles a partir de la fecha en que 

el aspirante fue evaluado y acreditado.  

 

V. Evaluación p or parte de los 

ciudadanos, usuarios del servicio 

educativo de certificación: de la 

Autoridad Educativa Local, la Instancia 

Certificadora y Evaluadora; los Centros de 

Acompañamiento.  

  

La Secretaría de Educación publicará en 

el Periódico Oficial del Gobier no del 

Estado, el Acuerdo Secretarial respectivo, 

señalando los requisitos, tiempos, y 

sanciones a los que habrán de ajustarse 

los participantes del proceso de 

certificación en un plazo no mayor de 3 

meses calendario y de conformidad con 

la Ley de Mejora R egulatoria del Estado y 

Municipios de San Luis Potosí.  

 

Con base en los motivos expuestos presento a consideración de este Honorable 

Pleno, el siguiente:  

 

PROYECTO  

DE  

DECRETO 

 

ÚNICO. Se REFORMA párrafo primero al artículo 87 y ADICIONA fracciones I, II,  III, IV y 

V; y un párrafo ultimo al mismo dispositivo de la Ley de Educación del  Estado de San 

Luis Potosí, para quedar como sigue  

 

ARTÍCULO 87. La Secretaría de Educación de Gobierno del Estado, por acuerdo de 

su titular, expedirá  certificados, constancias, diplomas o títulos a quienes acrediten 

conocimientos parciales o terminales que correspondan a cierto nivel educativo o 

grado escolar, adquiridos en forma autodidacta, de la experiencia laboral o a través 

de otros procesos educa tivos. 

 

El proceso de certificación tendrá las siguientes etapas:  



 

 

I. Registro de interesados ante la instancia certificadora, cuya función es la de 

certificar conocimientos, en no más de 30 días hábiles contados a partir de la 

fecha en la que el aspirante se a evaluado y acreditado por la instancia 

evaluadora, la Secretaría de Educación del Gobierno del Estado podrá 

reservarse esta función o delegarla a una persona pública o privada.  

 

II. Preparación para el examen por parte de los interesados de forma autodidacta o 

en Centros de Acompañamiento, instancia que sea autorizada en no más de 10 

días hábiles a partir de la presentación de la solicitud respectiva por la autoridad 

educativa local, cuya función es preparar a los aspirantes para los exámenes si 

estos así lo requieren, sus tutores de los Centros de Acompañamiento deberán 

estar certificados por la instancia evaluadora y deberán ajustarse a los 

materiales y guías de estudio que proporcio ne dicha instancia.  

 

III. Evaluación de conocimientos por la instancia evaluadora, que deberá ser una 

institución de educación superior que cuente con reconocimiento de validez 

oficial de estudios del Gobierno del Estado o de la Secretaría de Educación del 

Gob ierno del Estado de San Luis Potosí, con una antigüedad mayor a 20 años de 

servicio educativo continuo en el Estado, con experiencia comprobable en el 

área de certificación y haber titulado en sus diferentes programas de educación 

superior a más de 2 000 e gresados, y cuya función será elaborar, aplicar, 

calificar, calibrar el instrumento de evaluación, elaborar un simulador de 

exámenes y reportar los resultados a la instancia certificadora en no más de 5 

días hábiles a partir de la fecha de la presentación del examen por el interesado. 

Además deberá certificar a los tutores de los Centros de Acompañamiento, así 

como elaborar los contenidos necesarios para que el aspirante pueda 

prepararse de forma gratuita, independiente y autodidacta o bien ocurra a un 

Cent ro de Acompañamiento.  

 

IV. Certificación del evaluado por parte de la instancia certificadora, que deberá 

realizarlo en un tiempo máximo de 30 días hábiles a partir de la fecha en que el 

aspirante fue evaluado y acreditado.  

 

V. Evaluación por parte de los ciudada nos, usuarios del servicio educativo de 

certificación: de la Autoridad Educativa Local, la Instancia Certificadora y 

Evaluadora; los Centros de Acompañamiento.  

   

La Secretaría de Educación publicará en el Periódico Oficial del Gobierno del 

Estado, el Acu erdo Secretarial respectivo, señalando los requisitos, tiempos, y 

sanciones a los que habrán de ajustarse los participantes del proceso de 

certificación en un plazo no mayor de 3 meses calendario y de conformidad con la 

Ley de Mejora Regulatoria del Estado  y Municipios de San Luis Potosí.  

 

TRANSITORIOS 

 



 

PRIMERO. Este Decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el 

Periódico Oficial del Estado.  

 

SEGUNDO. Se derogan todas las disposiciones legales que se opongan al presente 

Decreto.  

 

 

ATENTAMENTE 

 

 

 

 

DIP. FERNANDO CHÁVEZ MÉNDEZ 

 



 

San Luis Potosí, S. L. P. A 7 de marzo de 2016 

 
CC. DIPUTADOS SECRETARIOS DE LA LXI LEGISLATURA 
DEL CONGRESO DEL ESTADO DE SAN LUIS POTOSÍ. 
P r e s e n t e s. 
 
Con fundamento en lo establecido por los artículos 61 de la Constitución Política del Estado 
Libre y Soberano de San Luis Potosí;  130 y 131 de la Ley Orgánica del Poder Legislativo del 
Estado; y 61, 62, 65 y 66 del Reglamento para el Gobierno Interior del Congreso del Estado, 
Josefina Salazar Báez, diputada local en esta LXI Legislatura e integrante del Grupo 
Parlamentario del Partido Acción Nacional, me permito someter a la consideración de esta 
Honorable Soberanía la presente Iniciativa con Proyecto de Decreto que propone adicionar 
una nueva fracción XIII, con lo que la actual con ese número ordinal pasaría a ser la XIV y de 
esa forma reordenar las denominaciones de los consecutivos siguientes, del artículo 19 de La 
Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí, con la 
finalidad de que la información de disponer que las donaciones que reciban los entes 
obligados, sean en efectivo, depósitos financieros, especie, o servicios, formen parte 
de la información pública de o ficio que deben presentar a la ciudadanía de forma 
completa, permanente y actualizada, con base en la siguiente: 
 

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 
 

La Ley General de Transparencia y Acceso a la Información Pública establece en su Artículo 4 
ÑÕÅȡ Ȱel derecho humano de acceso a la información que comprende solicitar, investigar, 
difundir, buscar y recibir información. Toda la información generada, obtenida, adquirida, 
transformada o en posesión de los sujetos obligados es pública y accesible a cualquier persona 
en los términos y condiciones que se establezcan en la presente Ley, en los tratados 
internacionales de los que el Estado mexicano sea parte, la Ley Federal, las leyes de las 
Entidades Federativas y la normatividad aplicable en sus respectivas competencias; sólo podrá 
ser clasificada excepcionalmente como reservada temporalmente por razones de interés 
ÐĭÂÌÉÃÏ Ù ÓÅÇÕÒÉÄÁÄ ÎÁÃÉÏÎÁÌȟ ÅÎ ÌÏÓ ÔïÒÍÉÎÏÓ ÄÉÓÐÕÅÓÔÏÓ ÐÏÒ ÅÓÔÁ ,ÅÙȢȱ  
 
Por lo tanto, el acceso a la información en los términos establecidos, se encuentra reconocido 
plenamente por la ley en nuestro país, y por tanto, podemos inferir que la información 
pública es toda aquélla con esa naturaleza que se encuentra en posesión de los entes 
obligados y no solo la que se encuentra considerada de forma explicita como información 
pública en la legislación vigente. El espíritu de la ley en materia de transparencia es que la 
reserva de información es una excepción que debe estar perfectamente fundada y no la 
generalidad que debe ser lo más abierta posible. 
  



 

De hecho, la importancia de contar con una legislación que favorezca y facilite el acceso a la 
información es relevante para la vida democrática actual de nuestro país, como lo señala el 
ÅÓÐÅÃÉÁÌÉÓÔÁ !ÌÂÅÒÔÏ /ÌÖÅÒÁȡ Ȱla transparencia y la rendición de cuentas constituyen un 
complejo entramado de principios, derechos, instituciones y prácticas. El consenso nacional 
sobre la urgencia de aplicar estos principios en la vida pública ha sido uno de los avances 
históricos que ha traído la transición a la democracia. Representa una ruptura simbólica con la 
cultura de la opacidad, el secretismo y la discrecionalidad que eran una característica central 
del régimen autoritario. En México la transparencia es indirectamente un derecho de los 
ciudadanos por la vía del derecho a la información, reglamentado en la Ley Federal y en las 
leyes estatales de Acceso a la Información Pública. La rendición de cuentas es una de las 
obligaciones fundamentales del Estado.ȱ2   
 
Ahora bien, el alcance de la legislación en transparencia es amplio. Así, nuestra ley local en la 
materia, que tiene armonía y correspondencia con la Ley General de Transparencia y con la 
Constitución Política del Estado, engloba una gran cantidad de temas, entre los que destaca 
lo relativo a partidos políticos, archivos y todo lo referente al órgano constitucional 
autónomo encargado de garantizar la transparencia.  
 
Aunque la norma local en la materia se pude considerar de las más avanzadas en el país, el 
derecho a la información de la ciudadanía en lo relativo a donativos realizados a favor de las 
instituciones públicas en general, no está incluido. 
 
Aún y cuando existen alusiones al tema de los donativos de forma inconexa y no sistemática, 
este aspecto no se encuentra debidamente contemplado. Por ejemplo en el artículo 24, 
fracción X se establece que los partidos deberán hacer públicos Ȱ,ÏÓ ÉÎÆÏÒÍÅÓ Ñue entreguen 
al Consejo Estatal Electoral, mismos que detallarán el monto de las asignaciones públicas 
recibidas, criterios de asignación, formas y tiempos de ejecución, responsables de la recepción y 
ejecución; así como, de las participaciones, donaciones y financiamiento privado que hayan 
recibido, en los mismos términos señalados para las asignaciones públicas. Las auditorías y 
ÖÅÒÉÆÉÃÁÃÉÏÎÅÓ ÄÅ ÑÕÅ ÓÅÁÎ ÏÂÊÅÔÏ ÌÏÓ ÐÁÒÔÉÄÏÓ Ù ÁÇÒÕÐÁÃÉÏÎÅÓ ÐÏÌþÔÉÃÁÓȢȱ  
 
Por su parte en la Ley General de Transparencia el tema de los donativos solo aparece en los 
siguientes artículos; el 70, fracción LXIV, señala el deber de los sujetos obligados por la ley, 
de poner a disposición pública la información de las Ȱ$ÏÎÁÃÉÏÎÅÓ ÈÅÃÈÁÓ Á ÔÅÒÃÅÒÏÓ ÅÎ ÄÉÎÅÒÏ 
Ï ÅÎ ÅÓÐÅÃÉÅȱ; en el artículo 77, fracción III se establece que ȰÌÏÓ ÆÉÄÅÉÃÏÍÉÓÏÓȟ ÆÏÎÄÏÓ ÐĭÂÌÉÃÏÓȟ 
ÍÁÎÄÁÔÏÓ Ï ÃÕÁÌÑÕÉÅÒ ÃÏÎÔÒÁÔÏ ÁÎÜÌÏÇÏȟ ÄÅÂÅÒÜÎ ÐÏÎÅÒ Á ÄÉÓÐÏÓÉÃÉĕÎ ÄÅÌ ÐĭÂÌÉÃÏȣȱ (fracción 
III) Ȱ%Ì ÍÏÎÔÏ ÔÏÔÁÌȟ ÅÌ ÕÓÏ Ù ÄÅÓÔÉÎÏ ÄÅÌ ÐÁÔÒÉÍÏÎÉÏ ÆÉÄÅÉÃÏÍÉÔÉÄÏȟ ÄÉÓÔÉÎÇÕÉÅÎÄÏ ÌÁÓ 
aportaciones públicas y fuente de los recursos, los subsidios, donaciones, transferencias, 

                                                           
2 Olvera Rivera, Alberto. Rendición de cuentas: los fundamentos teóricos de una práctica de la ciudadanía.  En: 

http://capacitacion.iedf.org.mx/moodle/seminario/lecturas/lecturas/sesion7_8/olvera.pdf    Recuperado el 24 de febrero 

2016. 

http://capacitacion.iedf.org.mx/moodle/seminario/lecturas/lecturas/sesion7_8/olvera.pdf


 

ÅØÃÅÄÅÎÔÅÓȟ ÉÎÖÅÒÓÉÏÎÅÓ ÒÅÁÌÉÚÁÄÁÓ Ù ÁÐÏÒÔÁÃÉÏÎÅÓ Ï ÓÕÂÖÅÎÃÉÏÎÅÓ ÑÕÅ ÒÅÃÉÂÁÎȠȱ el artículo 79, a 
su vez, trata sobre las obligaciones de transparencia de los sindicatos, y en la fracción IV 
establece que se debe hacer accesible Ȱ,Á ÒÅÌÁÃÉĕÎ ÄÅÔÁÌÌÁÄÁ ÄÅ ÌÏÓ ÒÅÃÕÒÓÏÓ ÐĭÂÌÉÃÏÓ 
económicos, en especie, bienes o donativos que reciban y el informe detallado del ejercicio y 
ÄÅÓÔÉÎÏ ÆÉÎÁÌ ÄÅ ÌÏÓ ÒÅÃÕÒÓÏÓ ÐĭÂÌÉÃÏÓ ÑÕÅ ÅÊÅÒÚÁÎȢȱ 
 
Eso respecto de la Ley General de Transparencia, en la que la obligación de publicar los 
donativos recibidos no es expresa, mientras que legislación local, no hay un solo dispositivo 
que regule el asunto que es materia de la presente iniciativa.  
 
Considero que en los actuales tiempos que vivimos en los que las instituciones pueden ser 
vulnerables a manejos administrativos o financieros irregulares cuando la legislación es 
ambigua u omisa, no podemos permitir que las insuficiencias normativas sean el recoveco 
que permita la realización de prácticas anómalas para el buen manejo de los recursos 
públicos. Llamo la atención a mis compañeros y compañeras legisladoras porque este es un 
aspecto que no se puede dejar de lado, debido a que los donativos, dentro de condiciones 
específicas, pueden ser producto de acuerdos extra institucionales y fuera de la legalidad que 
aprovechen la opacidad para servir a otros propósitos distintos al bien público.  
 
En ese escenario se producen problemas de conflicto de intereses, y se desvirtúa el actuar y 
la propia razón de ser de las instituciones públicas. Si bien, no todas las circunstancias en 
que se realizan los donativos producen estos efectos negativos, es importante fortalecer la 
transparencia para evitar los actos opacos y ocultos que comprometan a las instituciones, y 
por otro lado, para reconocer a quienes realicen donaciones movidos solamente por un 
ánimo de apoyo y cooperación.   
 
Volviendo al tema del valor de la información pública, y su acceso a ella, para los ciudadanos, 
en palabras de los investigadores Victor Abramovich y Christian Courtis este tipo de 
información tiene, ȰÁÄÅÍÜÓ ÄÅ ÕÎ ÖÁÌÏÒ ÐÒÏÐÉÏȟ ÕÎ ÖÁÌÏÒ ÉÎÓÔÒÕÍÅÎÔÁÌȟ ÑÕÅ ÓÉÒÖÅ ÃÏÍÏ 
presupuesto del ejercicio de otros derechos y del funcionamiento institucional de contralor de 
los poderes públicos. En este sentido surge la noción de un derecho de acceso a la información, 
como exigencia de socialización de la información y por ende como límite a la exclusividad o al 
ÓÅÃÒÅÔÏ ÄÅ ÌÁ ÉÎÆÏÒÍÁÃÉĕÎȢȱ3  
 
Esta iniciativa busca fortalecer el derecho a la información, tanto por sí misma como por su 
valor instrumental, para posibilitar la vigilancia a las instituciones públicas, entre unas y 
otras y por parte de la ciudadanía, esto último es un elemento clave en un ámbito 
democrático, donde la expectativa es un involucramiento activo de la ciudadanía y una 
mayor rendición de cuentas de las autoridades.  Finalmente, lo que se busca es fortalecer la 
                                                           
3 El acceso a la información como derecho. En: http://wp.cedha.net/wp-content/uploads/2011/05/EL-ACCESO-A-LA-

INFORMACI%C3%93N-COMO-DERECHO.pdf   Recuperado el 2 de marzo 2016. 

http://wp.cedha.net/wp-content/uploads/2011/05/EL-ACCESO-A-LA-INFORMACI%C3%93N-COMO-DERECHO.pdf
http://wp.cedha.net/wp-content/uploads/2011/05/EL-ACCESO-A-LA-INFORMACI%C3%93N-COMO-DERECHO.pdf


 

legislación local en materia de transparencia, ya que hasta el momento, como se ha señalado, 
solamente se han hecho esfuerzos normativos para transparentar lo relacionado a donativos 
en partidos políticos, por lo que la reforma que se impulsa representa un avance general en 
la construcción de controles institucionales y también, abona en términos de credibilidad a 
las instituciones públicas del estado.  
 
Con base en los motivos expuestos presento a consideración de este honorable pleno, el 
siguiente 
 

PROYECTO DE DECRETO 
 

ÚNICO. Se adiciona una nueva fracción XIII, con lo que la actual con ese número ordinal 
pasaría a ser la XIV y de esa forma reordenar las denominaciones de los consecutivos 
siguientes, del artículo 19 de La Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del 
Estado de San Luis Potosí, para quedar como sigue: 
 

LEY DE TRANSPARENCIA Y ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA DEL ESTADO DE 
SAN LUIS POTOSÍ 

 
 TITULO CUARTO 

DE LA INFORMACIÓN PÚBLICA QUE DEBE DIFUNDIRSE DE OFICIO 
 

CAPITULO I 
Del Contenido de la Información Pública de Oficio  

 
ARTICULO 19. Además de la señalada en el artículo 18 de esta Ley, las entidades públicas 
deberán poner a disposición del público, de oficio, en forma completa y actualizada, la siguiente 
información: 
 

I. ȣ 
II. ... 

III. ... 
ȣ 
ȣ 

XIII.  Todos los donativos que reciban de personas físicas o morales e  instituciones públicas, 
sean estos en efectivo, depósitos financieros, en especie, servicios, o de cualquier otra 
naturaleza;  
ȣ 
ȣ 

XXVIII. ȣ Ȣ 
 

TRANSITORIOS 
 

PRIMERO. El presente decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el 
Periódico Oficial del Estado de San Luis Potosí. 



 

 
SEGUNDO. Se derogan todas las disposiciones legales que se opongan al presente decreto. 

 
A T E N T A M E N T E 

 
 
  
 
  

DIP. JOSEFINA SALAZAR BÁEZ 
 

 



 

San Luis Potosí, S. L. P. A 14 de marzo de 2016 

 
CC. DIPUTADOS SECRETARIOS DE LA LXI LEGISLATURA 
DEL CONGRESO DEL ESTADO DE SAN LUIS POTOSÍ. 
P r e s e n t e s. 
 
Con fundamento en lo establecido por los artículos 61 de la Constitución Política del Estado 
Libre y Soberano de San Luis Potosí;  130 y 131 de la Ley Orgánica del Poder Legislativo del 
Estado; y 61, 62, 65 y 66 del Reglamento para el Gobierno Interior del Congreso del Estado, 
Xitlálic Sánchez Servín, diputada local en esta LXI Legislatura e integrante del Grupo 
Parlamentario del Partido Acción Nacional, me permito someter a la consideración de esta 
Honorable Soberanía la presente Iniciativa con Proyecto de Decreto que propone adicionar 
fracción VI al artículo 111 del Reglamento para el Gobierno Interior del Congreso del 
Estado de San Luis Potosí con la finalidad de establecer en las disposiciones 
reglamentarias que en caso de empate en la votación nominal, se repita 
inmediatamente la votación por única ocasión y si después de ello persistiera el 
empate, entonces el o la legisladora que ocupe la Preside ncia de la Directiva tendrá 
voto de calidad, con base en la siguiente: 
 

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 
 

Como ya es público y notorio, en el Congreso del Estado se ha presentado la circunstancia de 
que una votación nominal ha quedado empatada, sin que existiera previsión normativa, ni en 
el Reglamento de Gobierno Interior y tampoco en la Ley Orgánica para proceder en el caso 
de empate en votaciones nominales en el H. Congreso del Estado de San Luis Potosí, por lo 
que es necesario implementar un mecanismo por motivos de funcionamiento que garantice 
la eficacia del Poder Legislativo potosino.  
 
Como también se ha hecho del conocimiento público, en el Congreso del Estado fueron 
presentadas dos iniciativas para atender la posibilidad de este problema, mismas que de 
forma general plantean repetir las votaciones en caso de empate en aras de romper el 
empate aritmético.  
 
Sin embargo, considero que la voluntad del legislador al emitir su sufragio es una asunto de 
la mayor responsabilidad y que solo debe preverse la posibilidad de una repetición y que si 
en ese supuesto no se decantara la decisión por el pro o el contra, entonces, al igual que 
ocurre en las sesiones de comisión, el Presidente de la Directiva tenga voto de calidad para 
resolver la parálisis.  
 
El voto de calidad de acuerdo al investigador Guillermo Cabanellas,  ȰÄÅÎÏÍÉÎÁÄÏ ÔÁÍÂÉïÎ 
como preponderante o decisivo, es el que corresponde en una junta, asamblea, colegio o 



 

Consejo a determinada persona o miembro del mismo, casi sin excepción a su presidente, para 
resolver en caso de empate, adhiriéndose al parecer que mejor le parezca." 4   
 
Si bien, la implementación de este mecanismo en votaciones nominales en el Pleno puede 
originar contraargumentos como que se trata de un dispositivo basado en el principio de la 
existencia de un primero entre pares, esta medida sería solo un último recurso ante la 
prevalencia de una determinación inamovible de posturas, es por eso que se estima 
necesario contemplar su utilidad, características y aplicación concreta.  
 
La utilidad y características de este voto en organismos colegiados son expuestas por 
Fernando Castro y Esteban Corral, autores de un manual para Concejales:  
 
Ȱ%Ì ÖÏÔÏ ÄÅ ÃÁÌÉÄÁÄ ÁÔÒÉÂÕÉÄÏ ÁÌ ÐÒÅÓÉÄÅÎÔÅ ÅÓ ÒÅÑÕÉÓÉÔÏ ÎÅÃÅÓÁÒÉÏ ÅÎ ÌÁÓ ÄÅÃÉÓÉÏÎÅÓ ÄÅ ÔÏÄÏ 
órgano colegiado. Ha de suponerse que si el número de votantes es par, puede producirse una 
paridad de criterios que de no arbitrar un procedimiento convencional para salvar el empate, 
ÐÏÄÒþÁ ÌÌÅÇÁÒ Á ÐÁÒÁÌÉÚÁÒ ÌÁ ÖÉÄÁ ÁÄÍÉÎÉÓÔÒÁÔÉÖÁ Ï ÐÁÒÔÅ ÄÅ ÅÌÌÁȢȱ Por lo que, en este caso, la 
utilidad principal de este dispositivo es aumentar la eficacia de la labor Legislativa al 
resolver las votaciones en empate que de otra forma podrían afectar el desempeño y 
efectividad al resolver asuntos. 
 
Acerca de la importancia y peso del voto de calidad, que se suele decir es un voto decisivo, 
los mismos expertos afirman que ȰÎÏ ÑÕÉÅÒÅ ÄÅcir que el presidente disponga de dos votos, sino 
que su único voto es susceptible de producir un doble efecto. El presidente, en las sesiones, es el 
último en emitir su voto. Si verificado el recuento de votos (en la segunda votación), después de 
que el presidente emita el suyo persiste el empate se resuelve a favor de la postura defendida 
ÐÏÒ ÅÌ ÐÒÅÓÉÄÅÎÔÅ ÃÕÙÏ ÖÏÔÏ ÊÕÅÇÁ ÅÎ ÅÓÔÅ ÃÁÓÏ ÕÎ ÅÆÅÃÔÏ ÃÕÁÌÉÔÁÔÉÖÏ Ï ÄÉÒÉÍÅÎÔÅȢȱ 5 De esa 
manera, el voto del presidente juega un rol contextual distinto en ese caso y no es 
inherentemente un voto doble ni uno que de forma absoluta tenga más valor que los demás.  
 
Para comenzar a contextualizar estos principios al caso de la práctica parlamentaria, 
tenemos que contemplar que la figura del voto de calidad existe en la Legislación en varios 
casos, incluido el potosino: en la Ley  Orgánica del Congreso, el artículo 30 se estipula que 
Ȱ,ÏÓ ÁÃÕÅÒÄÏÓ ÄÅ ÌÁ $ÉÐÕÔÁÃÉĕÎ 0ÅÒÍÁÎÅÎÔÅ ÓÅ ÔÏÍÁÒÜÎ ÐÏÒ ÅÌ ÖÏÔÏ ÄÅ ÌÁ ÍÁÙÏÒþÁ ÄÅ ÌÏÓ 
ÐÒÅÓÅÎÔÅÓȠ ÅÎ ÃÁÓÏ ÄÅ ÅÍÐÁÔÅȟ ÅÌ 0ÒÅÓÉÄÅÎÔÅ ÄÅ ÌÁ ÍÉÓÍÁ ÔÅÎÄÒÜ ÖÏÔÏ ÄÅ ÃÁÌÉÄÁÄȢȱ  
 
En el artículo 94. Ȱ0ÁÒÁ ÑÕÅ ÌÁÓ ÒÅÓÏÌÕÃÉÏÎÅÓ Ù ÄÉÃÔÜÍÅÎÅÓ ÄÅ ÌÁÓ ÃÏÍÉÓiones sean válidos se 
requiere: I. Ser aprobados por mayoría de votos de sus integrantes, teniendo el presidente de 
ÌÁÓ ÍÉÓÍÁÓȟ ÖÏÔÏ ÄÅ ÃÁÌÉÄÁÄ ÅÎ ÃÁÓÏ ÄÅ ÅÍÐÁÔÅȢȱ  

                                                           
4 http://web.archive.org/web/20081006184729/http://noticias.iruya.com/content/view/12358/417/    

Recuperado el 10 de marzo de 2016. 
5 Castro Abella, Fernando. Corral García, Esteban. Manual del Concejal. Wolters Kluwer. Madrid.  2007.  P. 452. 

http://web.archive.org/web/20081006184729/http:/noticias.iruya.com/content/view/12358/417/


 

A su vez en el Reglamento para el Gobierno Interior del Congreso del Estado de San Luis 
Potosí Sección Sexta denominada De las Reuniones de las Comisiones y Comités, en el 
artículo 150 se preceptúa que: Ȱ0ÁÒÁ ÑÕÅ ÌÁÓ ÃÏÍÉÓÉÏÎÅÓ Ù ÃÏÍÉÔïÓ ÐÕÅÄÁÎ ÌÌÅÖÁÒ Á ÃÁÂÏ ÌÁ 
reunión, se requerirá la presencia de la mitad más uno de sus integrantes, y para que los 
acuerdos tomados sean válidos, el voto de la mitad más uno de los diputados presentes; en caso 
ÄÅ ÅÍÐÁÔÅȟ ÅÌ ÐÒÅÓÉÄÅÎÔÅ ÄÅ ÌÁ ÃÏÍÉÓÉĕÎ Ï ÃÏÍÉÔï ÔÅÎÄÒÜ ÖÏÔÏ ÄÅ ÃÁÌÉÄÁÄȢȱ 
 
El voto de calidad no es ajeno a la Legislatura potosina ya que, como vemos, existe para los 
casos de Diputación Permanente, Comisiones y Comité, aunque no se encuentra estipulado 
para la votación nominal. Sin embargo en la República Mexicana hay entidades que 
contemplan esta figura para las votaciones nominales en su Ley Orgánica del Poder 
Legislativo o Reglamento para el Gobierno Interior del Poder Legislativo como se expresa en 
el siguiente cuadro. 
 

Entidad  Legislación  Artículo  
Aguascalientes Ley Orgánica del Poder 

Legislativo del Estado de 
Tabasco 

Artículo 40.- El Presidente de la Mesa 
Directiva, será a su vez el Presidente del 
Congreso del Estado durante el período de 
sesiones, tiene las siguientes atribuciones: 
Fracc XXVII. Contar con voto de calidad en 
caso de empate en las votaciones llevadas 
a cabo en el Pleno 

Estado de México Ley Orgánica del Poder 
Legislativo del Estado Libre y 

Soberano de México 

Artículo 91.- En las votaciones, los 
empates se decidirán por el voto de 
calidad de quien presida la sesión. 

 
Nayarit Reglamento para el Gobierno 

interior del Congreso 
Articulo 140.- Las disposiciones generales 
que regirán para todos los tipos de 
votación, son las siguientes: IV. El 
presidente hará formalmente la 
declaratoria de los resultados de cada 
votación y, en caso de empate, se 
ordenará que se repita, y si persiste, se 
discutirá y votará el asunto en sesión 
posterior. Si de nuevo se empata, decidirá 
el voto de calidad del presidente del 
Congreso. 

 
Tabasco Ley Orgánica del Poder 

Legislativo 

Artículo 166.- Todas las decisiones en el 
Pleno se tomarán por mayoría simple o 
relativa, 
por mayoría absoluta o por mayorías 
calificadas o especiales, sea del total de los 
integrantes 
del Congreso o de los diputados presentes 
en la sesión de que se trate, conforme a lo 
ÓÉÇÕÉÅÎÔÅȡ ɉȣɊ %Î ÃÁÓÏÓ ÄÅ ÅÍÐÁÔÅ ÅÎ 
cualquier forma de votación, el Presidente 
del Congreso, además del ordinario, 
tendrá voto de calidad. 

Tlaxcala Reglamento Interior del Artículo 157. Los empates en las 



 

Congreso del Estado de Tlaxcala votaciones que no sean para elegir 
personas, se decidirán con el voto de 
calidad del presidente. 

 
Zacatecas Reglamento General del Poder 

Legislativo del Estado de 
Zacatecas 

Artículo 138. En caso de empate en las 
votaciones señaladas en el artículo 
anterior, se repetirá la votación en la 
misma sesión y si resultaren empatados 
por segunda ocasión, el Presidente tendrá 
voto de calidad. 

 
En el caso específico de la Legislatura del Estado de San Luis Potosí, esta propuesta para 
incluir el voto de calidad en las votaciones nominales incluye una segunda votación, como en 
el caso de Nayarit y Zacatecas, de manera que, en caso de empate, se realizaría una segunda 
votación y de persistir el empate, éste se resolvería con el voto de calidad del presidente en 
funciones.  
 
Se insiste en que, por sus características, el voto de calidad puede ayudar a fomentar la 
eficacia del Poder Legislativo pero debe ejercerse con prudencia, debido al alcance de la 
decisión del Presidente al emitir su voto, lo que lleva a una variedad de escenarios. 
Analizando uno de ellos, el especialista Fernando Santaoalalla afirma que ȰÌÌÅÇÁÄÏ ÅÌ 
momento de emitir su voto, el presidente aprecia que el mismo provocaría un empate y, con 
ello, la aplicación de la regla dirimente que impone el artículo comentado, el presidente debería 
emitirlo en forma de evitar el empate, esto es, votando con la mayoría producida hasta ese 
momento. Puede resultar criticable esta propuesta ɂy admitimos que alguna medida lo esɂ, 
pues impide a un miembro, concretamente a su presidente, votar con arreglo a su conciencia o 
preferencia. Pero ese sacrificio tiene una contrapartida sumamente ventajosa: reforzar la 
auctoritas, en la medida que sus veredictos serían producto de una verdadera mayoría interna 
y no de un emplasto legal. La merma individual tendría una compensación institucional. No hay 
que olvidar que la aceptabilidad social de sus fallos a la larga depende más del rigor de sus 
argumentos y generosidad de los que participan en su elaboración que de acomodos legales 
ÃÏÍÏ ÅÌ ÅÓÔÕÄÉÁÄÏȟȱ 6  en otro tipo de escenarios, donde el voto de calidad sea ejercido, es 
posible que el Presidente llevaría la carga y asumiría el costo político de la decisión, o que se 
apegue por completo a los lineamientos de su grupo parlamentario. 
 
Sin embargo es necesario considerar que en el caso de la Legislatura del Estado de San Luis 
Potosí, que se compone por un número impar de Diputados, es poco probable que se 
presenten empates durante votaciones nominales, a menos que se cuenten con abstenciones 
o inasistencias en el Pleno, por lo que estos escenarios serían difíciles de alcanzar, aunque la 
posibilidad existe.  

                                                           
6{ŀƴǘŀƻƭŀƭƭŀ [ƽǇŜȊΣ CŜǊƴŀƴŘƻΦ ά9ƭ Ǿƻǘƻ ŘŜ ŎŀƭƛŘŀŘ ŘŜƭ ǇǊŜǎƛŘŜƴǘŜ ŘŜƭ ǘǊƛōǳƴŀƭ ŎƻƴǎǘƛǘǳŎƛƻƴŀƭΦέ tΦ нмлΦ 9ƴΥ 

https://dialnet.unirioja.es/descarga/articulo/2976330.pdf       Recuperado el 9 de marzo del 2016. 
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La ventaja de esta propuesta es que, en dado caso de empate, se plantea una segunda ronda 
de votaciones, y sólo si el empate persiste, se ejercerá el voto de calidad.  
 
Por lo que esta figura, en la práctica, actuaría como un estímulo para el diálogo y la 
negociación después del primer empate sin necesidad de realizar varias votaciones que 
consuman tiempo o de dejar pendiente el asunto en cuestión.  
 
De forma pragmática, reconozco que el voto de calidad, por la responsabilidad e 
implicaciones que le acompañan, no suele ser el mecanismo más deseable para resolver 
situaciones de empate en votaciones nominales, sin embargo, si se llega hasta el punto de un 
segundo empate, su implementación en la votación nominal es necesaria, ya que es una 
forma de aumentar la eficacia del Poder Legislativo y reducir el consumo de tiempo y el 
desgaste sin necesidad.   
 
Con base en los motivos expuestos presento a consideración de este honorable pleno, el 
siguiente: 
 

PROYECTO DE DECRETO 
 

ÚNICO. Se adiciona fracción VI al artículo 111 del Reglamento para el Gobierno Interior del 
Congreso del Estado de San Luis Potosí para quedar como sigue: 
 

REGLAMENTO PARA EL GOBIERNO INTERIOR 
DEL CONGRESO DEL ESTADO DE SAN LUIS POTOSÍ 

 
TITULO SÉPTIMO 

DE LOS MECANISMOS LEGISLATIVOS 
 

CAPITULO IV 
DE LAS VOTACIONES 

 
 ARTICULO 111. La votación nominal se efectuará de la siguiente manera: 
 

I. ... ; 
II. ..- ; 

III. ȣ Ƞ 
IV. ȣ Ƞ 
V. ȣ- ; 

VI. En caso de empate en la votación nominal, se repetirá  la votación en la misma sesión y si 
resultaren empatados por segunda ocasión, el Presidente de la Directiva, o el legislador que 
se encuentre en esas funciones tendrá voto de calidad.  

 

  



 

TRANSITORIOS 
 

PRIMERO. El presente decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el 
Periódico Oficial del Estado de San Luis Potosí. 
 
SEGUNDO. Se derogan todas las disposiciones legales que se opongan al presente decreto. 
 

A T E N T A M E N T E 
 
 
 
  

DIP. XITLÁLIC SÁNCHEZ SERVÍN 
 
 
 

 



 

DIPUTADOS SECRETARIOS DE LA LXI LEGISLATURA  
DEL CONGRESO DEL ESTADO. 
P R E S E N T E. 
 
El que suscribe, Oscar Carlos Vera Fabregat, Diputado de la Fracción Parlamentaria, Única e Indivisible, del 
tŀǊǘƛŘƻ tƻƭƝǘƛŎƻ 9ǎǘŀǘŀƭ ά/ƻƴŎƛŜƴŎƛŀ tƻǇǳƭŀǊέΤ Ŝƴ ŜƧŜǊŎƛŎƛƻ de las facultades que me conceden los artículos, 61 de 
la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de San Luis Potosí; 130 y 131 de la Ley Orgánica del Poder 
Legislativo del Estado de San Luis Potosí; 61, 62 y 65 del Reglamento para el Gobierno Interior del Congreso del 
Estado de San Luis Potosí; someto a la consideración de esta Soberanía, iniciativa con proyecto de decreto que 

propone REFORMAR el último párrafo del artículo 180 de la Ley de Aguas para el Estado de San Luis Potosí. 
El objetivo de la presente iniciativa es establecer la prohibición categórica suspender o limitar el servicio 
público de drenaje, agua potable o alcantarillado, de manera temporal o definitiva, por falta de pago en las 
escuelas públicas de educación básica obligatoria, con base en la siguiente: 

 
E X P O S I C I Ó N 

D E 
M O T I V O S 

 
El 28 de julio de 2010, a través de la Resolución 64/292, la Asamblea General de las Naciones Unidas7, reconoció 
explícitamente el derecho humano al agua y al saneamiento, reafirmando que un agua potable limpia y el 
saneamiento son esenciales para la realización de todos los derechos humanos. La Resolución exhorta a los 
Estados y organizaciones internacionales a proporcionar recursos financieros, a propiciar la capacitación y la 
transferencia de tecnología para ayudar a los países, en particular a los países en vías de desarrollo, a 
proporcionar un suministro de agua potable y saneamiento saludable, limpio, accesible y asequible para todos.  
 
En noviembre de 2002, el Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales adoptó la Observación General 
nº 15 sobre el derecho al agua8. El artículo 1.1 establece que: 
 

"El derecho humano al agua es indispensable para una vida humana digna." 
 
La Observación nº 15, también define el derecho al agua como el derecho de cada uno a disponer de agua 
suficiente, saludable, aceptable, físicamente accesible y asequible para su uso personal y doméstico. 
 

De conformidad con el párrafo cuarto del artículo 4º de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos9, toda persona tiene derecho a la protección de la salud. La Ley definirá las bases y modalidades 
para el acceso a los servicios de salud y establecerá la concurrencia de la Federación y las entidades 
federativas en materia de salubridad general, conforme a lo que dispone la fracción XVI del artículo 73 de 
esta Constitución. 
 
La Constitución de la Organización Mundial de la Salud10, establece que el goce del grado máximo de salud 
que se pueda lograr es uno de los derechos fundamentales de todo ser humano. El derecho a la salud 

                                                           
7 Véase en: http://www.un.org/spanish/waterforlifedecade/human_right_to_water.shtml. Consultado el 11 de marzo de 2016. 
8 Véase en: http://www.rlc.fao.org/frente/pdf/og15.pdf. Consultado el 11 de marzo de 2016. 
9 Véase en: http://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/htm/1.htm.  
10 Véase en: www.who.int/governance/eb/who_constitution_sp.pdf.  

http://www.un.org/spanish/waterforlifedecade/human_right_to_water.shtml
http://www.rlc.fao.org/frente/pdf/og15.pdf
http://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/htm/1.htm
http://www.who.int/governance/eb/who_constitution_sp.pdf


 

significa que los Estados deben crear las condiciones que permitan que todas las personas puedan vivir lo 
más saludablemente posible. El derecho a la salud no debe entenderse como el derecho a estar sano. Esas 
condiciones incluyen la disponibilidad garantizada de servicios de salud, condiciones de trabajo saludable y 
seguro; vivienda adecuada y alimentos nutritivos; asimismo, debe comprender la protección civil, que 
incluye, en todo caso, la regulación, planificación, coordinación y ejecución de medidas relativas a las 
emergencias y seguridad civil ante incendios, catástrofes naturales, accidentes y otras situaciones de 
necesidad. En ese orden de ideas, el derecho a la salud no debe entenderse solamente como el derecho a 
estar sano, sino también a todas aquellas condiciones que el Estado debe poner en movimiento para 
conservar y garantizar que tales principios se cumplan. 
 
A ese respecto, el Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales de las Naciones Unidas11, que 
supervisa el cumplimiento del Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, adoptó en 
2000 una observación general sobre el derecho a la salud12. En dicha observación general, se afirma que el 
derecho a la salud no sólo abarca la atención de salud oportuna, sino también los factores determinantes de 
la salud, como el acceso al agua limpia potable y a condiciones sanitarias adecuadas, el suministro adecuado 
de alimentos sanos, una nutrición adecuada, una vivienda adecuada, condiciones sanas en el trabajo y el 
medio ambiente, y acceso a la educación e información sobre cuestiones relacionadas con la salud, incluida 
la salud sexual y reproductiva. En la materia, cumplir significa adoptar medidas positivas para dar plena 
efectividad al derecho a la salud, por ejemplo, adoptando leyes, políticas o medidas presupuestarias 
apropiadas.  
 
El derecho al agua es un derecho humano fundamental, y un requisito esencial para la concretización de los 
otros derechos humanos como el derecho a la salud, ya que este no puede concretizarse sin el acceso al 
agua potable y de calidad. La ausencia del derecho fundamental a la salud y al interés superior de la niñez, 
establecidos en el párrafo cuarto del artículo 4º de la Constitución Federal, se potencializan si consideramos 
los derechos humanos que se reconocen y garantizan en el artículo 3º de la Constitución Federal, relativos a 
la educación y a los principios en cómo se debe prestar y recibir, a saber: 
 
a) Toda persona tiene derecho a un medio ambiente sano para su desarrollo y bienestar; 
 
b) En todas las decisiones y actuaciones del Estado se velará y cumplirá con el principio del interés superior 
de la niñez, garantizando de manera plena sus derechos. Los niños y las niñas tienen derecho a la 
satisfacción de sus necesidades de alimentación, salud, educación y sano esparcimiento para su desarrollo 
integral. Este principio deberá guiar el diseño, ejecución, seguimiento y evaluación de las políticas públicas 
dirigidas a la niñez. 
 
c) Todo individuo tiene derecho a recibir educación. La educación preescolar, primaria y secundaria 
conforman la educación básica. La educación que imparta el Estado tenderá a desarrollar armónicamente, 
todas las facultades del ser humano y fomentará en él, a la vez, el amor a la Patria, el respeto a los 
derechos humanos y la conciencia de la solidaridad internacional, en la independencia y en la justicia. 

                                                           
11 http://www.derechoshumanos.net/ONU/ComiteDerechosEconomicosSocialesCulturales-CESCR.htm.  
12 Ibídem. 

http://www.derechoshumanos.net/ONU/ComiteDerechosEconomicosSocialesCulturales-CESCR.htm


 

d) El Estado garantizará la calidad en la educación obligatoria de manera que los materiales y métodos 
educativos, la organización escolar, la infraestructura educativa y la idoneidad de los docentes y los 
directivos garanticen el máximo logro de aprendizaje de los educandos. 
 
Como se puede desprender de lo sostenido a supra líneas, el Estado ha de garantizar las condiciones 
necesarias para la prestación del servicio público del agua, en función del derecho humano a la salud, pero 
también para impartir la educación básica en los distintos niveles; es decir, todas las autoridades tienen la 
obligación de promover, respetar, proteger y garantizar los derechos humanos de conformidad con los 
principios de universalidad, interdependencia, indivisibilidad y progresividad. En consecuencia, el Estado 
deberá prevenir, investigar, sancionar y reparar las violaciones a los derechos humanos, en los términos que 
establezca la ley. 
 
En ese orden de ideas, se considera que el artículo 180, último párrafo, de la Ley de Aguas del Estado de San 
Luis Potosí, viola flagrantemente el derecho humano a la salud; al agua y saneamiento; a la vida digna, al 
derecho que tiene toda persona a un medio ambiente sano para su desarrollo y bienestar; al principio del 
interés superior de la niñez, a la satisfacción de sus necesidades salud, y educación para su desarrollo 
integral, y por último, a contar con la infraestructura educativa necesaria para los fines antes citados, esto 
en razón de que la norma vigente dispone que en el caso de las escuelas de educación básica obligatoria, 
por  falta de pago en dos ocasiones consecutivas o acumuladas, se faculta al prestador de los servicios para 
limitar este servicio público, hasta que se regularice el pago, circunstancia que bajo la óptica de los derechos 
humanos que se desprenden de los artículos, 1º, 3º, y 4º  de la Constitución Federal, es inaceptable 
jurídicamente, pues independientemente de que las instituciones educativas públicas realicen o no el pago 
del servicio en los términos señalados, no se puede condicionar el goce o disfrute de los derechos humanos 
a los que deben acceder los niños y las niñas del Estado, pues es obligación de las autoridades desplegar las 
políticas públicas necesarias para la consecución de estos fines; considerar lo contrario implicaría que por 
razones económicas y mezquinas, se condicione el sano desarrollo de los menores que cursan la educación 
pública básica.  
 
El derecho al agua es un derecho vital ya que el agua desempeña un papel primordial en la vida cotidiana y 
en el entorno de todas las personas; máxime que, cuando por razones de recibir la educación pública que 
imparte el Estado, se encuentran la mitad del día dentro de los centros de enseñanza, lo que significa que 
debe haber suficiente agua disponible para un número mayúsculos de niños y niñas; aunado a lo antes 
dicho, debe ser asequible, lo que significa que el derecho al servicio del agua debe darse a través de 
instalaciones adecuadas, y el acceso al vital líquido debe ser estable y fiable; es decir, el agua limpia debe 
estar disponible y ser accesible en cualquier circunstancia, lo que no ocurre si la norma vigente continua 
estableciendo que por razones de falta de pago el prestador de un servicio público puede limitar el servicio 
en las instituciones educativas públicas básicas del Estado.  
 

P R O Y E C T O 
D E 

D E C R E T O 
 
La Sexagésima Primera Legislatura Constitucional del Estado Libre y Soberano de San Luis Potosí, decreta lo 
siguiente: 



 

 

ÚNICO. Se REFORMA, el último párrafo del artículo 180 de la Ley de Aguas para el Estado de San Luis Potosí, 
para quedar de la siguiente manera: 
 
!w¢N/¦[h мулΧ 
 
Χ  
 
Χ  
 
Χ  
 
Χ  
 
Χ   
 
Queda prohibido al prestador de los servicios suspender o limitar el servicio público de drenaje, agua potable 
o alcantarillado, de manera temporal o definitiva, por falta de pago en las escuelas públicas de educación 
básica obligatoria. 
 

T R A N S I T O R I O S 
 
PRIMERO. El presente Decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Periódico Oficial del 
Estado.  
 
SEGUNDO. Se derogan todas las disposiciones legales que se opongan al presente. 
 

 
A T E N T A M E N T E 

 
 
 

Diputado Oscar Carlos Vera Fabregat 
Integrante de la Fracción Parlamentaria del Partido Político Estatal 

Conciencia Popular 



 

DIPUTADOS SECRETARIOS DE LA LXI LEGISLATURA  
DEL CONGRESO DEL ESTADO. 
P R E S E N T E. 
 
El que suscribe, Oscar Carlos Vera Fabregat, Diputado de la Fracción Parlamentaria, Única e Indivisible, del 
tŀǊǘƛŘƻ tƻƭƝǘƛŎƻ 9ǎǘŀǘŀƭ ά/ƻƴŎƛŜƴŎƛŀ tƻǇǳƭŀǊέΤ Ŝƴ ŜƧŜǊŎƛŎƛƻ ŘŜ ƭŀǎ ŦŀŎǳƭǘŀŘŜǎ ǉǳŜ ƳŜ ŎƻƴŎŜŘŜƴ ƭƻǎ ŀǊǘƝŎǳƭƻǎΣ см ŘŜ 
la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de San Luis Potosí; 130 y 131 de la Ley Orgánica del Poder 
Legislativo del Estado de San Luis Potosí; 61, 62 y 65 del Reglamento para el Gobierno Interior del Congreso del 
Estado de San Luis Potosí; someto a la consideración de esta Soberanía, iniciativa con proyecto de decreto que 
propone, ADICIONAR, el artículo 963 Bis al Código de Procedimientos Civiles del Estado de San Luis Potosí; con 
base en la siguiente: 
 

E X P O S I C I Ó N 
D E 

M O T I V O S 
 
Es un lugar común señalar que la configuración del interés superior del menor, como concepto jurídico 
indeterminado, dificulta notablemente su aplicación. Como ha sostenido la Primera Sala de la Suprema Corte de 
Justicia del Nación13, en diversos criterios jurisprudenciales y aislados, es necesario encontrar criterios para 
averiguar, racionalmente, en qué consiste el interés del menor y paralelamente determinarlo en concreto en los 
casos correspondientes. Al respecto ha dicho14: 
 

ά9ǎ ǇƻǎƛōƭŜ ǎŜƷŀƭŀǊ ǉǳŜ ǘƻŘƻ ŎƻƴŎŜǇǘƻ ƛƴŘŜǘŜǊƳƛƴŀŘƻ ŎŀōŜ ŜǎǘǊǳŎǘǳǊŀǊƭƻ Ŝƴ ǾŀǊƛŀǎ ȊƻƴŀǎΦ ¦ƴŀ ǇǊƛƳŜǊŀ Ȋƻƴŀ ŘŜ ŎŜǊǘŜȊŀ ǇƻǎƛǘƛǾa, que contiene 
el presupuesto necesario o la condición inicial mínima. Una segunda zona de certeza negativa, a partir de la cual nos hallamos fuera del 
concepto indeterminado. En tercer y último lugar la denominada zona intermedia, más amplia por su ambigüedad e incertidumbre, donde 
cabe tomar varias decisiones. En la zona intermedia, para determinar cuál es el interés del menor y obtener un juicio de valor, es necesario 
precisar los hechos y las circunstancias que lo envuelven. En esta zona podemos observar cómo el interés del menor no es siempre el mismo, 
ni siquiera con carácter general para todos los hijos, pues éste varía en función de las circunstancias personales y familiares. Además, dicha 
zona se amplía cuando pasamos -en la indeterminación del concepto- del plano jurídico al cultural. Por lo anterior, es claro que el derecho 
positivo no puede precisar con exactitud los límites del interés superior del menor para cada supuesto de hecho planteado. Son los tribunales 
quienes han de determinarlo moviéndose en esa "zona intermedia", haciendo uso de valores o criterios racionales. En este sentido, es 
posible señalar como criterios relevantes para la determinación en concreto del interés del menor en todos aquellos casos en que esté de por 
medio la situación familiar de un menor, los siguientes: a) se deben satisfacer, por el medio más idóneo, las necesidades materiales básicas 
o vitales del menor, y las de tipo espiritual, afectivas y educacionales; b) se deberá atender a los deseos, sentimientos y opiniones del menor, 
siempre que sean compatibles con lo anterior e interpretados de acuerdo con su personal madurez o discernimiento; y c) se debe mantener, 
si es posible, el statu quo material y espiritual del menor y atender a la incidencia que toda alteración del mismo pueda tener en su 
personalidad y para su futuro. Asimismo, es necesario advertir que para valorar el interés del menor, muchas veces se impone un estudio 
comparativo y en ocasiones beligerante entre varios intereses en conflicto, por lo que el juez tendrá que examinar las circunstancias 
específicas de cada caso para poder llegar a una solución estable, justa y equitativa especialmente para el menor, cuyos intereses deben 
primar frente a los demás que puedan entrar en juego, procurando la concordancia e interpretación de las normas jurídicas en la línea de 
ŦŀǾƻǊŜŎŜǊ ŀƭ ƳŜƴƻǊΣ ǇǊƛƴŎƛǇƛƻ ŎƻƴǎŀƎǊŀŘƻ Ŝƴ Ŝƭ ŀǊǘƝŎǳƭƻ пƻΦ ŎƻƴǎǘƛǘǳŎƛƻƴŀƭΦέ 

 
En relación a lo anterior, la misma Sala ha venido reflexionando diversos asuntos relacionados con los menores e 
incapaces, a la luz de la reforma constitucional de fecha 10 de junio de 2011, y relativas; a los tratados 
internacionales y convencionales respecto de los cuales el Estado Mexicanos se ha comprometido en el tema; tal 
y como se puede desprender de la jurisprudencia 1a./J. 44/2014 (10a.), de título y subtítulo: "INTERÉS SUPERIOR 
DEL MENOR. SU CONFIGURACIÓN COMO CONCEPTO JURÍDICO INDETERMINADO Y CRITERIOS PARA SU 

                                                           
13 Véase en: www.scjn.gob.mx. Consultado el 10 de marzo de 2016. 
14 Ibídem.  

http://www.scjn.gob.mx/


 

APLICACIÓN A CASOS CONCRETOS."15, deriva que el interés superior del menor es un principio vinculante 
dentro de nuestro ordenamiento jurídico, cuya aplicación se proyecta en tres dimensiones:  
 
a) como derecho sustantivo, en cuanto a que el interés referido sea consideración primordial y se tenga en 
cuenta al sopesar distintos intereses respecto a una cuestión debatida;  
 
b) como principio jurídico interpretativo fundamental, en el sentido de que si una norma jurídica admite más 
de una interpretación, se elegirá la que satisfaga de forma más efectiva sus derechos y libertades, a la luz del 
interés superior del menor; y  
 
c) como norma de procedimiento, conforme a la cual, siempre que se tome una decisión que afecte los 
intereses de uno o más menores de edad, deberá incluirse en el proceso de decisión, una estimación de las 
posibles repercusiones en ellos.  
 
Asimismo, la justificación de la medida adoptada deberá dejar patente que se consideró el interés superior del 
menor en el análisis de las diversas alternativas posibles.  
 
Respecto del último de las últimas de las dimensiones, relativo a las normas del procedimiento, de conformidad 
con los artículos, 936 y 937, del Código de Procedimientos Civiles en el Estado, respectivamente, se dispone que 
el recurso de apelación tiene por objeto que el tribunal de segunda instancia confirme, revoque o modifique la 
resolución dictada por el inferior; aunado a lo anterior, pueden apelar el litigante si creyere haber recibido algún 
agravio; los terceros que hayan salido al juicio y los demás interesados a quienes perjudique la resolución 
judicial.   
 
De conformidad con el artículo 940 de la Ley adjetiva civil, el recurso debe interponerse ante el juez que 
pronunció la resolución, ya verbalmente en el acto de la notificación, ya por escrito dentro de tres días si fuere 
auto o sentencia interlocutoria o de cinco si se tratare de sentencia definitiva. Por su parte, el artículo 953 del 
Código en trato, señala que en el mismo auto en que se haga la calificación de grado, mandará el Tribunal poner 
a disposición del apelante los autos por seis días, en la secretaría, para que exprese agravios.  
 
En el caso que nos ocupa, el artículo 963 del multicitado Ordenamiento legal, dispone con meridiana claridad, y 
de manera fatal, que en el caso de que el apelante no comparezca a expresar agravios en el término de ley, se 
le tendrá por desistido del recurso, circunstancia que, en materia de derechos de menores e incapaces, resulta 
ser un formalismo excesivo respecto de una regla general que no es dable se aplique a estos, atendiendo al 
interés superior del menor.  
 
Al respecto, debe resaltarse que el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en observancia a la 
jurisprudencia de la Corte Interamericana de Derechos Humanos, ha considerado la obligación del Estado de 
proteger el interés superior de los menores, e incapaces durante cualquier procedimiento en el cual estén 
involucrados. Dicho de otra manera, el interés superior del menor tiene un contenido de naturaleza real y 
relacional, que demanda una verificación y especial atención de los elementos concretos y específicos que 
identifican a los menores, por lo que el escrutinio que debe realizarse en controversias que afecten dicho 
interés, de forma directa o indirecta, es más estricto que el de otros casos de protección a derechos 
fundamentales. Particularmente, en el ámbito jurisdiccional el interés superior del menor es tanto un principio 

                                                           
15 Ibídem.  



 

orientador como una clave heurística de la actividad interpretativa relacionada con cualquier norma jurídica que 
deba aplicarse a un niño en un caso concreto o que pueda afectar sus intereses. Así, el interés superior del 
menor ordena la realización de una interpretación sistemática que considere los deberes de protección de los 
menores y los derechos especiales de éstos previstos en la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, en los tratados internacionales y en las leyes de protección de la niñez; de este modo, el principio del 
interés superior del menor se consagra como criterio orientador fundamental de la actuación judicial. 
 
Dicho lo anterior, y con el objeto de maximizar los derechos humanos de los menores e incapaces, se considera 
necesario establecer una regla de excepción procedimental y las consecuencias formalistas en tratándose del 
recurso de apelación, introduciendo en el marco legal que cuando en nombre de un menor o incapaz se 
interpone el mencionado medio de defensa ordinario, y en este se expresan agravios dentro del término legal, 
esa omisión no puede traer como consecuencia el desistimiento del mismo, atento a la suplencia de la queja y al 
interés superior del menor, pues esta suplencia debe ser total ya que se surte aun ante la ausencia de agravios, 
en aras del interés superior del menor, ya que esos tecnicismos o formalismos excesivos deben atemperarse en 
el procedimiento, puesto que la institución de que se trata proteger es el bienestar de los menores de edad y de 
los incapacitados, sin que para ello sea determinante la naturaleza de los derechos familiares que estén en 
controversia o el carácter de quién o quiénes promuevan el recurso de apelación, toda vez que el interés jurídico 
en las cuestiones que pueden afectar a la familia y principalmente en las concernientes a los menores y a los 
incapaces, no corresponde exclusivamente a los padres; por el contrario, es la sociedad, en su conjunto, la que 
tiene interés en que la situación de los hijos quede definida para asegurar la protección del interés superior del 
menor de edad o del incapaz.  
 
No es óbice decir que la regla general de suplir la deficiencia de la queja del recurso, no es una institución que 
exente a la parte que no obtuvo de agotar el principio de definitividad. Ciertamente, aun y cuando se trate de 
una controversia de orden familiar, es necesario que oportunamente interponga los recursos o medios 
ordinarios de defensa procedentes de acuerdo a los preceptos legales aplicables, ya que dicha institución opera 
respecto a los agravios procesales anteriores al dictado de la sentencia definitiva.  
 

P R O Y E C T O 
D E 

D E C R E T O 
 
La Sexagésima Primera Legislatura Constitucional del Estado Libre y Soberano de San Luis Potosí, decreta lo 
siguiente: 
 

ART. 963 Bis. Cuando en nombre de un menor o incapaz se interpone un recurso de apelación en 
contra de la sentencia definitiva, pero no se expresan agravios en términos del artículo anterior, la 
Sala del Supremo Tribunal que corresponda, tiene el deber suplir la deficiencia de la queja en toda su 
amplitud, en aras del interés superior del menor, siempre que esté de por medio, directa o 
indirectamente, el bienestar de estos, sin que para ello sea determinante la naturaleza de los 
derechos familiares que estén en controversia o el carácter de quién o quiénes lo interpongan. 
 
  



 

T R A N S I T O R I O S 
 
PRIMERO. El presente Decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Periódico Oficial del 
Estado.  
 
SEGUNDO. Se derogan todas las disposiciones legales que se opongan al presente. 
 

 
A T E N T A M E N T E 

 
Diputado Oscar Carlos Vera Fabregat 

Integrante de la Fracción Parlamentaria del Partido Político Estatal 
Conciencia Popular 



 

DIPUTADOS SECRETARIOS DE LA LXI LEGISLATURA  
DEL CONGRESO DEL ESTADO. 
P R E S E N T E. 
 

 El que suscribe, Oscar Carlos Vera Fabregat, Diputado de la LXI Legislatura del Estado Libre y 
Soberano de San Luis Potosí, en ejercicio de las facultades que me conceden los artículos 61 de la Constitución 
Política del Estado Libre y Soberano de San Luis Potosí; 130 y 131 de la Ley Orgánica del Poder Legislativo del 
Estado de San Luis Potosí; 61, 62 y 65 del Reglamento para el Gobierno Interior del Congreso del Estado de San 
Luis Potosí; someto a la consideración de esta Soberanía, iniciativa que propone que se plantee al Congreso de la 
Unión que el 9ǎǘŀŘƻ ŘŜ {ŀƴ [ǳƛǎ tƻǘƻǎƝ ǎŜŀ ŘŜŎƭŀǊŀŘƻ ά/ǳƴŀ ŘŜ ƭŀ wŜǾƻƭǳŎƛƽƴ aŜȄƛŎŀƴŀέΤ Ŏƻƴ ōŀǎŜ Ŝƴ ƭƻǎ 
siguientes: 

 
ANTECEDENTES: 

 
ά[ƻǎ ǇǳŜōƭƻǎΣ Ŝƴ ǎǳ ŜǎŦǳŜǊȊƻ ŎƻƴǎǘŀƴǘŜ ǇƻǊǉǳŜ ǘǊƛǳƴŦŜƴ ƭƻǎ ƛŘŜŀƭŜǎ ŘŜ ƭƛōŜǊǘŀŘ ȅ ƧǳǎǘƛŎƛŀΣ ǎŜ ǾŜƴ ǇǊŜŎƛǎŀŘƻǎ 
en determinados momentos hisǘƽǊƛŎƻǎ ŀ ǊŜŀƭƛȊŀǊ ƭƻǎ ƳŀȅƻǊŜǎ ǎŀŎǊƛŦƛŎƛƻǎΦέ 
Francisco I. Madero, extracto del Plan de San Luis. 
 
1. La Revolución Mexicana, fue una revolución social y política que inició en el año de 1910 y terminó 

oficialmente en el año de 1917 con la promulgación de la nueva Constitución; aunque hubo conflictos 
internos y rebeliones armadas hasta la década de los años treinta. El movimiento armado inició como una 
rebelión que terminó con la dictadura de Porfirio Díaz, con quien se hicieron más evidentes y cruentas las 
abismales diferencias en riqueza, educación y bienestar entre la inmensa mayoría del pueblo y el 
reducido grupo que, al amparo del poder del gobierno porfirista, gozaba prácticamente de todos los 
privilegios, ello, a costa de condenar a la miseria a la mayoría. Esa pobreza e injusticia corroía los 
cimientos de la sociedad mexicana, que finalmente no afloraba de manera abierta debido a la ancestral 
sumisión y al control que las poderosas fuerzas locales mantenían sobre un pueblo hundido en la 
ignorancia. 

 
2. La falta de libertades políticas, que se traducía en la escasa posibilidad para las clases medias emergentes 

de ascender socialmente y de tener acceso a los puestos de mando y la riqueza, fue abriendo paso a los 
reclamos y exigencias de éstas hasta llegar al estallido de la violencia armada. Y fueron precisamente ésas 
clases ilustradas, las que contaban con la preparación y el conocimiento de la situación real del país 
quiénes plantearon la necesidad, y después la exigencia, de que se abrieran los cauces para tener la 
oportunidad de ocupar los puestos que ya de antiguo se encontraban en las mismas manos, manos ahora 
cansadas y viejas de los beneficiarios de la paz porfiriana. 

 
3. En las memorias de María Asunción se dice: άΧ ǇŀǊŜŎŜ ǉǳŜ Ƙŀȅ ŦƛŜōǊŜ ŘŜ ŎƻƴǎǘǊǳŎŎƛƽƴ Ŝƴ San Luis; los 

Martí levantan una residencia señorial frente al Teatro de la Paz, Don Felipe Muriedas otra en la calle de 
Zaragoza, Don Federico Meade en calle de por medio con la Lonja y Don José Encarnación Ipiña en las 
calles de Maltos, en todas ellas se ha hecho derroche de la habilidad de nuestros canteros, ¡nuestra 
ǇƻōƭŀŎƛƽƴ ŀŘǉǳƛŜǊŜ Ǿƛǎƻǎ ŘŜ ƎǊŀƴ ŎƛǳŘŀŘΗΦΦΦέ. 

 



 

4. Esto, aunque constituía una realidad palpable, era el escenario en donde se llevaba a cabo una obra 
paralela y de sentido contrario. Una naciente generación, surgida de las propias condiciones materiales 
del porfiriato y educada en los contextos más amplios y variados de las ideas sociales y políticas del 
momento, desarrolló la incisiva crítica de la inmovilidad política y la constricción de las libertades 
ciudadanas ejercidas por un régimen que contrastaba ya con los veloces cambios de la entrada del siglo, y 
que arrastraba e intensificaba los viejos moldes de marginación y distanciamiento de las clases sociales. 

 
5. 5ŜǎŘŜ муфф Wǳŀƴ {ŀǊŀōƛŀΣ ŀ ǎǳǎ мт ŀƷƻǎΣ ŜȄǇǳǎƻ ǎǳǎ ƛŘŜŀǎ Ŝƴ Ŝƭ ǇŜǊƛƽŘƛŎƻ ά9ƭ 5ŜƳƽŎǊŀǘŀέΦ ! ǇŀǊǘƛǊ ŘŜ 

entonces la corriente del pensamiento liberal radical, que ponía énfasis en las demandas sociales, 
recorrió el territorio potosino. Al año siguiente, Camilo Arriaga, Antonio Díaz Soto y Gama y Humberto 
Macías Valadez fundaron el Club Liberal Ponciano Arriaga; que facilitó la organización del Congreso 
Liberal en la capital potosina en el año de 1901. En este Club Liberal también participaron otros potosinos 
como Antonio F. Alonso y José María Facha. 

 
6. Las publicaciones periódicas que aparecieron en la ciudad de San Luis Potosí son testimonios elocuentes 

de la ideología y las posiciones de los primeros grupos políticos: Renacimiento, El Diario del Hogar, El 
Porvenir, El Hogar, El Demófilo y Regeneración, dirigida por Juan Sarabia en San Luis Potosí, y publicada 
después en 1904 en San Antonio Texas y en 1905 en San Luis Missouri bajo la dirección de Librado Rivera. 
Dichas publicaciones provocaron el surgimiento de otras, entre las que destacaron el semanario Revista 
Potosina y el periódico El Pensamiento Libre editadas en la ciudad de San Luis Potosí. En ellas participó 
Dolores Jiménez y Muro, que más tarde se uniría al grupo revolucionario zapatista al lado de Antonio Díaz 
Soto y Gama. 

 
7. Camilo Arriaga fue diputado en la Legislatura local en 1888 por su sugerencia del Presidente Díaz. En 1890 

cuando su padre murió, Camilo a los 28 años de edad fue ascendido por Díaz a diputado del Congreso 
Nacional, puesto que retuvo hasta 1898. Todavía en 1908, después de una década de oposición política 
por parte de Camilo, Porfirio Díaz estaba dispuesto a ayudar financieramente a Arriaga y a mantener la 
amistad de la familia. Camilo Arriaga era amigo de Francisco I. Madero y apoyaba económicamente a Juan 
Sarabia para publicar los periódicos de oposición. Dejó la ciudad de México en 1899 para regresar a San 
Luis Potosí, en donde se hizo amigo de jóvenes políticos liberales disidentes como Juan Sarabia, Antonio 
Díaz Soto y Gama, Benjamín Millán, Humberto Macías Valadez, Rosalío Bustamante, entre otros. Esta 
generación se reunía con Arriaga para leer y comentar algunas obras de los revolucionarios más 
avanzados de la época. En 1900 Arriaga fue a Europa en donde adquirió su famosa biblioteca de libros y 
folletos radicales europeos, este acervo se convirtió en una fuente de consulta e inspiración. 

 
8. Antonio Díaz Soto y Gama se recibió como abogado en 1900; su tesis hacía hincapié en la democracia 

municipal como el fundamento del verdadero liberalismo. Su interés en el anarquismo fue la principal 
causa de su amistad con Ricardo Flores Magón, iniciada entre 1900 y 1901, como presidente del Comité 
Liberal de Estudiantes de San Luis Potosí, lo invitó a asistir al Primer Congreso Liberal en febrero de 1901. 
Al poco tiempo fue encarcelado por sus críticas a los políticos locales y al presidente Díaz. 

 
9. Otro protagonista importante de este movimiento fue Librado Rivera, hijo de un pequeño propietario de 

Rayón; estudió en la Escuela Normal para Maestros de la ciudad de San Luis Potosí con una beca que le 
consiguió Paulo Verástegui. Como maestro tenía gran influencia entre sus alumnos; llegó a ser director 



 

de la Normal y asistió, en su representación, al Congreso Liberal de 1901. Fue además tutor de muchos 
jóvenes pertenecientes a las familias más influyentes de la sociedad potosina. 

 
10. A finales de agosto de 1900 Camilo Arriaga lanzó un manifiesto anticlerical e hizo una invitación abierta a 

pertenecer al Partido Liberal. En febrero de 1901 se celebró el Congreso Liberal en la ciudad de San Luis 
Potosí; James D. Cockroft, en Precursores intelectuales de la revolución mexicana, señala: 

 
Las resoluciones de este primer Congreso no fueron más allá del anticlericalismo militante. El programa 
político del Congreso estaba fundado esencialmente en las libertades formalistas y en una democracia 
política no relacionada  con los sufrimientos sociales y económicos del pueblo mexicano. Las propuestas a 
favor de los obreros solamente se apoyaban en la forma de organización laboral conocida en el siglo XIX 
ŎƻƳƻ άƳǳǘǳŀƭƛǎƳƻέΤ ǎŜ ǊŜŎŀƭŎƽ ƭŀ ƴŜŎŜǎƛŘŀŘ ŘŜ ƭŀ ƭƛōŜǊǘŀŘ ŘŜ ǇǊŜƴǎŀ ȅ ŘŜ Ǿƻǘƻ ȅ ώΦΦΦϐ ǎŜ ŎƻƴŘŜƴƽ ŀ ƭƻs jefes 
políticos. 
 

11. Pronto se radicalizaron los clubes liberales; en marzo, en abril y en noviembre aparecieron algunos 
manifiestos del Club Liberal Ponciano Arriaga, en los que se pedía la formación de un partido 
verdaderamente nacional. La profundización del movimiento político llevó a plantear la urgencia de 
reformas sociales y de soluciones radicales al problema del campo. Así queda expresado en el manifiesto 
que Camilo Arriaga y José María Facha dieron a conocer en El Porvenir y Renacimiento el 4 de noviembre 
de 1901. Esta generación tradujo con enorme dinamismo el contenido de sus ideas al plano de la acción 
militante; por este motivo atrajo rápidamente, también, la atención y la represión del gobierno de Díaz. 
A fines de enero de 1902 Heriberto Barrón, por órdenes del general Bernardo Reyes, asaltó el Club 
Ponciano Arriaga y encarceló a sus principales miembros. Lejos de disolver, ya fuera por la cárcel o el 
destierro, la fuerza de estos grupos la reacción del gobierno de Díaz provocó la radicalización de sus 
posturas, al grado que al poco tiempo de su nacimiento los clubes pasaron de su originario punto de 
vista reformista a una actitud revolucionaria. 

 
12. En esas condiciones surgió el Partido Liberal Mexicano, desde la clandestinidad y el exilio, el 28 de 

septiembre de 1905 la junta organizadora del PLM emitió los estatutos para la fundación del partido en 
un manifiesto a la nación mexicana. El programa del PLM del 1º de julio de 1906, tenía un alto contenido 
social radical, que como documento precursor de la Constitución de 1917 no tiene paralelo. De 1906 a 
1908 surgieron una serie de protestas obreras en Sonora, Veracruz y San Luis Potosí, que de acuerdo a 
algunos historiadores, parecen haber tenido como inspiración política al PLM. Las huelgas laborales 
fueron vistas por el gobierno de Díaz como una seria amenaza que había que sofocar con rapidez e 
ƛƴŎƭǳǎƻ Ŏƻƴ ƭŀ ŀȅǳŘŀ ŘŜ ŜȄǘǊŀƴƧŜǊƻǎΣ ƭƭŀƳŀŘƻǎ άǾƻƭǳƴǘŀǊƛƻǎέΦ [ŀǎ ƛƴƛŎƛŀǘƛǾŀǎ ŘŜ ƘǳŜƭƎŀǎ Ŝƴ ƭƻǎ ŦŜǊǊƻŎŀǊǊƛƭŜǎ 
fueron dirigidas por la Gran Liga Mexicana de Empleados del Ferrocarril, que tenía su cuartel general en 
San Luis Potosí y que en 1908 agrupaba cerca de 10 000 miembros. 

 
13. El ideario político, así como los distintos clubes liberales simpatizantes del PLM se vincularon 

estrechamente al surgimiento del movimiento obrero que se gestó a principios del siglo, fueron también 
la motivación de muchos líderes de la lucha armada que estaba por iniciarse. El Partido Liberal tuvo 
varios adeptos en el estado de San Luis Potosí: Celso I. Robledo, quien se rebeló en septiembre de 1906 
al estallar el levantamiento del pueblo fronterizo de Jiménez, Coahuila; reunió elementos de combate en 
distintos lugares del estado y sostuvo correspondencia con los Flores Magón, Juan Sarabia y Antonio I. 
Villarreal; su centro  de operaciones fue Alaquines. Otros como Mateo Almanza, Pedro Medellín, Isaac 



 

Forcada, Luis G. Monzón, Evaristo Medina y Albino Soto propiciaron levantamientos en Matehuala, 
Moctezuma, Villa de Arriaga, Valles, Tamasopo, Tamazunchale y Tlanchinol. 

 
14. En San Luis Potosí se dieron los elementos que terminarían por tejer la compleja trama del movimiento 

armado revolucionario. Por un lado, los grupos liberales con formación intelectual revolucionaria, los 
cuales tenían intensos intercambios con sociedades e individuos progresistas de otras partes del país y 
del mundo con capacidades para editar y difundir sus puntos de vista. Por el otro lado, una clase obrera 
naciente vinculada a los ferrocarriles y a la minería. Y como detonador, y principal fuerza, el movimiento 
campesino e indígena cuyos principales reclamos y demandas subyacen a lo largo de toda la historia 
potosina. 

 
15. Edward L. Doheny, de nacionalidad norteamericana, compró a Mariano Arguinzóniz los terrenos de la 

hacienda del Chapacao y el Tulillo, al norte de Ébano, para instalar ahí, hacia 1900, la Mexican Petroleum 
Company. A principios de 1901 comenzó a perforarse el primer pozo petrolero del país en Ébano y poco 
después llegaron a San Luis, de paso para la Huasteca, Theo Gesterfield y M. Williams,  gerente y 
apoderado de Waters Pierce, para contratar manantiales de petróleo. 

 
16. El Banco de San Luis proporcionó a Edward L. Doheny cincuenta mil pesos, a principios de 1904, 

precisamente cuando el norteamericano por falta de fondos, estaba próximo a abandonar la exploración 
petrolera en la región de la Huasteca. La inversión de la Mexican Petroleum Company se vio compensada 
con creces al brote del primer pozo petrolero, La Pez en Ébano, en abril de 1904. El cual  produjo 1500 
barriles diarios durante muchos años. 

 
17. En los límites del estado de San Luis, las explotaciones de petróleo en Ébano impulsaron una importante 

red económica que estrechaba los vínculos de la región con el puerto de Tampico. El apoyo financiero, 
proveniente de los banqueros del Altiplano, retomó los lazos tradicionales de intereses económicos 
entre la ciudad de San Luis y el puerto. Este nuevo polo de producción tuvo en los años subsiguientes 
efectos diversos, al convertirse en un sitio estratégico en el que convivían los intereses regionales, 
nacionales y extranjeros. 

 
18. En los albores de la revolución de 1910, los 26 000 trabajadores de San Luis Potosí que no se dedicaban a 

labores agrícolas y ganaderas, representaban el 14 por ciento de la población económicamente activa. A 
pesar de la importancia de las actividades industriales, San Luis Potosí era eminentemente rural, a 
principios de siglo el valor de la producción agrícola duplicaba al de la minera, y el 80 por ciento de los 
potosinos vivían en el campo donde los rasgos dominantes, como en el resto del país, eran la pobreza y 
la concentración de las propiedades en unas cuantas familias poderosas y estrechamente vinculadas 
entre sí. La mayor parte de las familias que conformaban la sociedad rural de San Luis Potosí carecían de 
tierras, mientras que los hacendados, propietarios de más del 80 por ciento de la totalidad del territorio 
potosino representaban un mínimo porcentaje de la población. 

 
19. Junto a los hacendados locales se encontraban los extranjeros, principalmente norteamericanos que 

detentaban sus propiedades a través de las corporaciones: la Compañía Manufacturera y Desarrolladora, 
que poseía el Ingenio Rascón, junto con la Río Tamasopo Sugar Company, dueña del ingenio de Agua 
Buena, tenían una enorme influencia en el control de la explotación cañera. Los ingleses también tenían 



 

importantes inversiones agrícolas, en especial The Salinas of Mexico Limited, dueña de una enorme finca 
salinera. 

 
20. Las empresas norteamericanas, desde su construcción, controlaban la red ferroviaria de San Luis Potosí y 

sus estados vecinos. Del total de las inversiones norteamericanas en México, el 83 por ciento estaba en 
los ferrocarriles y la minería, dos de los componentes importantes de la infraestructura económica de 
San Luis Potosí durante el porfiriato. 

 
21. Los grandes propietarios y comerciantes de San Luis Potosí, como los hermanos Espinosa y Cuevas, 

utilizaron la red ferrocarrilera para establecer un negocio de exportación de tomate vía Tampico, así 
como para comerciar el ganado, pieles, henequén, algodón, naranja, lima, limón, papaya, ciruela, 
vainilla, arroz y cebada. Para el mercado interno, los grandes hacendados del estado producían 
ventajosamente artículos básicos como maíz y frijol, con la protección de un 100 por ciento en la tarifa 
de importación de víveres de competencia que sufrían bajas de precio en el mercado mundial. 

 
22.  Entre 1876 y 1910, el precio del maíz aumentó un 108 por ciento, el del frijol un 163 por ciento y el del 

chile un 147 por ciento; ya que los salarios aumentaron sólo un 60 por ciento durante el mismo periodo, 
el ingreso real de los trabajadores sufrió una depresión estimada en un 57 por ciento. Estas cifras 
revelaban, a la par que una crisis económica generalizada, un distanciamiento entre las capacidades 
adquisitivas de los distintos sectores de la sociedad. 

 
23. El factor económico y social de la inversión extranjera no sólo dinamizó muchos aspectos de la 

producción y las capacidades de desplazamiento de bienes y personas, sino que puso de manifiesto el 
anquilosamiento e inmovilidad de las estructuras políticas. Pocas familias se beneficiaron de las fuertes 
inversiones en infraestructura y mantuvieron sus viejos sistemas de explotación, tanto de recursos 
materiales como humanos. La riqueza, lejos de convertirse en un elemento de balance social al 
concentrarse en un grupo reducido, ahondaba las diferencias sociales, particularmente en las vastas 
áreas rurales. 

 
24. A raíz de que el propio general Porfirio Díaz expresara, en una famosa entrevista que le hiciera en 1908 
Ŝƭ ǇŜǊƛƻŘƛǎǘŀ ƴƻǊǘŜŀƳŜǊƛŎŀƴƻ WŀƳŜǎ /ǊŜŜƭƳŀƴΣ άǉǳŜ aŞȄƛŎƻ ȅŀ ǎŜ ŜƴŎƻƴǘǊŀōŀ ǇǊŜǇŀǊŀŘƻ ǇŀǊŀ ƭŀ 
democrŀŎƛŀέΣ ǎŜ ŎƻƳŜƴȊŀǊƻƴ ŀ ŦƻǊƳŀǊ ŎƭǳōŜǎ ȅ ǇŀǊǘƛŘƻǎ ǇƻƭƝǘƛŎƻǎ Ŏƻƴ ƭŀ ŜǎǇŜǊŀƴȊŀ ŘŜ ǇƻŘŜǊ ǇŀǊǘƛŎƛǇŀǊ Ŝƴ 
la ya próxima contienda electoral, que imaginaron libre y abierta, y que tendría lugar en 1910. 

 
25. Ante esta situación, había quienes consideraban que se debía actuar con prudencia, y que antes de que 

se diera un cambio total y radical en los altos puestos políticos, debería mantenerse como presidente al 
general Porfirio Díaz y cambiar únicamente al vicepresidente, quien debería aprender a gobernar, para 
que cuando faltara Díaz los cambios se dieran sin sobresaltos ni riesgos. Y así, el pueblo mexicano 
comenzara a gozar de una auténtica vida democrática. Pero la idea del propio general Porfirio Díaz no 
coincidía con la de aquellos que habían creído en sus palabras, como Francisco I. Madero, quien se había 
dado a la tarea de recorrer el país promoviendo su candidatura a la presidencia, mediante la constitución 
el Partido Anti Reeleccionista. 

 



 

26. En junio de 1910 se llevaron a cabo unas elecciones nada democráticas. Madero había sido encarcelado 
previamente en San Luis Potosí, con los cargos de rebelión y ultraje a las autoridades, Díaz resultó electo 
presidente para un nuevo periodo, el séptimo y ahora de seis años, acompañado de Ramón Corral como 
vicepresidente. Lo que causó como resultado que Madero proclamara el Plan de San Luis, en el que hizo 
un llamado a las armas, como parte de su denuncia contra unas elecciones fraudulentas. La revuelta 
debía estallar el 20 de noviembre y, ante este llamado, en muchas partes del país se levantaron grupos 
armados contra el gobierno porfirista. 

 

E X P O S I C I Ó N  
D E  

M O T I V O S 
 

1.- Francisco I. Madero tuvo contacto con la Junta Organizadora del Partido Liberal Mexicano, a la cual apoyó 
económicamente para la reanudación de la del periódico Regeneración; sin embargo retiró su apoyo al PLM 
debido a las diferencias ideológicas con Ricardo Flores Magón y en 1909 fundó el Partido Nacional Anti 
Reeleccionista para competir contra el presidente Porfirio Díaz. El mismo partido lo eligió candidato a la 
presidencia de la república y tras alcanzar un alto nivel de popularidad en las elecciones de 1910, el gobierno 
decidió encarcelarlo en San Luis Potosí. Logró escapar hacia Estados unidos y desde San Antonio Texas, 
promulgó el Plan de San Luis, un llamado a las armas que posteriormente provocó  la renuncia del 
Presidente Díaz en 1911 y una guerra civil con una duración de alrededor de los diez años, además de la 
muerte de aproximadamente de un millón de mexicanos. 
 

                 
Placa conmemorativa al nacimiento del Plan de San Luis, ubicada en el edificio donde éste fue concebido  por Don Francisco I. Madero, cuya 
calle lleva su nombre en la ciudad de San Luis Potosí, S.L.P.  

 

2.- La presencia fugaz pero decisiva de Francisco I. Madero en San Luis Potosí, en 1910, impactó 
principalmente a los estudiantes del Instituto Científico y Literario. Residentes de la ciudad de San Luis y de 
las poblaciones del interior del estado difundieron en sus regiones las demandas maderistas y su posterior 
llamado a las armas. La estancia de Madero en San Luis Potosí así como la rápida proliferación de sus ideas y 
propuestas en el Estado, confirmaban una vocación liberal vigente, cultivada por los clubes políticos y la 
prensa, y abandonada por las organizaciones gremiales y la beligerancia campesina e indígena. 



 

3.- El Plan de San Luis Potosí fue un plan promulgado desde San Antonio, Texas. Fue promulgado en Texas ya 
que Madero había huido de la prisión de San Luis Potosí tras ser encarcelado por el régimen dictatorial que 
vivía el país; El plan consistía en un llamado al pueblo mexicano a levantarse en armas, desconociendo la 
reelección de Díaz en el cargo, anulando las recientes elecciones y convocando a nuevos comicios. Además 
declaraba la no reelección como un principio supremo para México. La fecha para dar inicio al levantamiento 
fue el 20 de noviembre de 1910, a las seis de la tarde, muy pronto llegaron a la ciudad de México las copias 
del Plan de San Luis y el 18 de noviembre de 1910 fue descubierta una conspiración contra Díaz en la ciudad 
de Puebla. Esta conjura estaba dirigida por Aquiles Serdán, quien fue asesinado por la policía. 
 

4.- Los primeros dirigentes del movimiento armado fueron pequeños o medianos propietarios con capacidad 
de convocatoria, que lograron ejercer su dominio en las aéreas donde vivían. Eran la expresión de una 
autoridad sustentada en tradiciones familiares, cierto poder militar y destreza para establecer lazos con 
otros grupos de áreas circundantes. Al iniciarse el levantamiento, Madero fue un punto de referencia que 
permitió la unificación de dichos grupos, la mayoría de ellos, sin embargo, se manifestaron algunos meses 
después de la promulgación del Plan de San Luis. Entre ellos destacaron: Pedro Montoya en Rioverde, 
Lagunillas y San Ciro; Francisco de P. Mariel en la Huasteca Hidalguense, Potosina y Veracruzana; Manuel 
Lárraga en la Huasteca Potosina; Leobardo Jonguitud en la Huasteca potosina; Higinio Olivo en Ciudad del 
Maíz; Ramón Santos Coy, en Matehuala, Vanegas y Cedral; Manuel Buentello y Silvino García, en la ciudad de 
San Luis Potosí; Mateo Almanza en Real de Catorce; Nicolás Torres en Salinas y Santo Domingo y Saturnino, 
Cleofas y Magdaleno Cedillo en Ciudad del Maíz, lo anterior por mencionar algunos. 
 

5.- A partir del llamado de Madero a las armas, los campesinos se levantaron en algunas haciendas; las 
rebeliones de indígenas proliferaron particularmente en el sur de la Huasteca. Incendios de edificios y casas, 
asalto de trenes y toma de las principales poblaciones fueron acontecimientos que, a partir de este 
momento, se multiplicaron y pasaron a formar parte de los eventos cotidianos registrados en la prensa y los 
testimonios de la época. 
 

6.- Al calor de las ideas maderistas se formaron asociaciones políticas como el Club Democrático Potosino, el 
Centro Electoral Anti Reyista y el Centro Anti Reeleccionista Potosino; a ellas se incorporaron abogados, 
maestros, empleados y artesanos. 
 

El 4 de junio de 1910 Madero llegó, por segunda vez, a la ciudad de San Luis en su campaña electoral; el 
intelectual potosino Jesús Silva Herzog, en sus memorias tituladas Una vida en la vida de México, atestigua: 
 

Al llegar el tren vitoreamos al señor Madero. Salió a la plataforma del pullman para dirigirnos la palabra; pero antes de 
que lo hiciera un individuo ya viejo alzó la voz y le dijo al candidato que por qué andaba agitando al pueblo; que si tanto 
le interesaba su suerte por qué no repartía sus haciendas. Siseamos al tipo aquél y unos cuantos chiflidos. [...] El 
candidato comenzó a hablarnos. Tenía facilidad de palabra y una voz delgaducha que sabía manejar y tender un hilo de 
ŜƳƻŎƛƽƴ ŜƴǘǊŜ Şƭ ȅ ǎǳ ŀǳŘƛǘƻǊƛƻΦ {Ŝ ŘƛǊƛƎƛƽ ŀƭ ƛƴǘǊǳǎƻ ŘƛŎƛŞƴŘƻƭŜΥ ά9ƭ ǇǳŜōƭƻ ƴƻ ǇƛŘŜ ǇŀƴΣ ǇƛŘŜ ƭƛōŜǊǘŀŘέΦ [ŀ ŦǊŀǎŜ ǎƻƴƽ ōƛŜƴ 
ȅ ƭƻ ŀǇƭŀǳŘƛƳƻǎ ώΦΦΦϐΦέ 
 

Don Francisco I. Madero y el licenciado Roque Estrada [que lo acompañaba] fueron aprehendidos [después] en 
Monterrey a petición del Juez de Distrito de San Luis, acusados de incitar a la rebelión. Ya en esta ciudad fueron 
internados en la penitenciaría del estado, donde permanecieron presos mes y medio. Obtuvieron su libertad bajo fianza 
y con la ciudad por cárcel. 
 



 

[...] Varias veces vi al señor Madero paseando por la Alameda [...] acompañado por Roque Estrada, Rafael Cepeda y el 
estudiante de derecho Pedro Antonio de los Santos [...] Madero era de baja estatura, probablemente 1.55, barba 
cerrada y ojos vivaces. 

 

Desde la llegada de Madero a la prisión, el doctor Rafael Cepeda se hizo cargo de los preparativos para una 
insurrección; de la misma manera, Pedro Antonio de los Santos iniciaba el movimiento en la Huasteca 
Potosina. 
 

7.- Porfirio Díaz había declarado en la famosa e ineludible entrevista Díaz-Creelman: άIŜ ŜǎǇŜǊŀŘƻ Ŏƻƴ 
paciencia el día en que la República de México esté preparada para escoger y cambiar sus gobernantes en 
cada periodo sin peligro de guerras, ni daño al crédito y al progreso nacionales. Creo que ese día ha llegado 
ώΦΦΦϐέΦ No obstante, llegado efectivamente el momento e iniciada ya la campaña anti reeleccionista, el 
gobierno de Díaz utilizó todos sus recursos para impedir que se desarrollaran unas elecciones democráticas. 
A partir de entonces, Madero y sus simpatizantes radicalizaron sus posturas, y estas llevarían, a un inevitable 
levantamiento armado. 
 

8.- El 12 de julio pasó por San Luis, rumbo a Europa, vía Nueva York, el ministro de hacienda José Limantour; 
acudieron a la estación el gobernador Espinosa y Cuevas y Francisco Madero, padre; el ministro les aconsejó 
que los prisioneros solicitaran libertad caucional, con la seguridad de que se les concedería sin dificulta 
alguna. Presentada la petición y corridos los trámites del caso, mediante el depósito de 10 000 pesos en la 
sucursal del Banco Nacional de México, pagados por Pedro Barrenechea rico industrial potosino y socio de 
Madero en la negociación minera de Santa María de la Paz en Matehuala, otorgó el juez la libertad del señor 
Madero y, por otra suma, la del señor Estrada. El día 22 de julio pasaron a habitar un departamento del 
edificio llamado Palacio Monumental. 
 

Es posible que una negociación como ésta, con la participación de hombres relevantes del régimen, fuera 
una maniobra política para ofrecer una salida al conflicto. De alguna manera, preparaba las condiciones para 
que Madero abandonara el país y que así, con la distancia y el tiempo, los acontecimientos tomaran otro 
rumbo. 
 

El 4 de octubre se promulgó el decreto que declaraba presidente y vicepresidente electos a Porfirio Díaz y a 
Ramón Corral, respectivamente. 
 

9.- Unas semanas antes, en el mes de septiembre, los anti reeleccionistas que habían previsto estos 
resultados, preparaban la insurrección. Para el doctor Cepeda en San Luis Potosí y Gustavo Madero en 
México, el levantamiento debió de hacerse el 15 de septiembre, pero Francisco I. Madero lo juzgó 
inoportuno frente a las representaciones extranjeras del centenario. 
 

En Tancanhuitz las autoridades recibieron una denuncia del proyecto de insurrección; Ponciano Navarro, con 
un ejército de 700 hombres, tuvo que disolver sus fuerzas. Gustavo Madero fue aprehendido en la ciudad de 
México y a los pocos días recobró la libertad. 
 

10.- A principios de octubre llegó Francisco Cossío Robelo con un recado de Gustavo Madero para su 
hermano Francisco, en él le señalaba la urgencia  de abandonar la ciudad de San Luis. Madero, con ayuda de 
Julio Peña, tomó el tren en la estación de Peñasco la mañana del 6 de octubre; llegó a Laredo el 7 por la 
mañana y de ahí pasó a San Antonio, Texas en donde le dieron alcance Roque Estrada y el doctor Cepeda. 



 

Madero y sus allegados habían preparado los términos del llamado Plan de San Luis durante su estancia en la 
capital potosina. Su redacción definitiva se concluyó en San Antonio, Texas, y fue fechado el 5 de octubre de 
1910 y situado en la ciudad de San Luis: 
 

ά9ƭ ƎƻōƛŜǊƴƻ ŀŎǘǳŀƭΣ ŀǳƴǉǳŜ ǘiene por origen la violencia y el fraude, desde el momento que ha sido tolerado por el 
pueblo,  puede tener para las naciones extranjeras ciertos títulos de legalidad, hasta el 30 del mes entrante, en que 
expiran sus poderes; pero como es necesario que el nuevo gobierno, dimanado del último fraude, no puede recibirse 
ya del poder, o por lo menos se encuentre con la mayor parte de la nación, protestando con las armas en la mano, 
contra esa usurpación, he designado la noche del domingo 20 del entrante noviembre, para que de las seis de la 
ǘŀǊŘŜ Ŝƴ ŀŘŜƭŀƴǘŜΣ ǘƻŘŀǎ ƭŀǎ ǇƻōƭŀŎƛƻƴŜǎ ŘŜ ƭŀ ǊŜǇǵōƭƛŎŀ ǎŜ ƭŜǾŀƴǘŜƴ Ŝƴ ŀǊƳŀǎ ώΦΦΦϐέ 

 

11.- El 20 de noviembre de 1910, cuando debía estallar la revolución maderista, San Luis Potosí estaba en 
paz, a pesar de que Cepeda y De los Santos al frente de unos 200 hombres se encontraban en los límites de 
Coahuila tratando, infructuosamente, de avanzar hacia la capital potosina. La policía comenzó a aprehender 
a posibles simpatizantes, casi todos ellos miembros de los sectores medios de la población. 
 

12.-  El Plan de San Luis Potosí se firmó el 5 de octubre de 1910, por ser este el último día en que el apóstol 
de la democracia permaneció en San Luis,  cabe hacer hincapié en que el plan se publicó en San Antonio 
Texas pero jamás debemos olvidar que nació y se firmó en la ciudad de San Luis Potosí. El 4 de junio de 
1910 Francisco I. Madero pasó por San Luis Potosí, y en la antigua estación del ferrocarril organizó un mitin 
en donde dio su discurso anti reeleccionista, el mitin fue muy concurrido y al finalizar todos los asistentes se 
retiraron en paz; esto alteró a los espías porfiristas toda vez que en San Luis no se esperaba una reacción de 
este tipo, pues era una ciudad conservadora en donde el general Díaz gozaba de gran estima. La policía local 
impidió que al marchar Madero  diera continuidad al mitin un joven estudiante de derecho del entonces 
Instituto Científico y Literario, hoy UASLP, el joven Pedro Antonio Santos. 
 

13.- El 7 de junio Madero fue hecho prisionero en la Ciudad de Monterrey Nuevo León, cuando se disponía a 
tomar el tren con rumbo a Ciudad Victoria Tamaulipas, se le dio a conocer que estaba detenido por haber 
incitado a la rebelión primero en San Luis Potosí, luego en Saltillo y finalmente en Monterrey. La denuncia 
fue interpuesta por el Licenciado Juan R. Orcí quien había abordado el mismo tren en San Luis y del que se 
supo que era secretario particular del vicepresidente Ramón Corral. Junto a Madero fue detenido el 
Licenciado Roque Estrada y trasladados a San Luis Potosí, en donde fueron primeramente internados en la 
penitenciaría estatal. 
 

14.- Durante su estancia en la penitenciaría estatal, la familia de Roque Estrada lo podía visitar con 
frecuencia, mientras que a Madero solo lo visitaron su padre, su hermano Gustavo, Pedro Antonio Santos y 
un joven estudiante de derecho en el instituto Científico y Literario, el poeta Ramón López Velarde. Casi de 
inmediato se dieron a la tarea, el Dr. Rafael Cepeda y Pedro Antonio Santos, a preparar una insurrección en 
San Luis Potosí, en donde fueron primeramente internados en la penitenciaría estatal. 
 

15.- El 15 de septiembre de 1910 debería de iniciar la rebelión, pero el señor Madero decidió que era mejor 
esperar a que pasaran los festejos del centenario, y además en Tancanhuitz (Huasteca Potosina), se 
denunció la insurrección que en ese lugar  iba a estar comandada por Ponciano Navarro el que se vio 
precisado a huir. Este hombre comandaba una guerrilla de 700 hombres (por lo que el primer intento de 
insurrección en el país se dio en territorio potosino). Mientras esto ocurría en la ciudad de México, Gustavo 
Madero era detenido y liberado a los 3 días y en San Luis, Francisco I. Madero había planteado huir 



 

primeramente a la Huasteca y de allí a Tampico, para luego embarcarse a Veracruz, pero el Dr. Cepeda lo 
convenció de que era mejor huir en tren con dirección a los Estados Unidos. 
 

16.- La noche del 5 de octubre Francisco I. Madero notificó al Licenciado Estrada que se escaparía por la 
mañana, se libró un día antes de caer en manos de la policía al esconderse en una casa de la calle de San 
Pedro. El día 6 de octubre Madero se disfrazó como mecánico de ferrocarril y salió rumbo a la estación del 
ferrocarril de Peñasco, situada a 13 kilómetros de la ciudad para de allí partir con rumbo a Laredo, Texas, a 
donde llegó la mañana del día 7. Por su parte Pedro Antonio Santos  partió con rumbo a la Huasteca, en 
donde recibió el plan de San Luis escrito en papel de China y escrito en maquina con la indicación de que 
partiera a Tampico para seguir por esa ruta a los Estados unidos y reunirse allí con Francisco I. Madero, 
para iniciar la búsqueda de pertrechos de guerra. 
 

17.- El estado de San Luis Potosí y en general la nación mexicana vivía, a finales del siglo XIX y principios del 
XX, una realidad en la que se vislumbra cierto progreso económico desarrollado durante el gobierno 
dictatorial de Porfirio Díaz. Sin embargo, a la par de este desarrollo económico era palpable una inmovilidad 
política que constreñía las libertades ciudadanas, haciéndose evidente un contraste entre los diversos 
estratos sociales. 
 

18.- A finales del siglo XIX y durante los primero años del XX fue fundado el Club Liberal Ponciano Arriaga, 
por los herederos de un profundo pensamiento liberal radical, que dio lugar a la organización del primer del 
primer Congreso Liberal en la ciudad de San Luis Potosí, pero con amplia repercusión nacional. En los temas 
abordados en el Congreso Liberal ya se perfilaba una búsqueda de reforma política y democrática, pues en 
sus resoluciones se establecía la formulación de un nuevo programa político, la búsqueda de una democracia 
política, la necesidad de la libertad de prensa, del voto y la formación de un partido verdaderamente 
nacional. Sus propuestas no fueron indiferentes, pues en la misma época, otros clubes liberales surgieron  en 
varios estados de la República ostentando los mismos postulados. 
 

19.- La difusión de las ideas y aspiraciones de cambio político se expresaron en la publicación de periódicos y 
revistas de corte liberal, las cuales tuvieron una amplia distribución desde la capital potosina hasta los 
propios Estados Unidos de Norteamérica. En la gestación intelectual de la Revolución Mexicana se expresa 
una serie de vínculos entre los personajes de la época, en donde destacan, Camilo Arriaga, Librado Rivera, 
Dolores Jiménez y Muro, Juan Sarabia y Francisco I. Madero, entre muchos otros. Destaca el hecho de que 
gran parte de los líderes intelectuales que tradujeron el ideario político liberal en propuestas de militancia 
y acciones concretas, tuvieron sus orígenes en el estado de San Luis Potosí. 
 

20.-  Cuando el gobierno de Porfirio Díaz dimensionó las repercusiones que podría tener el movimiento 
liberal actuó en contra de estos grupos, lo que ocasionó la radicalización de sus posturas de tal manera de 
que lo que en un principio era una propuesta reformista se transformó en una actitud revolucionaria. 
 

21.- La formación del Partido Liberal Mexicano, que si bien no estableció su sede en San Luis Potosí, tuvo 
entre sus principales líderes a ideólogos potosinos. El Partido Liberal Mexicano podría considerarse el 
precursor del movimiento obrero que desataría toda una serie de huelgas a lo largo y ancho del país. 
 

22.- La primera década del siglo XX significó para la Revolución Mexicana un largo trecho en la gestación 
del cambio político que implicaría el inicio de la Revolución. Durante estos 10 años, desde el estado de San 



 

Luis Potosí se estableció una estrecha interrelación nacional entre grupos liberales, sociedades 
progresistas, publicistas, grupos armados, obreros, indígenas y campesinos que contribuyeron a la 
formación intelectual revolucionaria y a crear las condiciones para el inicio del movimiento armado. 
 

23.- La presencia de Francisco I. Madero en San Luis Potosí no fue fortuita, como tampoco lo fue el hecho 
de que el Plan de San Luis, promulgado el 5 de octubre de 1910, fuera situado precisamente en esta ciudad 
un día antes de la salida de Madero a los Estados Unidos. Su decisión da testimonio de la importancia que 
tuvo esta entidad para hacer posible la gestación de la Revolución Mexicana, y reconoce su contribución 
intelectual y política a los cambios y aspiraciones que persiguió el movimiento. El Plan de San Luis era de 
vocación política, cuyo contenido se sintetiza Ŝƴ Ŝƭ ƭŜƳŀ ά{ǳŦǊŀƎƛƻ ŜŦŜŎǘƛǾƻ ȅ ƴƻ ǊŜŜƭŜŎŎƛƽƴέΣ Ŝƴ ǳƴŀ 
repartición equitativa de la tierra y un llamado al movimiento general de insurrección en contra de lo que 
ŘŜƴƻƳƛƴƽΥ Ŝƭ άƎƻōƛŜǊƴƻ ǳǎǳǊǇŀŘƻǊέ ŘŜ tƻǊŦƛǊƛƻ 5ƝŀȊΦ 
 

24.- Reconocer a San Luis Potosí como Cuna de la Revolución Mexicana, se traduce en el fortalecimiento 
de la identidad como mexicanos. Es reconocer su contribución intelectual y política hacia el progreso del 
Estado, a través de la modificación del régimen nacional, la construcción de una postura política y 
democrática. 
 

25.- El concepto de Cuna de la Revolución plasmado aquí no alude al inicio del movimiento armado, sino a 
la gestación intelectual y política de los preceptos que darían forma al movimiento revolucionario, y por 
consiguiente al cambio político en que devino.  
 

26.-  Es importante sumar que San Luis Potosí ha dado grandes aportaciones a la historia de México, entre 
ellas los Presidentes de la República Miguel Barragán y Mariano Arista; en el palacio de Gobierno de San 
Luis Potosí, se le negó a la Princesa de Salm Salm el indulto a Maximiliano de Habsburgo, González 
Bocanegra compuso el Himno Nacional en 1853; así mismo la autoría del actual escudo nacional recae en 
el artista potosino Francisco Eppens Helguera. 
 

27.- Asimismo, la relevancia del PLAN DE SAN LUIS trasciende más allá de su publicación, ya que fue uno 
de los antecedentes que llevaron al desarrollo de La Soberana Convención Revolucionara de 
Aguascalientes en el año de 1914, convención  que reunió a las tres principales facciones revolucionarias; 
La División del Norte, comandada por el General Villa; El Ejército Constitucionalista liderado por 
Venustiano Carranza y el Ejercito Libertador del Sur, liderado por el General Emiliano Zapata, con el 
objetivo de unificar los diferentes movimientos armados y establecer un frente común. 
 

A pesar de que no se logró el objetivo planteado en dicha Convención, esta trascendió en el tiempo como 
una de las reuniones más importantes del movimiento armado. Tal es el caso que en el año de 1989 se 
desarrolló una serie de eventos  en la ciudad de Aguascalientes a la cual, el entonces Gobernador del 
Estado de San Luis Potosí Leopoldino Ortiz Santos, fue invitado de honor para que expusiera el tema del 
άt[!b 59 {!b [¦L{ /hah !b¢9/959b¢9 59 [! {h.ERANA CONVENCIÓN REVOLUCIONARIA DE 
!D¦!{/![L9b¢9{ 59 мфмпέΣ ƭƻ Ŏǳŀƭ ǊŜŀŦƛǊƳŀ Ŝƭ ƘŜŎƘƻ ŘŜ ƭŀ ƛƳǇƻǊǘŀƴŎƛŀ ȅ ǊŜƭŜǾŀƴŎƛŀ ŘŜƭ tƭŀƴ 
Revolucionario ideado en nuestro suelo potosino, así como su reconocimiento a través del tiempo. 
 

28.- San Luis Potosí es una entidad orgullosa de haber sido la cuna del plan que desataría la lucha armada 
en contra de un régimen autoritario, hoy en día, calles, ingenios, monumentos, escuelas e incluso estadios, 



 

por mencionar algunos, llevan orgullosos el nombre de aquel que fuera el llamado a la ciudadanía y que 
escribiera el Apóstol de la Democracia. 
 

29.- Han pasado ya seis años de los festejos del centenario de la Revolución Mexicana y aún queda 
pendiente el establecer a nuestra Entidad como cuna de la Revolución Mexicana o como una de las cunas 
de la misma, por lo que es nuestro deber como Diputados de la presente Legislatura y representantes del 
pueblo que nos ha elegido, así como nuestra responsabilidad con las generaciones pasadas, presentes y 
futuras, el reconocer y nunca olvidar los principios revolucionarios plasmados en el Plan de San Luis,  ya 
que ahora más que nunca suenan en el sentimiento colectivo los pensamientos y la voz anti reeleccionista 
y democrática del Apóstol de la Democracia Francisco I. Madero. Es nuestro deber promover a nuestro 
Estado como Cuna de la Revolución y extender esta iniciativa al Honorable Congreso de la Unión para  que 
haga lo mismo en una futura declaración nacional, la cual pueda establecer orgullosamente a San Luis 
Potosí como lugar de origen del movimiento armado que cambió para siempre el aspecto y el alma de 
nuestra patria. 
 

30.- Francisco I. Madero sigue de pie afuera de la antigua penitenciaria, hoy Centro de las Artes 
Centenario, firme, labrado en cantera potosina, observando a la ciudadanía, para que no renuncie a los 
ǇǊƛƴŎƛǇƛƻǎ ǊŜǾƻƭǳŎƛƻƴŀǊƛƻǎ ǉǳŜ ŘŜƧƽ Ŝƴ ǎǳ ǇƭŀƴΣ Ŝƭ tƭŀƴ ŘŜ {ŀƴ [ǳƛǎΦ ά{¦Cw!DLh 9C9/¢L±h bh w99[9//LjbέΦ 
 

P R O Y E C T O  
D E  

D E C R E T O 
 

La Sexagésima Primera Legislatura Constitucional del Estado Libre y Soberano de San Luis Potosí, solicita lo 
siguiente: 
 

ÚNICOΥ  vǳŜ Ŝƭ /ƻƴƎǊŜǎƻ ŘŜ ƭŀ ¦ƴƛƽƴ ŘŜŎƭŀǊŜ ŀƭ 9ǎǘŀŘƻ ŘŜ {ŀƴ [ǳƛǎ tƻǘƻǎƝΣ ά/ǳƴŀ ŘŜ ƭŀ wŜǾƻƭǳŎƛƽƴ aŜȄƛŎŀƴŀέ 
por ser esta entidad donde Francisco I. Madero elaboró el Plan de San Luis, que fue el llamado para levantarse 
en armas en contra de la dictadura y dar la pauta al inicio del movimiento que cambiaría el rumbo de México. 

 

T R A N S I T O R I O S 
 

ÚNICO. El presente Decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Periódico Oficial del 
Estado. 

 
A T E N T A M E N T E 

 
 

Oscar Carlos Vera Fabregat 
Fracción Parlamentaria del Partido Político Estatal 

Conciencia Popular 



 

DIPUTADOS SECRETARIOS DE LA DIRECTIVA  

HONORABLE CONGRESO DEL ESTADO DE 

SAN LUIS POTOSÍ  

P R E S E N T  E.  

 

   J. GUADALUPE TORRES SÁNCHEZ, Diputado de la 

Sexagésima Primera  Legislatura del Honorable Congreso del 

Estado Libre y Soberano de San Luis Potosí, integrante del 

Grupo Parlamentario del Partido de la Revolución Democrática, 

en ejercicio de la atribución que m e confieren los artículos 

61 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí 

y 130 de la Ley Orgánica del Poder Legislativo de la Entidad, 

elevo a la consideración de esta representación de la 

soberanía del pueblo potosino, la presente iniciativa  que 

insta reformar el artículo 97 de la Ley de Justicia 

Administrativa del Estado de San Luis Potosí plasmando al 

efecto la siguiente:  

 

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 

 

   La Ley de Seguridad Pública de nuestro estado, 

reconoce derechos mínimos de los  elementos policiacos que 

integran las distintas corporaciones de nuestro estado, que 

si bien es cierto no cuentan con estabilidad en el empleo y 

las relaciones entre el estado  y los cuerpos policiacos se 

consideran administrativas, el artículo 54 del ordenamiento 

en cita, establece que los elementos policiacos que son 

separados de su cargo injustificadamente solo podrán tener 

derecho al pago de una indemnización equivalente a t res meses 

del último salario percibido y al otorgamiento de las partes 

proporcionales de las prestaciones a que tenga derecho, lo 

que genera que en muchas ocasiones al separarse del cargo a 

un miembro policiaco, acuda a demandar la nulidad del acto 

adminis trativo ante el Tribunal de lo Contencioso 

Administrativo en nuestro Estado, llevando en ocasiones 

varios meses e incluso años en resolverse el asunto, que en 

el supuesto de emitir una sentencia nulificando el acto 

administrativo, se condene al ente públic o al pago de las 

partes proporcionales a que tenía derecho, y al pago de la 



 

indemnización de tres meses a que tienen derecho, sin embargo 

por tratarse de la nulidad de un acto administrativo el 

Tribunal de conocimiento adicionalmente en cumplimiento al 

art ículo 97 de la Ley de Justicia Administrativa del Estado 

de San Luis Potosí que le obliga a las autoridades 

responsables a otorgar o restituir al actor en el goce de los 

derechos que le hubieren sido indebidamente afectados o 

desconocidos, ordena en consec uencia, el pago de los haberes 

dejados de percibir  desde el momento en que ocurrió el acto 

declarado nulo, hasta que realice el pago de las prestaciones 

a que tuviera derecho el servidor público de que se trate.  

  

   La anterior circunstancia ha sido inte rpretada y 

aplicada por los Tribunales colegiados de Circuito en el 

Estado al emitir la Tesis con número de registro 177447, que 

señala lo siguiente:  

 
ñSENTENCIAS DEL TRIBUNAL DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO. NO BASTA CON QUE EN ELLAS SE 

DECLARE LA NULIDAD DE LA ORDEN DE BAJA DE UN ELEMENTO DE LA DIRECCIÓN GENERAL DE SEGURIDAD 

PÚBLICA MUNICIPAL, PARA RESTITUIR AL SERVIDOR PÚBLICO EN EL GOCE DE SUS DERECHOS AFECTADOS O 

DESCONOCIDOS, SINO QUE SE LE DEBERÁ REINSTALAR EN EL PUESTO QUE DESEMPEÑABA Y CONDENAR AL 

PAGO DE HABERES DEJADOS DE PERCIBIR (LEGISLACIčN DEL ESTADO DE SAN LUIS POTOSĉò 

 

   En ese orden de ideas, en primer lugar nos 

encontramos ante la problemática de que no solo los elementos 

policiacos, sino todo servidor público separado de su cargo, 

mediante un acto administrativo, del cual el Tribunal de lo 

Contencioso Administrativo en el Estado, declara su nulidad, 

es éste a través de una interpretación del precepto normativo 

y no el propio texto de la Ley quien impone a los distintos 

entes del Est ado responsables, la obligación de restituir a 

los actores beneficiados en la sentencia, mediante el pago de 

los haberes dejados de percibir desde que se emitió el acto 

administrativo declarado ilegal, hasta que realice el pago 

que le corresponda por la se paración ilegal.  

 

   En segundo lugar, se advierte que el pago de los 

haberes dejados de percibir, puede dar lugar al pago de 

cantidades sumamente grandes, supeditadas a lo que dure el 

Juicio Contencioso Administrativo, y que inciden directamente 

sobre las  finanzas públicas y el patrimonio de los distintos 



 

entes del estado, afectando indirectamente a los bienes y 

servicios que el Estado debe brindar a la ciudadanía.  

 

   El pago de los haberes dejados de percibir tiene 

su equivalente en los salarios caídos e n materia laboral, al 

tratarse de cantidades que el actor, no devengó, al no 

trabajar activamente para su obtención, sino que la propia 

Ley es quien impone esa carga al empleador.  

 

   De ahí que ante la problemática de que se 

generaban consecuencias económ icas excesivas, y en muchos 

casos impagables, se limitó en materia laboral, el pago de 

éstos a un año, limitación que la segunda sala de la Suprema 

Corte de Justicia de la Nación el día 20 de Enero de 2016 

determinó  al resolver la contradicción de Tesis 2 91/2015, 

que es constitucional, dejando en claro que no se violan los 

derechos humanos de los trabajadores.  

 

   De esa guisa estimo la necesidad de establecer 

el pago de los haberes dejados de percibir, como medio para 

restituir al actor en el goce de los derechos que le hubieren 

sido indebidamente afectados o desconocidos, y de manera 

posterior, limitar el pago de esos haberes o salarios, para 

prevenir o evitar que se genere el pago de cantidades 

excesivas, con cargo al Estado, advirtiéndose adicionalmente  

que los Tribunales Colegiados de Circuito han determinado 

mediante la Tesis 2007785, la constitucionalidad de limitarse 

estos al termino de seis meses, al respecto se transcribe el 

rubro de la misma:  

 
ñTRABAJADORES AL SERVICIO DEL ESTADO DE MORELOS Y SUS MUNICIPIOS. EL ARTÍCULO 52 DE LA LEY 

DEL SERVICIO CIVIL RELATIVA, AL LIMITAR EL PAGO DE LOS SALARIOS CAÍDOS A QUE NO EXCEDAN DEL 

IMPORTE DE 6 MESES A QUIENES HAYAN SIDO DESPEDIDOS INJUSTIFICADAMENTE, NO VULNERA LA 

CONSTITUCIÓN FEDERAL [ABANDONO DE LA TESIS XVIII.4o.7 L (10a.)].ò 

 

   Es por esta razón que mediante esta idea 

legislativa se propone además de instaurar el pago de los 

haberes dejados de percibir, limitar a seis meses el pago de 

los mismos, persiguiéndose con esta propuesta los principios 

de economía, legalidad, y practicid ad entre otras, mediante 

la reforma al artículo 97 de la Ley de Justicia 



 

Administrativa del Estado de San Luis Potosí, con los 

presupuestos legales para que dicha figura opere, la cual se 

presenta  en el siguiente cuadro comparativo:  
 

Texto actual  Propuesta  de Reforma  

 

Ley de Justicia Administrativa del 

Estado de San Luis Potosí .  

 

ARTICULO 97. De ser favorable la 

sentencia al actor, ésta dejará sin 

efecto el acto impugnado y las 

autoridades responsables quedarán 

obligadas a otorgar o restituir al 

actor en el goce de los derechos que 

le hubieren sido indebidamente 

afectados o desconocidos, en los 

términos que se establezca.  

 

Cuando se decrete la nulidad de una 

resolución fiscal o administrativa 

favorable a un particular quedará ésta 

sin efecto, quedando expeditos los 

derechos de las autoridades.  

Cuando se trate de una sentencia 

favorable a la autoridad en los 

juicios promovid os por ésta en 

términos de la fracción VI del 

artículo 19 de esta Ley, el Tribunal 

comunicará inmediatamente la misma a 

la actora para los efectos que 

resulten conforme a lo determinado en 

la propia sentencia y en las 

disposiciones legales aplicables.  

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

El cumplimiento de las sentencias es 

de orden público e interés general, 

por lo tanto, todas las autoridades 

que por su competencia o funciones 

deban intervenir en su ejecución, 

aunque no hayan tenido el carácter de 

demandas en el juicio, est arán 

Ley de Justicia Administrativa del 

Estado de San Luis Potosí  

 

ARTICULO 97. De ser favorable la 

sentencia al actor, ésta dejará sin 

efecto el acto impug nado y las 

autoridades responsables quedarán 

obligadas a otorgar o restituir al 

actor en el goce de los derechos que 

le hubieren sido indebidamente 

afectados o desconocidos, en los 

términos que se establezca.  

 

Cuando se decrete la nulidad de una 

resolución fiscal o administrativa 

favorable a un particular quedará ésta 

sin efecto, quedando expeditos los 

derechos de las autoridades.  

Cuando se trate de una sentencia 

favorable a la autoridad en los 

juicios promovid os por ésta en 

términos de la fracción VI del 

artículo 19 de esta Ley, el Tribunal 

comunicará inmediatamente la misma a 

la actora para los efectos que 

resulten conforme a lo determinado en 

la propia sentencia y en las 

disposiciones legales aplicables.  

 

Al  declararse la nulidad de una 

resolución que haya determinado la 

baja o cese de un servidor público, o 

integrante de una institución de 

seguridad pública, a efecto de 

restituirlo  en el goce de sus 

derechos afectados o desconocidos, se 

le deberá pagar sala rios u haberes, 

desde el cese y hasta por un período 

máximo de seis meses, a razón del que 

le corresponda  a la fecha en que se 

realice el pago; lo anterior, con 

independencia  de cualquier otro 

derecho previsto en su favor en la Ley 

especial que correspon da.  

 

El cumplimiento de las sentencias es 

de orden público e interés general, 

por lo tanto, todas las autoridades 

que por su competencia o funciones 

deban intervenir en su ejecución, 

aunque no hayan tenido el carácter de 

demandas en el juicio, estarán 



 

obligadas a su cumplimiento y les 

serán aplicables las disposiciones del 

Capítulo XII de esta Ley.  
 

obli gadas a su cumplimiento y les 

serán aplicables las disposiciones del 

Capítulo XII de esta Ley.  

                      

     En mérito  de lo  expuesto  y fundado,  someto  a la  

consideración  de la  Honorable  Asamblea,  la  presente:   

 

INICIATIVA DE DECRETO POR EL QUE SE REFORMA INICIATIVA QUE 

REFORMA EL ARTÍCULO 97 DE LA LEY DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA 

DEL ESTADO DE SAN LUIS POTOSÍ.  

 

   ÚNICO.-  Se reforma el Artículo 97 de la Ley de 

Justicia Administrativa del Estado de San Luis Potosí , para 

quedar como sigue:   

 

ARTICULO 97. -  De ser favorable la sentencia al actor, ésta 

dejará sin efecto el acto impugnado y las autoridades 

responsables quedarán obligadas a otorgar o restituir al 

actor en el goce de los derechos que le hubieren sido 

indebi damente afectados o desconocidos, en los términos que 

se establezca .  

 

Cuando se decrete la nulidad de una resolución fiscal o 

administrativa favorable a un particular quedará ésta sin 

efecto, quedando expeditos los derechos de las autoridades.  

 

Cuando se trate de una sentencia favorable a la autoridad en 

los juicios promovidos por ésta en términos de la fracción VI 

del artículo 19 de esta Ley, el Tribunal comunicará 

inmediatamente la misma a la actora para los efectos que 

resulten conforme a lo determinado  en la propia sentencia y 

en las disposiciones legales aplicables.  

 

Al declararse la nulidad de una resolución que haya 

determinado la baja o cese de un servidor público, o 

integrante de una institución de seguridad pública, a efecto 

de restituirlo  en el goce de sus derechos afectados o 

desconocidos, se le deberá pagar salarios u haberes, desde el 

cese y hasta por un período máximo de seis meses, a razón del 

que le corresponda  a la fecha en que se realice el pago; lo 



 

anterior, con independencia  de cualqu ier otro derecho 

previsto en su favor en la Ley especial que corresponda.  

 

El cumplimiento de las sentencias es de orden público e 

interés general, por lo tanto, todas las autoridades que por 

su competencia o funciones deban intervenir en su ejecución, 

aunque no hayan tenido el carácter de demandas en el juicio, 

estarán obligadas a su cumplimiento y les serán aplicables 

las disposiciones del Capítulo XII de esta Ley.  

 

DISPOSICIONES TRANSITORIAS 

 

    PRIMERA. El presente decreto entrará en vigor al 

día sigui ente de su publicación en el Periódico Oficial del 

Estado de San Luis Potosí.  

 

    SEGUNDA. Se derogan todas las disposiciones 

legales que se opongan al presente decreto.  

 

A T E N T A M E N T E,  

 

 

 

San Luis  Potosí,  S.L.P.,  Marzo  14,  2016  

 

 

 

 

DIPUTADO J.  GUADALUPE TORRES SÁNCHEZ 

 

 



 

 

Dictámenes con Proyecto de 

Decreto 
 

 
CC. DIPUTADOS SECRETARIOS DE LA LXI LEGISLATURA 
DEL HONORABLE CONGRESO 
DEL ESTADO DE SAN LUIS POTOSÍ, 
P R E S E N T ES. 
 

A las comisiones de, Hacienda del Estado; Desarrollo Económico y Social; y Gobernación les fue 

turnada en Sesión de la Diputación Permanente, celebrada el veintiocho de diciembre de dos mil 

quince, propuesta de Plan Estatal de Desarrollo para el periodo 2015-2021; presentada por el 

Gobernador Constitucional del Estado, Dr. Juan Manuel Carreras López. 

 

En tal virtud, al entrar a su estudio y análisis, los diputados integrantes de estas comisiones 

llegaron a los siguientes 

 
C O N S I D E R A N D O S 

PRIMERO. Que conforme la fracción XIV, y XV del artículo 16, de la Ley Orgánica del Poder 

Legislativo le atañe a esta Soberanía revisar, a través de las comisiones legislativas que 

corresponda, el Plan Estatal de Desarrollo remitido por el titular del Poder Ejecutivo. 

 

SEGUNDO. Que la propuesta de Plan Estatal de Desarrollo para el periodo 2015-2021, fue 

recibida el veintitrés de diciembre de dos mil quince, por lo que cumple, con el término señalado 

en la fracción IX del artículo 80 de nuestra Carta Magna. 

 

TERCERO.  Que el Congreso del Estado tiene facultad para aprobar el Plan Estatal de Desarrollo 

en un plazo máximo de dos meses a partir de su recepción, para que, en su caso, se remitan a 

éste las observaciones; lo anterior, para que en consenso con el titular del Poder Ejecutivo se 

analicen dentro del mes siguiente de conformidad con lo establecido en la Ley Orgánica del 

Poder Legislativo. 

 

CUARTO. Que con fundamento en lo estipulado en los artículos 104, 109 y 110, de la Ley 

Orgánica del Poder Legislativo del Estado, a las comisiones que se turnó la propuesta tienen 

atribuciones para conocerla y proponer lo procedente sobre la misma. 

 



 

 

QUINTO. Que de conformidad con el acuerdo tomado por los integrantes de las comisiones de, 

Hacienda del Estado; Desarrollo Económico y Social; y Gobernación el pasado catorce de enero 

del presente año, en el que se aprobó la propuesta de reuniones de trabajo para la revisión y 

análisis del Plan Estatal de Desarrollo para el período 2015-2021, las cuales se desarrollaron de la 

siguiente manera 

 
FECHA HORA EJE SALA 

Viernes 22 enero 10:00 am Eje 1. 

San Luis Próspero  

Martes 26 enero 12:00 pm Eje 2 

San Luis Incluyente  

Martes 2 febrero 12:00 pm Eje 3 

San Luis Sustentable  

Martes 2 febrero 12:00 pm Eje 4 

San Luis Seguro  

Viernes 5 febrero 10:00 am Eje 5 

San Luis con Buen Gobierno Gómez  

 

Dichas reuniones se llevaron a cabo bajo la siguiente dinámica: 
 

1. Exposición de 10 minutos por parte del secretario de despacho encargado del eje rector que corresponda. 

2. Intercambio de opiniones entre los diputados y los secretarios que correspondan por eje rector. 

3. Conclusiones y aportaciones por eje temático que corresponda. 

 

SEXTO. Que el pasado veintidós de enero del presente, las dictaminadoras llevaron a cabo la 

reunión de trabajo con el Lic. Gustavo Puente Orozco, Secretario de Desarrollo Económico; 

Lic. Manuel Lozano Nieto, Secretario del Trabajo y Previsión Social; y el Lic. Alejandro 

Cambeses Ballina, Secretario de  Desarrollo Agropecuario y Recursos Hidráulicos, con la 

finalidad de Eje Rector 1 San Luis Pró en la citada reunión los diputados 

integrantes de las dictaminadoras expresaron que es importante revisar el tema de la minería 

para que no se afecte el medio ambiente; que se tecnifique el campo potosino; que existan 

empleos bien remunerados; que los apoyos entregados a los campesinos tengan realmente un 

impacto y no sea dinero mal utilizado; en términos generales los diputados solicitaron que se dé 

un impulso mayor al eje rector san luis próspero con acciones  y políticas claras en favor de los 

potosinos y potosinas. 

 

SÉPTIMO. Que el pasado veintiséis de enero del presente, las dictaminadoras llevaron a cabo la 

reunión de trabajo con la Dra. Mónica Rangel Martínez, Secretaria de Salud; Lic. Alberto 

Elías Sánchez, Secretario de Desarrollo Social y Regional; y el Ing. Joel Ramírez Díaz, 

Secretario de Educación en 

la citada reunión los diputados integrantes de las dictaminadoras expresaron sus inquietudes 

en temas como lo es la educación; alimentación y salud; políticas de equidad, y desarrollo social 

y combate a la pobreza; los legisladores se manifestaron a favor de mantener un diálogo abierto 

y respetuoso para el cumplimiento del Plan Estatal de Desarrollo. 

 



 

 

OCTAVO. Que el pasado dos de febrero del presente, las dictaminadoras llevaron a cabo la 

reunión de trabajo con la C.P. Yvett Salazar Torres, Secretaria de Ecología y Gestión 

Ambiental; Ing. Leopoldo Stevens Amaro, Secretario de Desarrollo Urbano, Vivienda y 

Obras Públicas; y el Ing. Porfirio Flores Vargas, Director de La Junta Estatal de Caminos, con 

 

 

En la misma reunión se contó con la presencia del Gral. en retiro Arturo Gutiérrez García, 

Secretario de Seguridad Pública; y el Lic. Federico Garza Herrera, Procurador General de 

Justicia, en la citada reunión los 

diputados integrantes de las dictaminadoras expresaron sus inquietudes en temas como la 

Gestión Sustentable del Agua y Medio Ambiente; Prevención y Reinserción Social; Procuración 

de Justicia; Protección Civil, y Seguridad Pública; los legisladores se manifestaron a favor de 

mantener un diálogo abierto y respetuoso para el cumplimiento del Plan Estatal de Desarrollo. 

 

NOVENO. Que el pasado diez de febrero del presente, las dictaminadoras llevaron a cabo la 

reunión de trabajo con el C.P. José Luis Ugalde Montes, Secretario de Finanzas; Lic. 

Alejandro Leal Tovías, Secretario General de Gobierno; Lic. Gabriel Rosillo Iglesias, 

Contralor General del Estado; y el Ing. Elías Pesina Rodríguez, Oficial Mayor, con la finalidad 

dictaminadoras expresaron sus inquietudes en los temas de un gobierno responsable, 

política financiera responsable, eficiencia recaudatoria, modernización de los mecanismos para 

el cobro de los impuestos, fortalecimiento de los ingresos propios, administración de la deuda 

pública, establecer estrategia financiera para el saneamiento de pensiones, ejercicio 

presupuestario basado en resultados, y la transparencia de la ejecución del gasto público. 

DÉCIMO. Las dictaminadoras mediante oficio s/n con fecha diecisiete de febrero del presente, y 

recibido en el Despacho del Ejecutivo el día dieciocho del mismo mes y año, se hizo de su 

conocimiento que habían concluido la etapa de revisión y análisis del Plan Estatal de Desarrollo; 

y que se le remitía para su consideración y efectos legales a que hubiera lugar ante el Congreso 

del Estado. 

DÉCIMO PRIMERO. Que el Dip. Fernando Chávez Méndez, Presidente de la Comisión de 

Hacienda del Estado, recibió observaciones y propuestas de diversos legisladores, mismas que 

fueron remitidas al C.P. José Luis Ugalde Montes, Secretario de Finanzas del Gobierno del 

Estado, mediante oficio s/n con fecha del veinticuatro  de febrero del presente, y recibido el día 

veinticinco de febrero del mismo mes y año.  

DÉCIMO SEGUNDO. Que en reunión de trabajo de las dictaminadoras del día miércoles nueve 

de marzo del presente, se recibió al C.P. José Luis Ugalde Montes, Secretario de Finanzas del 

Gobierno del Estado, en representación del t itular del Poder Ejecutivo del Estado, a fin de 

explicar ajustes y conclusiones al Plan Estatal de Desarrollo, 2015-2021. 

DÉCIMO TERCERO. Que las dictaminadoras en reunión de trabajo del jueves diez de marzo del 

presente aprobaron por mayoría de los presentes, el dictamen que aprueba el Plan Estatal de 



 

 

Desarrollo 2015-2021; asimismo, realizaron ajustes de estilo y forma al referido documento sin 

modificar su contenido de fondo. 

Por lo expuesto, con fundamento en lo estipulado por los artículos, 92 en su párrafo segundo, y 

94 de la Ley Orgánica del Poder Legislativo;  86 fracciones I y III, del Reglamento para el 

Gobierno Interior del Congreso del Estado, se presenta a esta Asamblea Legislativa, el siguiente 

 

DICTAMEN 

 

ÚNICO. Es de aprobarse y, se aprueba, el Plan Estatal de Desarrollo 2015-2021, con 

modificaciones de las dictaminadoras, para quedar como sigue 

 

PLAN ESTATAL DE DESARROLLO 2015-2021 

 

1. La Planeación para el Desarrollo del Estado. 
 
Con la presentación de este Plan Estatal de Desarrollo, el Gobierno del Estado de San Luis Potosí da 

cumplimiento al mandato legal de integrar, bajo los criterios de la planeación estratégica, el instrumento 

que servirá de guía para impulsar con anticipación el desarrollo de la sociedad. 

 

Se cumple con el mandato establecido por la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de San 

Luis Potosí, en su artículo 80, fracción IX, y el correlativo de la Ley de Planeación para el Estado y 

Municipios de San Luis Potosí, en su artículo 11, coadyuvando en lo establecido en la Ley Orgánica del 

Poder Legislativo del Estado de San Luis Potosí, en su artículo 16, fracción XIV. 

 

Este nuevo marco jurídico de la planeación establece innovadores mecanismos de participación y análisis 

entre los Poderes Legislativo y Ejecutivo para la aprobación del Plan Estatal de Desarrollo, que consideran 

tres etapas: presentación del proyecto por parte del Ejecutivo en los primeros tres meses; revisión y 

propuesta de observaciones por parte del Poder Legislativo en los siguientes dos meses, y periodo de 

presentación de conclusiones antes de que concluya el periodo total de seis meses del proceso. 

 



 

 

La elaboración del Plan ordenó las propuestas, proyectos y acciones recabadas durante el proceso de 

consulta ciudadana, con base en una metodología participativa. 

 

 

En ese marco, el Plan Estatal de Desarrollo se formuló en tres etapas, y a partir del primer año de 

vigencia se implementará una cuarta etapa, de evaluación y seguimiento. 

 

Primera etapa: La consulta ciudadana. 

Esta etapa se llevó a cabo entre el 21 de octubre y el 19 de diciembre de 2015 y se realizó en dos 

partes, en las que se logró una muy amplia participación de ciudadanos, organizaciones 

sociales, académicas y empresariales, así como de funcionarios de las dependencias y entidades 

de la administración pública estatal y federal. 

 

En la primera parte de la consulta se alcanzó una participación sin precedentes en el Estado; en 

total se obtuvieron 58,008 propuestas ciudadanas, con lo que en tan sólo dos meses se hizo 

patente una renovada participación social, rica en sus propuestas e inédita en su magnitud, casi 

cuatro veces más que las obtenidas en la construcción del anterior Plan Estatal de Desarrollo. 

Dichas propuestas fueron sistematizadas para su análisis, se recibieron a través de buzones 

instalados en los 58 municipios del Estado, en las dependencias estatales y federales, así como 

en lugares públicos con alta afluencia de personas; participaron también en la consulta brigadas 

de jóvenes que promovieron la participación ciudadana en las cuatro regiones del Estado.  



 

 

 

En todas esas propuestas se manifestaron las inquietudes, necesidades y retos prioritarios para 

los ciudadanos de cada rincón del Estado, destacando las relacionadas con: 

 

¶ Atención al rezago social y combate a la pobreza, con 15,444 propuestas. 

¶ Impulso a la formación integral de los recursos humanos, a través de la 

educación, cultura y deporte, con 10,490 propuestas. 

¶ Generación de más y mejores oportunidades de empleo, con 5,843 

propuestas. 

 
PROPUESTAS CIUDADANAS POR REGIÓN 

REGIÓN 
NÚMERO DE 

PROPUESTAS 

% DEL 

TOTAL 

ESTATAL 

PRINCIPALES DEMANDAS 

ALTIPLANO 4,300 7.4 

¶ Combate a la pobreza 

¶ Seguridad Pública 

¶ Salud y Alimentación  

¶ Desarrollo agropecuario 

¶ Más y mejores empleos 

¶ Agua y reservas hidrológicas 

CENTRO 40,924 70.6 

¶ Más y mejores empleos 

¶ Agua y reservas hidrológicas 

¶ Infraestructura urbana y movilidad  

¶ Seguridad Pública 

¶ Combate a la pobreza 

¶ Desarrollo turístico, comercial y de servicios 

MEDIA 5,950 10.3 

¶ Desarrollo agropecuario 

¶ Más y mejores empleos 

¶ Combate a la pobreza 

¶ Seguridad Pública 

¶ Educación, cultura y deporte 

¶ Agua y reservas hidrológicas 

HUASTECA 6,834 10.8 

¶ Combate a la pobreza 

¶ Educación, cultura y deporte 

¶ Más y mejores empleos 

¶ Salud y Alimentación   

¶ Seguridad Pública 

¶ Desarrollo turístico, comercial y de servicios 

¶ Agua y reservas hidrológicas 

TOTAL 58,008 100.0 
 

 

Las principales demandas expresadas por los ciudadanos mediante las propuestas 

recibidas en el proceso de consulta, se han incorporado de manera general a la estructura 

del Plan como vertientes del desarrollo dentro de los Ejes Rectores. 

 

Asimismo, se habilitó un sitio en internet (www.consultaciudadana.slp.gob.mx) para que los 

ciudadanos capturaran directamente propuestas, y se aperturaron cuentas en las redes 

sociales para difundir información sobre el proceso de consulta y para el intercambio de 

opiniones. 

http://www.consultaciudadana.slp.gob.mx/


 

 

Consulta ciudadana  
Resultados definitivos  

Propuestas recibidas mediante cédulas 51,918 

Propuestas capturadas en sitio de Internet 6,090 

TOTAL DE PROPUESTAS CIUDADANAS  58,008 

 

En una segunda parte de la consulta, el Plan Estatal de Desarrollo se enriqueció con la 

participación de organizaciones sociales, académicas y de empresarios, con propuestas 

específicas por cada vertiente , a través de foros y reuniones de grupos de enfoque realizados en 

las cuatro regiones del Estado; y con la participación de las dependencias y entidades 

gubernamentales del ámbito estatal y federal mediante las aportaciones técnicas de 

diagnósticos sectoriales y propuestas programáticas, a través de sesiones de los subcomités 

sectoriales del Comité de Planeación para el Desarrollo (COPLADE) que a continuación se 

presentan: 

Eventos de consulta para el Plan Estatal de Desarrollo  
Resumen por Vertiente del Plan  

 

VERTIENTE 
FORO 

GRUPO DE 

ENFOQUE 

SUBCOMITÉ 

SECTORIAL 
TOTAL 

EVENTOS 

TOTAL 

ASISTENTES 
Eventos Asistentes Eventos Asistentes Eventos Asistentes 

Desarrollo agropecuario y 

agroindustrial  
2 41 2 103 2 27 6 171 

Salud y alimentación - - - - 1 6 1 6 

Combate a la pobreza 10 4,803 - - 1 17 11 4,820 

Infraestructura, desarrollo 

urbano y movilidad 
- - 1 25 2 50 3 75 

Educación, cultura y deporte - - 1 70 1 21 2 91 

Más y mejores empleos 9 386 1 15 2 26 12 427 

Responsabilidad financiera y 

rendición de cuentas 
- - - - 1 28 1 28 

Agua y reservas hidrológicas - - - - 1 12 1 12 

Prevención y combate a la 

corrupción 
1 44 - - 2 53 3 97 

Políticas de equidad 2 108 9 1,288 1 11 12 1,407 

Prevención y reinserción 

social 
- - 1 20 1 21 2 41 

Procuración de Justicia 1 25 - - 1 25 2 50 

Protección Civil - - - - 1 21 1 21 

Seguridad Pública - - 1 20 1 25 2 45 

Desarrollo turismo, comercial 

y de servicios 
- - 2 46 1 8 3 54 

Gobernabilidad  1 60 1 16 1 14 3 90 

TOTAL 26 5,467 19 1,603 20 365 65 7,435 

 

Por otra parte, la participación ciudadana en las regiones y municipios sede de la consulta del 

Plan fue la siguiente: 
 



 

 

Eventos de consulta para el Plan Estatal de Desarrollo  
Resumen por región y municipio  sede de la consulta  

 

REGIÓN MUNICIPIO 
FORO 

GRUPO DE 

ENFOQUE 

SUBCOMITÉ 

SECTORIAL 
TOTAL 

EVENTOS 

TOTAL 

ASISTENTES 
Eventos Asistentes Eventos Asistentes Eventos Asistentes 

Centro   13 1,488 9 229 20 365 42 2,082 

  
San Luis 

Potosí 
11 538 9 229 20 365 40 1,132 

  Villa de Reyes 1 550 - - - - 1 550 

  Zaragoza 1 400 - - - - 1 400 

Altiplano  
 

4 1,116 - - - - 4 1,116 

 
Charcas 1 40 - - - - 1 40 

 
Matehuala 1 451 - - - - 1 451 

 
Moctezuma 1 300 - - - - 1 300 

 
Salinas 1 325 - - - - 1 325 

Media 
 

3 1,212 - - - - 3 1,212 

 
Cárdenas 1 537 - - - - 1 537 

 
Rioverde 2 675 - - - - 2 675 

Huasteca 
 

6 1,651 10 1,374 - - 16 3,025 

 
Aquismón - - 2 346 - - 2 346 

 

Axtla de 

Terrazas 
1 480 1 127 - - 2 607 

 
Ciudad Valles 4 671 3 106 - - 7 777 

 
San Antonio - - 1 191 - - 1 191 

 
Tamasopo - - 1 210 - - 1 210 

 
Tamazunchale - - 1 280 - - 1 280 

 
Tamuín - - 1 114 - - 1 114 

 
Tancanhuitz 1 500 - - - - 1 500 

TOTAL 26 5,467 19 1,603 20 365 65 7,435 

 

Cabe destacar que en esta consulta ciudadana se incluyen los foros de consulta a los pueblos 

indígenas, que se sustenta en la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de San Luis 

Potosí en su artículo 9º, fracción XVI, inciso i); así como por la propia Ley de Consulta Indígena 

del Estado y Municipios de San Luis Potosí en sus artículos 6º, 7º, 8º y 9º.  

 

La consulta a los pueblos indígenas constó de siete grupos de enfoque con la participación de 

1,247 personas integrantes de los pueblos Nahuas, Teének y Xi´oi.  

 

Segunda etapa: Procesamiento de información. 

Esta etapa constó de dos partes: en la primera, se integraron los insumos resultantes de la etapa 

de consulta ciudadana y de foros, grupos de enfoque y subcomités sectoriales y se estructuró la 

información en torno a los 5 Ejes Rectores del Plan y sus Vertientes; asimismo, se alinearon  a las 

directrices de la planeación nacional en donde se definieron los objetivos, las estrategias y las 

líneas de acción para cada uno de los Ejes Rectores y Vertientes; así, se concretó el proyecto 

preliminar de Plan Estatal de Desarrollo.  



 

 

Tercera etapa: Análisis y aprobación del Plan 

Esta etapa consistió en la integración del proyecto que hubo de ser remitido para análisis al H. 

Congreso del Estado el 23 de diciembre de 2015, conforme a lo establecido en la Constitución 

Política del Estado Libre y Soberano de San Luis Potosí.  

Una vez presentado el proyecto de Plan ante el H. Congreso del Estado, de acuerdo con lo que 

establece la Ley Orgánica del Poder Legislativo, se implementó una mecánica de análisis que 

permitió al Poder Ejecutivo explicar con detalle el contenido y recibir los comentarios y 

propuestas de los legisladores, en un ejercicio democrático sin precedente en el Estado, que en 

mucho contribuyó a enriquecer este Plan Estatal de Desarrollo.  

Se llevaron a cabo cinco reuniones entre ambos poderes, en las que las Comisiones Unidas de 

Desarrollo Económico, Hacienda y Gobernación del Congreso del Estado, recibieron a los 

titulares de las dependencias y entidades de la administración estatal agrupadas por cada uno 

de los cinco Ejes Rectores.  

En la cuarta semana del mes de febrero de 2016, el Congreso del Estado remitió sus 

observaciones y comentarios al Poder Ejecutivo, para que fueran incorporados al Plan Estatal de 

Desarrollo 2015-2021.  

Con la aprobación y publicación del Plan Estatal de Desarrollo, concluye esta etapa del proceso 

de planeación y se inicia la formulación de los Programas Sectoriales y Microrregionales. Para 

ello, las dependencias y entidades que forman parte de cada vertiente formularán dichos 

programas en congruencia con el Plan Estatal de Desarrollo, para dar operatividad y viabilidad a 

los objetivos y metas para los próximos seis años. 

 

Cuarta etapa: Evaluación y Seguimiento. 

En esta etapa se pondrá en marcha el Sistema de Evaluación y Seguimiento que permitirá 

monitorear el Plan Estatal de Desarrollo 2015-2021, los programas sectoriales y 

microrregionales, además de los programas operativos anuales.  

 

La funcionalidad técnica del Sistema se enfocará en la evaluación del desempeño 

gubernamental, con base en los lineamientos y criterios metodológicos que para este Sistema 

se establezcan. 

 

Los objetivos propuestos de los 5 Ejes de este Plan Estatal de Desarrollo: San Luis Próspero, San 

Luis Incluyente, San Luis Sustentable, San Luis Seguro y San Luis con Buen Gobierno, cuentan 



 

 

con una planeación responsable que orienta de manera integral y articulada los esfuerzos de 

todos los actores sociales e institucionales. 

 

La planeación dará así, a la sociedad y al Gobierno rumbo y dirección para alcanzar los 

siguientes objetivos: 

 

¶ Lograr resultados con eficiencia en cada una las tareas del desarrollo. 

¶ Impulsar estrategias eficaces para transformar nuestras realidades. 

¶ Diseñar y concretar la ejecución de las líneas de acción con indicadores de desempeño 

accesibles a la sociedad. 

¶ Promover nuevas formas de colaboración pública, privada y social. 

¶ Elevar el nivel de coordinación de los tres niveles de gobierno, y los poderes Legislativo y 

Judicial. 

¶ Compartir con los sectores de la sociedad la gestión de los programas y proyectos 

prioritarios para el desarrollo. 

¶ Disponer de sistemas de autoevaluación que impulsen innovaciones y favorezcan las 

iniciativas de todos los sectores de la sociedad.  

 

El Gobierno del Estado continuará promoviendo el diálogo y los acuerdos en torno a este Plan 

Estatal de Desarrollo que juntos hemos construido, para transitar con paz, cohesión social y 

legalidad hacia una nueva era de oportunidades de progreso y bienestar, en donde se realicen 

las aspiraciones de los potosinos. Las necesidades del desarrollo así lo exigen. 

 

Visión y Principios del Plan Estatal de Desarrollo 2015-2021.   

El Plan Estatal de Desarrollo 2015-2021 se sustenta en los valores republicanos y democráticos 

de nuestra historia, en nuestra autoestima colectiva y en nuestra capacidad para construir 

juntos el desarrollo. 

 

Se enmarca en una Visión de largo plazo para hacer de San Luis Potosí: 

 

Un Estado próspero, con empleo, ingreso y bienestar social sostenidos, integrado a las 

transformaciones globales y a la sociedad del conocimiento. Con derechos sociales y libertades 

plenas. Comprometido con la protección del medio ambiente. Con instituciones de seguridad y 

justicia eficaces y confiables. Con gobiernos honestos, transparentes y eficientes, y una sociedad 

informada y participativa. 

 

Esta Visión atiende y proyecta los Principios que la sociedad privilegió en sus aportaciones para 

la construcción del Plan Estatal de Desarrollo: 

 

¶ Eficacia para generar oportunidades de crecimiento económico, con más y mejores 

empleos. 

¶ Disminución de la pobreza y acceso a derechos sociales plenos. 



 

 

¶ Convivencia pacífica con seguridad y justicia para todos. 

¶ Preservación y fomento de una cultura de respeto al medio ambiente. 

¶ Honestidad y transparencia en el ejercicio público.  

¶ Democracia participativa, para procesar civilizadamente las diferencias y generar los 

acuerdos más provechosos para la ciudadanía.   

¶ Colaboración para el crecimiento y desarrollo integral de las cuatro regiones. 

¶ Respeto a nuestra diversidad étnica y cultural.  

¶ Defensa de los derechos humanos y la equidad social. 

 

Con imaginación, honradez, transparencia, realizando nuestro mayor esfuerzo, abonaremos 

crecientes fortalezas a la Visión y Principios de este Plan Estatal de Desarrollo 2015-2021 

trazado por todos, para enfrentar con eficacia los retos del presente y del San Luis del futuro.    

 

 

 

 

 



  

 
 

  

 
 

 

 

 

 

 

 



 

 
 

 
Eje Rector 1: San Luis Próspero 
 
En este apartado se presenta el Eje Rector 1: San Luis Próspero. Inicia con la 

Introducción al Eje. Contiene un apartado de Contexto, así como los Objetivos, 

Estrategias y Líneas de Acción, conforme a las siguientes Vertientes:  

 

1.- Más y Mejores Empleos.  

2.- Impulso al Desarrollo Industrial. 

3.- Desarrollo Turístico, Comercial, Servicios y Minería.  

4.- Desarrollo Agropecuario y Agroindustrial. 

5.- Infraestructura, Desarrollo Urbano y Movilidad.  

 

 
  



 

 
 

Introducción    
 

San Luis Potosí forma parte de dos regiones económicas de gran potencial: en 

México, las regiones Bajío y Centro Norte y, en América del Norte, de las economías 

de Estados Unidos y Canadá, consideradas las más dinámicas y con mayores 

perspectivas de crecimiento. Esta ubicación es una ventana de oportunidad que 

debemos aprovechar para lograr avanzar en el desarrollo del Estado.  

 

La economía de la Zona Metropolitana de San Luis Potosí tiene sectores de 

vanguardia que participan con eficacia en el mundo globalizado; sin embargo, las 

economías de las regiones Altiplano, Media y Huasteca aún deben desplegar todas 

sus fortalezas y potencialidades.  

 

El motor del desarrollo económico en los últimos años ha sido la industria 

manufacturera por el volumen de inversión y generación de empleos, por la sinergia 

de las cadenas de proveeduría, por el componente tecnológico en sus procesos y por 

el alto grado de especialización de su fuerza laboral. 

 

La Zona Metropolitana reúne condiciones para consolidarse como un nodo logístico 

regional, lo que refuerza aún más su vocación industrial y de servicios.  

 

En la vertiente de desarrollo agropecuario y agroindustrial, el compromiso es atender 

con efectividad los programas y acciones que generen empleo y valor agregado a la 

producción. Los programas institucionales para impulsar los procesos productivos y 

de servicios en el campo, tendrán una visión integral y sustentable, a fin de elevar los 

niveles de bienestar de las familias que dependen de esta actividad.  

 

En los próximos años se promoverán acciones para mejorar la sanidad, inocuidad y la 

calidad agroalimentaria en el sector. Asimismo, se impulsarán la capacitación, el 

financiamiento, la tecnología y los servicios que eleven la calidad técnica y 

administrativa de los productores, fomentando esquemas de organización 

empresarial que faciliten el establecimiento de cadenas productivas. 

 

El turismo es una gran oportunidad para alcanzar el San Luis Próspero que queremos. 

Se desarrollará el potencial de cada una de las regiones, para generar empleos e 

ingreso. Se aprovechará la vecindad geográfica del Estado con otras entidades y los 

activos turísticos culturales, de negocios, ecológicos y de aventura. 

 

Se aplicarán estrategias para facilitar la concurrencia de los tres niveles de gobierno y 

del sector privado, con el propósito de desarrollar nuevos productos turísticos por 



 

 
 

región y atraer un mayor número de visitantes. El propósito es lograr que más 

mexicanos y extranjeros visiten nuestro Estado.   

 

En materia de desarrollo urbano, el crecimiento demográfico en la entidad y su 

concentración en las principales ciudades y cabeceras municipales presenta retos 

para lograr un crecimiento ordenado y sustentable. Se promoverán reservas 

territoriales para más viviendas, espacios de salud, escuelas, industrias, vialidades, 

áreas comerciales y de servicios.  

 

El reto en la vertiente de Infraestructura, Desarrollo Urbano y Movilidad es lograr 

mayor inversión y proyectos bajo esquemas de inversión público-privada para 

construir y modernizar la infraestructura carretera, ferroviaria, plataformas logísticas 

y aeroportuarias, haciendo que las distintas modalidades del transporte se 

interconecten de manera eficiente.  

 

Una prioridad es atender las necesidades de movilidad en todo el Estado, con una 

visión de desarrollo ordenado y sustentable en las zonas urbanas y rurales.  

 

Contexto  

Vertiente 1.1. Más y mejores empleos 
 
Características del Empleo en el Estado  
 

La población económicamente activa (PEA) de San Luis Potosí al cierre de 2015 fue de 

1´174,432 personas. San Luis Potosí se ubica entre los 4 estados con menor desocupación 

con una tasa de 2.7%. 

 

En general, el nivel de ingresos promedio de la población ocupada en el Estado es inferior al 

promedio nacional. El reto en los próximos años es generar más empleos y mejor 

remunerados.   

 



 

 
 

 

Fuente: INEGI. Encuesta Nacional de Ocupación y Empleo. Tabulados básicos. Cuarto trimestre de 2015. 

La estructura de la ocupación por tamaño de unidades económicas es similar a la 

nacional: 99.7% de los empleos se generan en micro, pequeñas y medianas 

empresas. 

Por otra parte, el empleo formal, de acuerdo con el IMSS, registra un crecimiento 

promedio anual de 5.2% en los últimos cinco años, superior al 4.1 % nacional, lo que 

posiciona a San Luis Potosí entre los 10 estados con mayor nivel de crecimiento.  

 

En los últimos años, el sector industrial registra el mayor crecimiento anual respecto 

al número de trabajadores afiliados al IMSS. Al 2015, el 48% de los trabajadores está 

en el sector terciario (comercio y servicios), el 46% en el sector secundario (actividad 

industrial) y el 6% en el sector primario (agrícola, ganadero y forestal).  
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Fuente: IMSS 

La informalidad laboral presenta en el Estado una tasa de 59.2%, superior a la tasa 

nacional de 57.8%. El reto es disminuir esta tasa fomentando el empleo formal en 

todos los sectores de la economía. 

Crecimiento económico. 

 
El Producto Interno Bruto (PIB) del Estado fue de 312,847 millones de pesos en el 

2014. Representó una contribución al PIB nacional de 1.9%, y la posición 18 por el 

tamaño de su economía. 

 

El PIB estatal ha crecido a tasas positivas a partir de 2010. Al cierre de 2015 se estima 

un crecimiento de 3.3% superior al nacional de 2.5%.  
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Fuente: Elaboración propia en base a INEGI, 2008-2014 y estimado 2015 (2008=100) y estimación 2015 de la Secretaría de Desarrollo Económico de 

Gobierno del Estado.  

La aportación del PIB del Estado por sectores en 2014 fue: terciario 52.3%, secundario 

43.9% y primario 3.8%. Esta composición difiere de la estructura nacional, que es 

62.2%, 34.7% y 3.1%, respectivamente.   

 

El crecimiento económico se ha concentrado en la Zona Metropolitana, lo que 

demanda esfuerzos de promoción de la inversión que incluya e impulse las fortalezas 

productivas de las regiones del Estado. 

 
Distribución del PIB por regiones 

 

Fuente: Secretaría de Desarrollo Económico, Gobierno del Estado de San Luis Potosí, diciembre 2015 

En la región Centro sobresalen las industrias automotriz, metalmecánica, alimentaria 

y de electrodomésticos, la minería, el comercio, el turismo y los servicios. En la 

Huasteca, la agroindustria alimentaria  (azúcar, cítricos, café y ganado), el comercio y 
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el turismo. En el Altiplano la minería, el comercio, la agricultura protegida y la 

industria  alimentaria  y el turismo . En la región Media destacan la agricultura 

protegida, horticultura, fruticultura y el t urismo.  

 

El 36.6% de la producción bruta total del Estado es aportado por las micro, pequeñas 

y medianas empresas (MIPyMES), que representan el 99.7% de las 86 mil 283 unidades 

económicas del tejido empresarial de San Luis Potosí.   

 

El principal problema del desarrollo de las MIPyMES es su corta duración en el 

mercado: 7 de cada 10 nuevos negocios desaparecen antes de cinco años. Entre los 

factores que inhiben su impulso están: financiamiento, innovación, regulación y 

desarrollo de competencias empresariales, entre otros.  

 

Vertiente 1.2. Impulso al Desarrollo Industrial  
 

El sector industrial en el Estado se caracteriza por una fuerte presencia de la industria 

manufacturera, que en 2014 representó 62% del PIB del sector secundario. La 

industria de la construcción es el otro sector con mayor dinamismo en la economía 

con una participación del 21%. 
Distribuci ón porcentual del PIB estatal 2014                                                                                               
por rama de actividad del sector secundario  

 

Fuente: INEGI, Sistema de Cuentas Nacionales de México. 

 

Dentro de la industria manufacturera destaca la fabricación de equipo automotriz y 

autopartes, que representa el 70.9% de las mercancías exportadas por esta actividad; 

así como la manufactura  de maquinaria y equipo, las industrias metálicas básicas, la 

fabricación de productos a base de minerales no metálicos y la industria alimentaria. 
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En 2015 San Luis Potosí se ubicó como la sexta entidad del país en atracción de 

inversión extranjera directa, al registrar 1,584.8 millones de dólares, la mayoría en 

empresas ubicadas en la región Centro. Esta cifra supera en un 67% la inversión 

recibida en 2014.  

 

Por otra parte, el desarrollo industrial exige una mayor vinculación con el sector de 

investigación científica, desarrollo tecnológico e innovación. El Estado cuenta con 75 

instituci ones de educación superior y los siguientes centros públicos de 

investigación: el Colegio de San Luis (COLSAN), el Instituto Potosino de Investigación 

Científica y Tecnológica (IPICYT), y dentro de éste el recién creado Centro de 

Investigación, Innovación y Desarrollo para las Zonas Áridas (CIIDZA). Además, una 

subsede del Centro de Tecnología Avanzada (CIATEQ), las unidades del Instituto 

Nacional de Investigaciones Forestales, Agrícolas y Pecuarias (INIFAP) y una sede del 

Colegio de Postgraduados en Ciencias Agrícolas (COLPOS).  

 

San Luis Potosí tiene 573 investigadores en el Sistema Nacional de Investigadores 

(SNI), 80 programas registrados en el Padrón Nacional de Postgrados de Calidad, y 

143 empresas inscritas en el Registro Nacional de Instituciones y Empresas 

Científicas y Tecnológicas (RENIECYT).  

 

La participación de empresas locales en el Programa de Estímulos a la Investigación, 

Desarrollo Tecnológico e Innovación, ha permitido una inversión de más de 1, 300 

millones de pesos en los últimos siete años, lo que coloca al estado en el lugar 13 a 

nivel nacional y el lugar 9 en el acceso a recursos del Fondo Institucional de Fomento 

Regional para el Desarrollo Científico, Tecnológico y de Innovación (FORDECYT).  

 

El reto en los próximos años será vincular un mayor número de empresas con 

proyectos de investigación e impulsar una mayor inversión en desarrollo tecnológico 

e innovación para elevar la competitividad de la economía del Estado.   

 

El objetivo será consolidar el dinamismo de la Zona Metropolitana de la región 

Centro, e impulsar las potencialidades del otro corredor industrial del Estado que 

tiene también una vocación importante para el desarrollo económico, el de 

Matehuala  Cedral  Villa de la Paz en el Altiplano. 

 

  



 

 
 

Vertiente 1.3. Desarrollo turístico, comercial, servicios y 
minería  
 

Turismo 

 
El turismo es una actividad económica con alto potencial de crecimiento y de 

generación de empleos. En los últimos tres años el Estado ha recibido más de dos 

millones de visitantes por año. Los congresos y convenciones auspiciaron una gran 

afluencia turística y derrama económica particularmente en la región Centro.  

 

En 2015 la ocupación hotelera promedió 53.7%, generó 14,839 empleos y registró 

una inversión privada de 10.3 millones de dólares.  

 

El Estado cuenta con dos Pueblos Mágicos: Real de Catorce y Xilitla. 

 
Tasa de crecimiento en la ocupación hotelera 2012-2014 

Año Centro Huasteca Altiplano  Media Total 

Tasa Media Anual 

de Crecimiento 

2012-2014 

4.0% 7.5% 6.0% 10.3% 5.2% 

Fuente: Estimaciones de la Secretaría de Turismo del Estado. 

El turismo debe de constituirse en una importante palanca del desarrollo para las 

regiones Huasteca, Media y Altiplano, en sus vertientes de turismo de aventura, 

cultural, ecológico y religioso.  

Asimismo, en la ciudad Capital y su Zona Metropolitana, se debe fortalecer el turismo 

de negocios, congresos, convenciones e histórico  cultural.   

Es necesario desarrollar la infraestructura y los servicios terrestres y aéreos para 

atraer más visitantes al Estado. Se requerirá incrementar el número de vuelos, 

destinos y frecuencias, para estar mejor articulados con los mercados nacionales e 

internacionales.  

El reto y las oportunidades en materia turística son grandes para San Luis Potosí. Se 

impulsará entre los tres niveles de gobierno y los sectores privado y social, un Nuevo 

Modelo de Desarrollo Turístico del Estado, que oriente todas las acciones al 

aprovechamiento de la oferta turística de cada región. Detrás de este esfuerzo se 

encuentran las oportunidades de inversión, empleo e ingreso para muchos 

potosinos, particularmente de las regiones que más lo necesitan.  

  



 

 
 

Comercio, servicios y minería 

 

Las principales actividades económicas en orden de importancia del sector terciario 

son comercio, servicios inmobiliarios y de alquiler, transportes, mensajería y 

almacenamiento. En 2014, estas actividades aportaron al PIB estatal 31.5%.  

 

El sector comercio es una prioridad para abrir mayores posibilidades de incursionar 

en las cadenas globales de valor y desarrollar actividades basadas en servicios 

competitivos. Para ello, será necesario mejorar la infraestructura, modernizar la 

actividad logística, y ampliar la capacidad de las pequeñas y medianas empresas para 

articularse a las grandes cadenas comerciales.  

 

En la actividad minera, el Estado destaca en la producción de fluorita, cobre, yeso, 

oro, zinc y plata. Por el valor de la producción minero-metalúrgica ocupa el sexto 

lugar nacional. Deben seguirse impulsando las inversiones, para potenciar toda su 

capacidad de generación de empleos, con el correspondiente cuidado de la 

sustentabilidad ambiental.  

 

Vertiente 1.4. Desarrollo agropecuario y agroindustrial  
 

El impulso del sector agropecuario y de la actividad agroindustrial es una prioridad 

para promover empleos, ingreso y bienestar social.  

 

En 2014, la superficie cosechada fue de 762,725 hectáreas. El 82% se dio en el 

régimen de temporal, representando el 39% del valor de la producción, en tanto que 

el 18% de la superficie cosechada en riego aportó el 61% del valor total.  

 

Destaca la producción de caña de azúcar y naranja, en donde el Estado ocupó en 

2014 el tercer lugar a nivel nacional. En jitomate y soya se ubicó en el segundo lugar, 

mientras que la producción de chile, frijol, alfalfa y pastos se encuentra en los 

primeros diez lugares. 

 
Producción  Agrícola Estatal 2014 

Cultivo Volumen de 

Producción (ton) 

Valor de 

Producción (mdp)   

Lugar 

nacional 

Caña de azúcar 5,320,836 2,481 3 

Pastos 2,832,424 1,733 6 

Chile verde 169,230 1,531 4 

Alfalfa verde 1,788,638 1,165 7 

Tomate rojo  196,011 1,106 2 



 

 
 

Maíz grano 192,280 703 19 

Naranja 412,193 608 3 

Frijol 59,818 383 6 

Soya 67,111 376 2 

Sorgo grano 94,631 231 10 

Otros 874,183 1,084 
 

Total 12,007,356 11,400 

 Fuente: SAGARPA, 2014. 

 

En ganadería, las especies bovinas y caprinas son las de mayor producción de carne en canal, 

por lo que colocan al Estado en el sexto lugar nacional en este rubro. 

 

Con relación a las condiciones zoosanitarias se cuenta con 

aviar y Newcastle en aves; así como en fiebre porcina clásica y Aujeszky. Además, se tiene 

controlada y erradicada la rabia, garrapata, brucelosis y tuberculosis en las especies de 

bovinos, ovinos y caprinos.  

 

Es necesario seguir impulsando la sanidad animal y para obtener los estándares de 

certificación internacional, que permitan acceder a mayores mercados. Asimismo, controlar 

el estatus fitosanitario  para mejorar la competitividad y proveer al consumidor alimentos 

sanos, inocuos y de calidad.  

 

Otro reto del sector consiste en elevar la productividad agrícola, especialmente de las 

unidades de producción menores a 5 hectáreas que representan el 80% del total, y que 

enfrentan limitaciones de organización, financiamiento, desarrollo tecnológico, acceso a 

mercados y administración de riesgos.   

 

Vertiente 1.5. Infraestructura , desarrollo urbano y 
movilidad  

El Estado cuenta con una población urbana de 1,764,106 habitantes (65% de la 

población total), con la siguiente distribución: 40% en la zona conurbada San Luis  

Soledad; 12% en Matehuala, Ciudad Valles, Rioverde y Tamazunchale, y 48% en 61 

localidades de entre 2,500 y 25 mil habitantes.  

 

La población rural de 953,714 habitantes, representa 35% del total del Estado y se 

encuentra dispersa en 6,766 localidades menores de 2,500 habitantes. 

 

San Luis Potosí tiene dos conurbaciones: la Zona Metropolitana de la ciudad Capital y 

Soledad de Graciano Sánchez (con más de un millón de habitantes) que es la onceava 



 

 
 

mayor concentración urbana en el país; y otra conurbación integrada por Rioverde y 

Ciudad Fernández, con cerca de 140 mil habitantes.  

 

San Luis Potosí es de los estados con mayor densidad carretera del país (19.3 

kilómetros de carreteras por cada 100 kilómetros cuadrados de superficie territorial).  

A diciembre de 2014, la red se integra con 12,545 kilómetros de carreteras y caminos. 

De estos, el 19.2% corresponden a carreteras federales y de cuota; el 37% a carreteras 

estatales pavimentadas, y un 44% a brechas y terracerías.  

 

 

 

Es prioritario mejorar las condiciones físicas de caminos y carreteras, sobre todo en 

las regiones Huasteca y Media, a través de un esfuerzo permanente entre los tres 

niveles de gobierno.  

 

Se estima que para los próximos años el crecimiento de transporte de carga por 

territorio potosino demandará de mayor infraestructura y servicios logísticos. 

 



 

 
 

 
Fuente: SCT, Dirección General de Desarrollo Carretero, 2010. 

 

San Luis Potosí es una de las seis entidades con mayor longitud ferroviaria al sumar 

1,234.7 kilómetros, que lo comunican con los principales puertos, ciudades y ejes 

comerciales del país.  

 

En carga aérea, el Aeropuerto Internacional Ponciano Arriaga de San Luis Potosí 

registró en 2014 el tercer mayor volumen de carga en el país. 

 

El Estado requiere ampliar su infraestructura de comunicaciones y transportes para 

promover con mayor dinamismo la inversión nacional y extranjera, fortalecer sus 

capacidades y servicios logísticos e interconectar de manera eficiente todas las 

modalidades de transporte.  

 

Dado que San Luis Potosí es un nodo logístico a nivel nacional, es importante 

destacar que cuenta con terminales intermodales de gran tamaño y con un recinto 

fiscalizado estratégico, que ofrece ventajas de tiempo y costo en los flujos de 

distribución de mercancías.  

 

En materia de desarrollo urbano es necesario fortalecer la planeación en 

coordinación con las autoridades municipales, a fin de ordenar y regular el 

crecimiento de los centros urbanos de más de 15 mil habitantes, así como de las 

Zonas Metropolitanas.  

 

Al igual que el país, el desarrollo urbano y en particular el de las Zonas 

Metropolitanas del Estado enfrenta la necesidad de ordenar el crecimiento, ampliar 

la infraestructura de suministro de agua potable, drenaje y saneamiento, disminuir 

la contaminación por descargas de aguas residuales y manejo adecuado de desechos.  
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En el esfuerzo por desarrollar una movilidad sustentable, se deberá impulsar la 

infraestructura necesaria en el marco de una planeación del desarrollo urbano, que 

considere variables como el incremento del parque vehicular, los tiempos de traslado 

y el mejoramiento de los sistemas de transporte público masivo y no motorizado. 

 

El objetivo será avanzar hacia modelos y estrategias de movilidad urbana que 

incentiven el transporte público, el uso de bicicletas y otros medios sustentables. 

 

A continuación se presentan, para cada una de las vertientes del Eje, los Objetivos, 

Estrategias y Líneas de Acción: 

VERTIENTE 1.1. MÁS Y MEJORES EMPLEOS 
 

OBJETIVO A. Impulsar la ocupación laboral con empleos de 

calidad. 
   

ESTRATEGIA A.1 Fomentar la inversión en el Estado de empresas 

líderes en áreas estratégicas del desarrollo, que generen una oferta de 

trabajo calificado y con salarios competitivos. 

 

LÍNEAS DE ACCIÓN 
 
¶ Multiplicar las actividades de promoción de inversiones y 

establecer acuerdos de colaboración en el marco de los tratados 

comerciales suscritos por nuestro País. 

 

¶ Impulsar la formación de competencias laborales modernas, 

mediante convenios con las instituciones de educación, las 

empresas y los organismos empresariales.  

 

ESTRATEGIA A.2 Incentivar la ocupación laboral mediante la 

vinculación de los buscadores de empleo de los distintos grupos de la 

población con las oportunidades de trabajo. 

 

LÍNEAS DE ACCIÓN 
 

¶ Impulsar la incorporación de jóvenes al mercado laboral a través 

de esquemas de incentivos a los empresarios que faciliten las 

oportunidades del primer empleo. 

 



 

 
 

¶ Fortalecer los programas de becas temporales de capacitación a 

empresas que ofrecen oportunidades de trabajo y entrenamiento 

a personas que buscan un mejor empleo.   

 
¶ Promover en las empresas la contratación de más adultos mayores 

y personas con discapacidad. 
 

OBJETIVO B. Mejorar las competencias de los trabajadores que 

impulsen la productividad y empleos mejor remunerados. 
 

ESTRATEGIA B.1 Articular la educación, capacitación y empleo con la 

participación de los sectores público, privado y social.   

 

LÍNEAS DE ACCIÓN 

 
¶ Capacitar a la población desempleada en las competencias 

laborales y habilidades productivas que las empresas demandan 

en mayor medida, para facilitar su acceso al mercado laboral. 

 

¶ Fortalecer a los Institutos de Capacitación para el Trabajo con 

equipo y personal certificado en tecnologías de la información, a 

fin de ampliar la cobertura y calidad de sus programas. 

 

OBJETIVO C. Incentivar la formalidad laboral  

  

ESTRATEGIA C.1 Impulsar mecanismos para la formalización del 

empleo que garantice el acceso a la seguridad social de los trabajadores 

conforme a lo establecido en la Ley Federal del Trabajo.  
 

LÍNEAS DE ACCIÓN 
 

¶ Promover la concertación de acciones para que la población 

ocupada acceda al pleno disfrute de sus derechos laborales. 
 

ESTRATEGIA C.2 Incentivar el autoempleo en sectores de la 

población con limitado acceso a oportunidades de empleo formal. 

 

LÍNEAS DE ACCIÓN 
 



 

 
 

¶ Apoyar y promover las iniciativas de autoempleo, mediante 

opciones de financiamiento para el inicio de negocios y de 

proyectos productivos. 

 
¶ Promover e impulsar a los emprendedores a través de incubadoras 

de negocios, en vinculación con instituciones educativas. 

 

OBJETIVO D. Conservar y fortalecer el Pacto para la 

Competitividad y el Empleo.  

 

ESTRATEGIA D.1 Mantener la paz laboral que permita la atracción 

de mayor inversión.  

 

LÍNEAS DE ACCIÓN 
 

¶ Fomentar la solución conciliada de las controversias laborales.  

  
¶ Brindar asesoría jurídica a empresas y trabajadores.  

 

VERTIENTE 1.2. IMPULSO AL DESARROLLO INDUSTRIAL  
 

OBJETIVO A.  Consolidar el desarrollo industrial, como palanca 

para atracción de inversiones y creación de nuevas fuentes de 

trabajo.  

 

ESTRATEGIA A.1 Promover la inversión y diversificación del sector y 

fomentar la innovación.  

LÍNEAS DE ACCIÓN 
 

¶ Consolidar la inversión y la competitividad de los sectores 

estratégicos con mayor contribución al desarrollo industrial: 

automotriz, metalmecánico, electrodomésticos y alimentario. 

 
¶ Impulsar las actividades industriales con potencial competitivo: 

química, de energías alternativas, aeronáutica, electrónica y de 

nuevos materiales. 

 



 

 
 

¶ Apoyar a las empresas instaladas y nuevas con incentivos 

transparentes que otorguen certeza institucional a los 

inversionistas. 

 
¶ Impulsar un programa de regeneración progresiva de la zona 

industrial del área metropolitana.  

 
¶ Promover el equipamiento, operación, mejoramiento y 

conservación de las zonas industriales, así como el desarrollo de 

parques con servicios e infraestructura de calidad. 

 
¶ Promover la instalación de micro y pequeñas empresas, apoyando 

sus proyectos, financiamiento y posibilidades de 

internacionalización. 

 
¶ Avanzar en la consolidación de la industrialización de las regiones 

centro del Estado y del corredor Matehuala  Cedral  Villa de la 

Paz en el Altiplano.  

 
¶ Fortalecer la infraestructura de comunicaciones, energía y gas 

natural, para el desarrollo industrial, fomentando la inversión 

pública y privada.  

 
¶ Impulsar una política de aprovechamiento sustentable de energía 

en el sector industrial. 

 

ESTRATEGIA A.2 Reducir la brecha tecnológica con apoyo de las 

instituciones de investigación, desarrollo e innovación.  

 

LÍNEAS DE ACCIÓN 
 

¶ Vincular de mejor manera a las instituciones de educación 

superior, centros de investigación, empresas e instituciones 

gubernamentales, para consolidar el Sistema Estatal de Ciencia, 

Tecnología e Innovación.  

 

¶ Fortalecer las instituciones de educación superior y centros de 

investigación para la formación de recursos humanos altamente 

especializados. 

 



 

 
 

¶ Conformar redes y alianzas estratégicas de investigación y 

transferencia de tecnología al sector industrial, a favor de la 

innovación y la competitividad.  

 
¶ Crear agendas regionales de Innovación que atiendan los retos 

económicos del Estado. 

 
¶ Promover un centro de formación y capacitación de recursos 

humanos para el sector automotriz, en coordinación con el 

CONACYT. 

 
¶ Establecer un mayor contacto con los centros de generación de 

tecnología del país y del extranjero, promoviendo investigaciones 

conjuntas, intercambios de investigadores y acceso a redes de 

información tecnológica. 

 
¶ Avanzar en el modelo de educación dual y de vinculación 

academia - empresa, en coordinación con los organismos 

empresariales. 

 
¶ Impulsar el Sistema de Certificación de Competencias 

Tecnológicas y Laborales para la competitividad y el empleo. 

 
¶ Apoyar la investigación, el desarrollo tecnológico y la innovación a 

través de programas de financiamiento. 

 

OBJETIVO B. Establecer esquemas de financiamiento, 

encadenamiento productivo y programas de desarrollo de 

proveedores locales, a efecto de impulsar su competitividad. 
  

ESTRATEGIA B.1 Promover opciones de financiamiento, 

capacitación y desarrollo de proveedores, para las empresas y 

emprendedores en las cuatro regiones. 

LÍNEAS DE ACCIÓN 
 

¶ Privilegiar el financiamiento de actividades productivas que 

mantengan y generen nuevos empleos. 

 



 

 
 

¶ Operar esquemas de financiamiento innovadores que impulsen a 

las micro, pequeñas y medianas empresas en el desarrollo de 

actividades productivas. 

 
¶ Incrementar la capacitación a emprendedores y MIPYMES en 

temas estratégicos, para elevar la cultura empresarial y visión de 

negocios de las personas. 

 
¶ Ampliar la capacitación y la oferta de financiamientos en los 58 

municipios. 

 
¶ Promover un programa de desarrollo de proveedores y 

encadenamiento productivo en coordinación con los sectores 

empresariales, instituciones académicas y el gobierno federal. 

 
¶ Crear un programa de asistencia técnica y acompañamiento a los 

emprendedores y a las MIPyMES potosinas. 

 

ESTRATEGIA B.2 Fortalecer los instrumentos de mejora regulatoria 

en el estado para impulsar la competitividad y el desarrollo económico. 
 

LÍNEAS DE ACCIÓN 
 

¶ Lograr un marco regulatorio ágil para la apertura de nuevas 

empresas, que brinde certidumbre jurídica a los inversionistas. 

 

¶ Facilitar el tránsito a la economía formal, a través de un marco 

regulatorio simplificado y transparente.  

 

¶ Impulsar un servicio público eficiente en la aplicación de la mejora 

regulatoria y certificación de trámites.  

 

VERTIENTE 1.3 DESARROLLO TURÍSTICO, COMERCIAL, DE 

SERVICIOS Y MINERÍA 
 

OBJETIVO A. Impulsar el desarrollo de la oferta turística para el 

crecimiento del sector, aprovechando las potencialidades 

regionales y con ello generar una mayor derrama económica 

en la Entidad. 

 



 

 
 

ESTRATEGIA A.1 Construir una alianza estratégica para el desarrollo 

turístico con la participación de todos los actores del sector.  
 

LÍNEAS DE ACCIÓN 
 

¶ Impulsar un Nuevo Modelo de Desarrollo Turístico del Estado, que 

promueva la inversión, el empleo y el ingreso en este sector. 

 
¶ Fortalecer la imagen del Estado como destino turístico, 

promoviendo la calidad, diversidad y autenticidad de sus 

atractivos. 

 
¶ Apoyar el fortalecimiento de las estructuras municipales para la 

promoción turística, impulsando la articulación de programas y 

acciones. 

 

¶ Promover la coordinación entre los tres órdenes de gobierno, las 

instit uciones de educación, el sector privado y el sector social para 

impulsar el turismo. 

 
¶ Construir un sistema ágil y actualizado de información estadística 

del sector, bajo una plataforma oportuna y de fácil acceso. 

 
¶ Desarrollar los estudios y proyectos que detonen y consoliden la 

vocación turística de cada región.  

 

 ESTRATEGIA A.2 Fortalecer y diversificar la oferta turística 

mejorando la infraestructura de los destinos. 

 

LÍNEAS DE ACCIÓN 

 
¶ Incentivar la innovación para ofertar mejores productos y servicios 

turísticos con la participación y colaboración del sector privado, 

social y académico. 

 
¶ Fomentar acciones de certificación de calidad de los servicios 

turísticos. 

 
¶ Dar mayor impulso al turismo de negocios, congresos y 

convenciones. 

 



 

 
 

¶ Consolidar el potencial turístico de los pueblos mágicos de Real de 

Catorce y Xilitla, y promover la incorporación a esta categoría de 

otros sitios del Estado. 

 

¶ Continuar la rehabilitación del Centro Histórico de la Ciudad 

Capital para potenciar sus ventajas de atracción turística. 

 

ESTRATEGIA A.3 Promover la inversión pública y privada para el 

desarrollo del sector turístico.  

 

LÍNEAS DE ACCIÓN 
 

¶ Promover la inversión y financiamiento para proyectos turísticos, 

con énfasis en la micro y pequeñas empresas. 

 
¶ Aprovechar todos los canales de comercialización de productos 

turísticos e incentivar la participación de prestadores de servicios 

en ferias y otros eventos, así como a través de Internet. 

 
¶ Promocionar sitios, circuitos y rutas temáticas en las cuatro 

regiones.  

 
¶ Proporcionar asistencia técnica a empresas privadas y sociales 

para la comercialización de la oferta turística. 

 
¶ Establecer los acuerdos de colaboración con el Consejo de 

Promoción Turística de México. 

 
¶ Consolidar la capacitación, profesionalización y certificación de los 

actores del sector para la mejora continua de la calidad de los 

servicios turísticos. 

 

ESTRATEGIA A.4 Impulsar el desarrollo turístico del Estado en un 

marco de sustentabilidad y de contribución al bienestar social. 
 

LÍNEAS DE ACCIÓN 

 
¶ Crear programas de turismo social, así como para adultos 

mayores, jóvenes, estudiantes, personas con discapacidad. 

 



 

 
 

¶ Incentivar la participación del sector social y privado en el cuidado 

y preservación del patrimonio cultural, social y natural. 

 

OBJETIVO B. Consolidar el sector comercio a través de 

financiamiento, desarrollo de infraestructura y capacidades 

logísticas y de almacenamiento. 
 

ESTRATEGIA B.1 Promover el desarrollo comercial con un enfoque de 

desarrollo regional. 

 

LÍNEAS DE ACCIÓN 
 

¶ Ampliar la infraestructura comercial, de abasto y de servicios en 

las regiones. 

 
¶ Establecer esquemas de cadenas productivas y programas de 

desarrollo de proveedores locales, para impulsar la competitividad 

comercial. 

 
¶ Desarrollar proyectos que fortalezcan a la Zona Metropolitana 

como centro de distribución de bienes y servicios. 

 
¶ Aprovechar programas federales y estatales a favor del 

crecimiento de las micro, pequeñas y medianas empresas 

comerciales. 

 
¶ Difundir el uso y aprovechamiento de las tecnologías de la 

información y la comunicación para modernizar las empresas del 

sector. 

 
¶ Promover a San Luis Potosí como centro de medicina de 

excelencia, para aprovechar su capacidad como generadora de 

crecimiento y empleo. 

 
¶ Fomentar con las organizaciones empresariales acciones de 

innovación, capacitación, asistencia técnica y certificación de 

sistemas de calidad.  

 
¶ Apoyar integralmente los procesos de organización, 

comercialización y distribución de productos artesanales. 
 



 

 
 

OBJETIVO C. Diseñar estrategias para la atracción de empresas 

de alta especialización en servicios.  
 

ESTRATEGIA C.1 Fortalecer esquemas de instalación, incubación y 

desarrollo de empresas nuevas en sectores de alta tecnología y 

servicios.   
 

LÍNEAS DE ACCIÓN 
 

¶ Promover la atracción de empresas de alta especialización en 

servicios de administración, comercio exterior, financieros y 

tecnológicos para el funcionamiento de la industria local. 

 

 

¶ Crear condiciones para la instalación de parques tecnológicos que 

permitan la incubación, desarrollo y crecimiento de empresas de 

alto valor agregado. 

 

¶ Atraer empresas que contribuyan a la diversificación de sectores 

dinámicos en conocimiento, y sentar las bases para el desarrollo de 

sectores de mayor complejidad tecnológica y valor agregado.  

 

OBJETIVO D. Promover mayores niveles de inversión y 

competitividad en el sector minero. 
 

ESTRATEGIA D.1 Impulsar proyectos de minería sustentable en 

coordinación con organizaciones del sector. 

 

LÍNEAS DE ACCIÓN 
 

¶ Promover la exploración e industrialización, con mayores niveles 

de inversión y competitividad para el sector. 

 
¶ Proveer información técnica y legal especializada para la gestión 

de proyectos mineros. 

 
¶ Apoyar la minería social a través de capacitación técnica, 

administrativa y de acceso al financiamiento y a las nuevas 

tecnologías.  

 
¶ Promover proyectos de exploración en coordinación con 

organizaciones relacionadas con las empresas mineras. 



 

 
 

 
¶ Impulsar la formación de recursos humanos y vincular la 

investigación y el desarrollo tecnológico con la minería. 

 

VERTIENTE 1.4. DESARROLLO AGROPECUARIO Y 

AGROINDUSTRIAL 
 

OBJETIVO A. Fortalecer la productividad y competitividad de 

las actividades agropecuarias, promoviendo la diversificación 

del sector. 
 

ESTRATEGIA A.1 Promover economías de escala en la producción 

agropecuaria que generen mayor valor agregado. 

LÍNEAS DE ACCIÓN 
 

¶ Impulsar la creación de agroparques con la participación del sector 

privado y los productores. 

 

¶ Promover figuras de organización de productores que fortalezcan 

la planeación, la producción, el financiamiento y la 

comercialización. 

 

¶ Impulsar esquemas de producción y comercialización como la 

agricultura por contrato que ofrezca mayor certidumbre a los 

productores. 

 

¶ Fomentar sistemas de proveeduría mediante la transferencia de 

prácticas operativas, comerciales y financieras.  

 

¶ Promover la certificación de cultivos orgánicos y la denominación 

de origen de productos potosinos.  

 

¶ Impulsar la producción para el autoconsumo de alimentos 

saludables en las zonas rurales más vulnerables y favorecer la 

comercialización de sus excedentes. 

 

¶ Promover la creación de un Centro Agroindustrial y Logístico en la 

región Media que fortalezca la agricultura protegida, la 

agroindustria y los servicios de logística para el campo. 

 

¶ Mejorar el desarrollo de la ganadería e impulsar agroparques en la 

región Altiplano. 



 

 
 

 

¶ Fortalecer el desarrollo agroindustrial integral en la Huasteca 

Norte, a partir de sus vocaciones productivas en caña de azúcar, 

ganadería, oleaginosas, granos básicos, y la tecnificación del riego 

para elevar la productividad.  

 

¶ Mejorar los sistemas de producción de la Huasteca Sur en 

citricultura, café, piloncillo, vainilla, fruticultura, apicultura, 

floricultura, productos orgánicos, desarrollo forestal, acuacultura y 

servicios para la distribución y comercialización. 

 

¶ Fomentar el desarrollo de capacidades de comercialización directa 

en los centros de distribución y de consumo. 

 

¶ Prevenir riesgos para la producción agropecuaria, a través de la red 

de estaciones agroclimatológicas.  

 

ESTRATEGIA A.2 Instrumentar acciones coordinadas para el 

aprovechamiento del potencial forestal de las cuatro regiones.  
 

LÍNEAS DE ACCIÓN 
 

¶ Promover proyectos para la incorporación de superficies con 

recursos forestales maderables y no maderables. 

 
¶ Incentivar la actividad forestal y promover la capacitación y 

asistencia técnica.  

 

OBJETIVO B. Modernizar la actividad productiva en el sector rural, que 

incremente el volumen y valor de la producción. 
 

 ESTRATEGIA B.1 Impulsar la creación de infraestructura y acciones de 

capacitación e innovación en el campo. 
 

LÍNEAS DE ACCIÓN 
 

¶ Mejorar la infraestructura y las técnicas de irrigación para el 

aprovechamiento sustentable del agua.  

 
¶ Ampliar la transferencia de ciencia y tecnología de los centros de 

producción exitosos y de las instituciones de investigación a los 

productores privados y sociales.  

 



 

 
 

¶ Implementar la agricultura de precisión especialmente en el 

cultivo de caña de azúcar. 

 

OBJETIVO C. Asegurar estándares de sanidad, calidad e 

inocuidad agroalimentaria .  
 

ESTRATEGIA C.1 Establecer mecanismos coordinados de prevención 

de plagas y enfermedades en la actividad agropecuaria. 

 

LÍNEAS DE ACCIÓN 
 

¶ Contar con un plan de inspección y vigilancia para detectar 

amenazas a la sanidad vegetal y animal. 

 
¶ Crear mecanismos de gestión del riesgo que otorguen certidumbre 

en la actividad agroalimentaria y forestal. 

 
¶ Aplicar medidas para la reducción de riesgos en las unidades de 

producción, para generar alimentos inocuos y de mejor calidad. 

 
¶ Avanzar en materia de sanidad para acceder a certificaciones que 

nos inserten en nuevos mercados. 

 
¶ Impulsar un sistema estatal de información que fortalezca la base 

del conocimiento en inocuidad agropecuaria para mejorar la 

competitividad de los productos potosinos. 

 

Vertiente 1.5. INFRAESTRUCTURA, DESARROLLO URBANO Y 

MOVILIDAD 

OBJETIVO A. Fortalecer un desarrollo regional, urbano y 

metropolitano sustentable, que promueva la inversión 

productiva y el empleo. 
 

ESTRATEGIA A.1 Regular el crecimiento de las zonas urbanas de 

acuerdo con las normas vigentes. 
 

LÍNEAS DE ACCIÓN 
 

¶ Impulsar una cartera de proyectos estratégicos de alto impacto 

social y económico, con la colaboración público privada. 



 

 
 

 
¶ Recuperar, conservar y proyectar el Centro Histórico de la ciudad 

Capital con la participación de la sociedad. 

 
¶ Fortalecer el marco legal y administrativo con un nuevo enfoque 

coordinado de gestión pública para la Zona Metropolitana.  

 
¶ Fortalecer la movilidad en los centros urbanos, con mejor 

infraestructura de vialidades y la conservación de las existentes. 

 

 ESTRATEGIA A.2 Fortalecer el programa estatal de capacitación y 

acompañamiento técnico y normativo a los ayuntamientos. 
  

LÍNEAS DE ACCIÓN 
  

¶ Ofrecer asesoría a los municipios para dar acompañamiento 

técnico en el programa de reubicación de asentamientos humanos 

en zonas de riesgo, así como en materia de regularización de la 

tenencia de la tierra, de suelo y reservas territoriales para el 

desarrollo urbano y la vivienda. 

 
¶ Crear reservas territoriales y diseñar políticas públicas que 

optimicen el uso de infraestructura y servicios públicos. 

 

¶ Trabajar con las delegaciones federales y los municipios para 

apoyar la cartera de proyectos en infraestructura básica. 

 

ESTRATEGIA A.3 Diseñar esquemas de colaboración y participación 

para fomentar el desarrollo regional urbano y actualizar los 

instrumentos de planeación. 
  

LÍNEAS DE ACCIÓN 
  

¶ Revisar el estatus, las vigencias del conjunto de planes del sistema 

estatal de planeación urbana y promover su actualización. 

 
¶ Impulsar la agenda metropolitana de desarrollo urbano y gestión 

sustentable, acorde al marco normativo y de planeación. 

 

ESTRATEGIA A.4 Ampliar y fortalecer la movilidad de los diferentes 

modos de transporte y comunicaciones. 
 



 

 
 

LÍNEAS DE ACCIÓN 
  

¶ Ejecutar el Plan Integral de Movilidad Urbana Sustentable en la 

Zona Metropolitana. 

 
¶ Modernizar y rehabilitar las principales avenidas y bulevares de la 

Zona Metropolitana para agilizar el tráfico vehicular. 

 
¶ Integrar la movilidad sustentable en el ordenamiento del territorio 

y en la planeación urbana, y desarrollar mecanismos de 

coordinación y cooperación administrativa. 

 

¶ Coordinar acciones con los municipios que conforman la Zona 

Metropolitana para implementar nuevas obras de vialidad. 

 
¶ Normar la introducción de la movilidad sustentable en los nuevos 

desarrollos habitacionales, industriales y de servicios.  

 

¶ Impulsar la infraestructura necesaria para las opciones de 

transporte no motorizadas. 

 

OBJETIVO B. Mejorar la infraestructura de conectividad bajo criterios 

estratégicos y de eficiencia. 
 

ESTRATEGIA B.1 Promover con los tres órdenes de gobierno, la 

modernización de la infraestructura carretera y de caminos.  
 

LÍNEAS DE ACCIÓN 
 

¶ Consolidar los ejes troncales del Estado. 

 
¶ Construir y modernizar caminos y carreteras que fortalezcan los 

intercambios económicos y sociales entre las comunidades.  

 
¶ Impulsar la modernización de la infraestructura carretera entre la 

Huasteca Norte y Sur. 

 
¶ Promover las conexiones carreteras entre la Huasteca Potosina y el 

puerto de Altamira, Tamaulipas. 

 
¶ Impulsar la conservación y construcción de puentes vehiculares. 



 

 
 

 
¶ Desarrollar estudios y proyectos de infraestructura con los 

organismos empresariales de la industria de la construcción. 

 

ESTRATEGIA B.2 Contribuir con la agenda del sector ferroviario en el 

marco del Plan Nacional de Desarrollo. 
 

LÍNEAS DE ACCIÓN 
 

¶ Promover la construcción de nuevos tramos ferroviarios, 

libramientos, acortamientos y relocalización de vías férreas que 

permitan conectar nodos del sistema nacional de plataformas 

logísticas. 

 
¶ Actualizar los programas de conservación y modernización de vías 

férreas y puentes, para mantener la infraestructura sobre la que 

circulan los trenes. 

 

¶ Promover un programa integral de seguridad ferroviaria. 

 

ESTRATEGIA B.3 Fortalecer la infraestructura aeroportuaria para 

consolidarla como centro de conexión de pasajeros y carga de la región. 
 

LÍNEAS DE ACCIÓN 
 

¶ Desarrollar la infraestructura aeroportuaria y mejorar su 

interconexión bajo esquemas que garanticen su operación y 

conservación eficiente, así como su rentabilidad operativa. 

 
¶ Promover la certificación del aeropuerto Ponciano Arriaga con 

base en estándares internacionales. 

 

OBJETIVO C. Coordinar esfuerzos con la Federación para que 

mediante inversiones privadas se garantice cobertura y accesibilidad 

de los servicios digitales. 
 

ESTRATEGIA C.1 Fortalecer la cobertura y accesibilidad de los 

servicios digitales. 
 

LÍNEAS DE ACCIÓN 

 



 

 
 

¶ Fortalecer la red de centros comunitarios de capacitación y 

educación digital. 

 
¶ Promover la ampliación de la cobertura de telefonía e internet en 

coordinación con el Gobierno Federal. 

 
¶ Ampliar el acceso a la tecnología digital y a los servicios de 

telecomunicaciones de la población rural. 

 

 
¶ Impulsar el programa de conectividad a los servicios de banda 

ancha para asegurar el acceso a Internet con fines de 

investigación, educación y salud a toda la población. 

 

 



 
 

 
 

 

 

  

  

 

 

 

 

 

  

 



  

 
 

Eje Rector 2: San Luis Incluyente 
 
En este apartado se presenta el Eje Rector 2: San Luis Incluyente. Inicia con la 

Introducción al Eje. Contiene un apartado de Contexto, así como los Objetivos, 

Estrategias y Líneas de Acción, conforme a las siguientes Vertientes:  

 

1.- Combate a la Pobreza;  

2.- Salud y Alimentación;  

3.- Educación, Cultura y Deporte; y 

4.- Políticas de Equidad.  

 

Introducción  

La política social estará orientada a reducir los niveles de pobreza y elevar la calidad 

de vida de los potosinos, a través del acceso a la alimentación, la salud, la educación, 

la vivienda, los servicios básicos y el cumplimiento de un proyecto basado en la 

equidad social y de género.   

 

Este esfuerzo será acompañado por estrategias que focalicen articuladamente las 

acciones de los tres niveles de gobierno en la superación de las carencias sociales 

básicas y la elevación de los niveles de ingreso, conforme a los criterios del CONEVAL. 

 

Se impulsará asimismo el acceso universal a los servicios de salud y el derecho a una 

alimentación adecuada, que favorezca un desarrollo incluyente con mayores 

oportunidades de bienestar para la población. 

 

Se ampliarán las oportunidades de educación, cultura y deporte de manera 

articulada para crear mejores entornos de desarrollo personal y mayores capacidades 

de desarrollo económico equilibrado, con empleos e ingresos.  
 

Se requerirá de una eficaz coordinación interinstitucional para avanzar en la reforma 

educativa, ampliar la oferta de educación en todos los niveles, y particularmente en 

educación media superior y superior en las cuatro regiones del Estado; asimismo, 

para ampliar la infraestructura educativa, cultural y deportiva. 

 

Se realizarán los esfuerzos necesarios para garantizar los derechos de la infancia y el 

bienestar de las niñas y niños,  el desarrollo integral de los jóvenes, la atención de los  

adultos mayores y personas con discapacidad, así como de la población migrante y 

de los pueblos indígenas. 

 



  

 
 

Los retos sociales convocan a una participación activa de los sectores de la sociedad 

civil, así como a una estrecha coordinación entre los tres niveles de gobierno. 

 
Contexto  
 
Vertiente 2.1. Combate a la Pobreza 
 
La pobreza impone graves limitaciones al desarrollo pleno de las personas y 

representa el mayor desafío de la política social, para dar respuesta a las demandas 

de mejor calidad de vida, de más oportunidades de empleo, de acceso a la seguridad 

social y de un bienestar perdurable.  

 

El 49.1% de la población del Estado vive en situación de pobreza: 9.5% se ubica en 

pobreza extrema y 39.6% en pobreza moderada.  

 
La población en pobreza extrema tiene tres o más carencias sociales y su nivel de 

ingreso es inferior a la Línea de Bienestar Mínimo. La población en pobreza moderada 

tiene al menos una carencia social y su nivel ingreso se encuentra por debajo de la 

Línea de Bienestar. Las carencias sociales que determinan la situación de pobreza 

conforme a CONEVAL son: rezago educativo, carencia por acceso a servicios de salud, 

falta de seguridad social, deficiente calidad de espacios en la vivienda, carencia de 

servicios básicos y carencia alimentaria. Asimismo, define la línea de bienestar como 

la capacidad del ingreso de las personas para adquirir una canasta básica 

alimentaria. 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 



  

 
 

San Luis Potosí avanzó en el combate a la pobreza al pasar del lugar 11 en 2010 al 13 

en 2014 por su porcentaje de población en pobreza, y; del lugar 6 al 11 en pobreza 

extrema, en el mismo periodo.  

 

La evolución de los resultados respecto a cada una de las carencias sociales es la 

siguiente: 

 

CONEVAL.- Resultados de la Medición de la Pobreza - 2014 en San Luis Potosí. 

Carencia Social 
Posición 
Nacional 

2010 

Posición 
Nacional 

2012 

Posición 
Nacional 

2014 

Porcentaje 
de la 

población 
2014 

Rezago Educativo 12 9 13 18.4 

Acceso a servicios de salud 28 30 32 10.7 

Acceso a seguridad social 18 15 14 59.1 

Calidad y espacios de la 
vivienda 

11 12 12 11.0 

Acceso a servicios básicos de 
la vivienda 

9 9 9 28.1 

Acceso a la alimentación 6 16 20 21.6 

       Fuente: Medición de la Pobreza - 2014, CONEVAL  

      *Nota: La posición nacional se determina de mayor a menor porcentaje de la carencia.  

Los retos en rezago educativo, de acuerdo a los componentes de la carencia, son: 

garantizar que los niños de 3 a 15 años concluyan su educación básica, y brindar 

opciones a los mayores de 16 años que no cuentan con educación básica concluida 

para acreditar sus estudios de primaria y secundaria. 

En salud, los retos son: incorporar al Seguro Popular a los potosinos que no tienen 

acceso a los servicios de salud y promover el empleo formal que garantice su acceso a 

la atención de la salud en instituciones como el IMSS, el ISSSTE y otros.  

 

En seguridad social es necesario promover la incorporación de los mayores de 65 

años sin acceso a la seguridad social al Programa de Pensión para Adultos Mayores, y 

apoyar el empleo y autoempleo formal. 

 

En el esfuerzo a favor de la vivienda digna y la dotación de servicios básicos se 

requiere de la coordinación de los tres órdenes de gobierno, a fin de avanzar frente a 

los problemas de hacinamiento, falta de calidad en la construcción de las viviendas, 

así como en la disponibilidad de agua, saneamiento y electrificación.  

 



  

 
 

El derecho a la alimentación constituye una prioridad en el combate a la pobreza y al 

desarrollo social, que deberá atenderse a través del fortalecimiento del sistema de 

abasto social, del fomento a la autoproducción de alimentos y de la cultura del 

consumo nutritivo, entre otras acciones.  

 

Vertiente 2.2. Salud y alimentación  
 

En materia de salud San Luis Potosí requiere atender cinco prioridades 

principalmente: morbilidad y cambio del perfil epidemiológico, mortalidad materna 

e infantil, embarazo en adolescentes, adicciones y alcoholismo y obesidad, y 

diabetes. 

 

Morbilidad y cambio del perfil epidemiológico 

 

Las principales enfermedades que afectan la salud de los potosinos han disminuido 

al mejorar los servicios en las viviendas y las actividades de promoción y prevención 

de la salud.  

 

Sin embargo, los padecimientos relacionados con el envejecimiento de la población, 

los cambios en los estilos de vida, el incremento de las enfermedades crónico-

degenerativas y problemas como las adicciones son parte del nuevo perfil de 

morbilidad en el Estado y en el país. 

 

 

 

  



  

 
 

Mortalidad materna e infantil.  

 

En 2015, la razón de mortalidad materna en el Estado se ubicó por debajo de la 

media nacional. Las proyecciones actuales indican que, de mantenerse la actual 

tendencia en los riesgos para la salud, no se podrán alcanzar las metas 

internacionales y nacionales relativas a la mortalidad infantil y mortalidad materna.  

 

  
 

En mortalidad infantil, en el estado se registró 

una tasa 12.4 en 2014, valor similar al nacional; 

el municipio de san Luis Potosí presentó una 

tasa de 32.0, la más alta entre los municipios con 

mayor población.  

 

   

Embarazo en adolescentes 

 

La estrategia nacional en materia de embarazo en adolescentes plantea la reducción 

de 50% de la tasa en 2030; además de brindar acceso universal a los servicios de 

salud sexual y reproductiva para las adolescentes.  

 

En San Luis Potosí los embarazos en adolescentes muestran una tendencia a la baja 

entre 2010 y 2015; y en los municipios con mayor población la ciudad capital registra 

el menor porcentaje y en Soledad de Graciano Sánchez uno de cada cuatro 

adolescentes se encuentra en esta condición. 

 

 

 

 

 Entidad 2012 2013 2014 2015

San Luis Potosí 40.7 31.8 24.3 26.4

Nacional 42.3 38.2 37.4 32.0

Razón de Muerte Materna, histórico

Entidad 2010 2011 2012 2013 2014

San Luis Potosí 14.1 14.0 12.8 13.1 12.5

Nacional 14.1 13.7 13.3 13.0 12.5
Fuente: DGIS e INEGI, 2014

Tasa de Mortalidad Infantil, histórico 17.3

32.2

13.3

30.3

12.9

18.8

Soledad de G.S.San Luis Potosí Matehuala Cd. Valles Tamazunchale Rioverde

Tasa Mortalidad Infantil 2014, por municipio.

Fuente: DGIS e INEGI, 2014



  

 
 

 
 

Adicciones y alcoholismo 

 

De acuerdo a la Encuesta Nacional sobre Consumo de Drogas en Estudiantes 

(ENCODE-Instituto Nacional de Salud Pública, 2014), la edad de inicio para el 

consumo de estas sustancias es cada vez más temprana y representa la puerta de 

entrada para el consumo de otras sustancias ilegales. El 40.7% de los jóvenes de 

secundaria y bachillerato iniciaron el consumo de tabaco entre los 13 y 14 años, 

mientras que en consumo de alcohol un 36.7% de los adolescentes inician entre 13 y 

14 años de edad. El consumo del alcohol ha tenido un incremento importante en los 

últimos 9 años, especialmente en la población femenina.  

 

Obesidad y diabetes 

 

Las enfermedades no transmisibles (o crónicas) representan actualmente un peligro 

para la salud de los potosinos. 

 

Para cumplir las metas de control y prevenir las complicaciones de sobrepeso, la 

obesidad y la diabetes, se promueve en la entidad la formación de Grupos de Ayuda 

Mutua en Enfermedades Crónicas. 
 

En lo que corresponde a diabetes, se promueven redes de excelencia en las ocho 

Unidades de Especialidades Médicas en Enfermedades Crónicas existentes en el 

Estado, para mejorar la atención, el control y la prevención de complicaciones. 

 

Infraestructura de salud y cobertura de servicios. 
 

El Estado dispone de 594 unidades de salud de todas las dependencias del sector, 

entre las que destacan hospitales, unidades de medicina familiar, centros de salud y 

unidades médicas móviles, entre otras. El personal médico del sector salud está 

integrado por 17,444 personas. 
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Fuente: Secretaría de Salud 2015. 

 

Se fortalecerá la infraestructura hospitalaria y de atención médica, y la capacitación 

del personal médico y de apoyo para garantizar a todos los potosinos el acceso a la 

salud.  
 

 
 
 

 

 

 

 

 

 

 

 
 

Fuente: Secretaría de Salud 2015. 
 

Indicadores de desempeño (Caminando a la Excelencia) 

 

En la evaluación Caminando a la Excelencia, en lo correspondiente a prevención y 

promoción de la Salud con 29 programas de acción, se ha avanzado en la mejora de 

la calidad en los servicios, obteniendo San Luis Potosí los mejores lugares a partir del 

año 2011, y en la última medición el segundo lugar a nivel nacional. 

 
Caminando a la Excelencia  

 
Fuente: Secretaría de Salud, 2015. 

Año 2010 2011 2012 2013 2014 2015

Lugar nacional 7 2 1 2 2 2


